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La calificación de la elección presidencial 

 
Introducción 

 
Con el presente trabajo se pretende realizar un análisis del Dictamen de la 

elección presidencial de la Sala Superior en torno al proceso electoral federal de 

2006, para, a partir de dicho caso, establecer cuáles eran los aspectos más 

importantes que debían atenderse en las reformas constitucionales de 2007 y 

legal de 2008. 

 

Aunque es cierto que desde el estudio de un solo caso jurisdiccional no siempre 

se pueden obtener conclusiones inobjetables, también se debe tomar en 

consideración que la experiencia mexicana limita su acervo fáctico a dos 

elecciones presidenciales bajo el sistema contencioso mixto con dominante del 

jurisdiccional.  

 

Lo anterior, en el entendido de que el primer proceso electoral que corresponde a 

2000, fue poco significativo en la medida en que sólo se presentaron dos 

demandas de juicios de inconformidad, mismas que fueron desechadas, por lo que 

puede asegurarse que los resultados no fueron cuestionados de una manera 

relevante (salvo por lo que concierne a los irregulares manejos financieros de las 

principales coaliciones Alianza por el Cambio y por México que contendieron en 

dicho proceso pero cuyos cuestionamientos fueron muy posteriores a la 

realización de la elección). 

 

En forma posterior a cada proceso electoral federal, de manera invariable, se ha 

realizado la revisión del marco jurídico para perfeccionarlo.  

 

No fue la excepción en el caso de la elección de 2006. Si se revisan las 

exposiciones de motivos de las iniciativas y los dictámenes de las reformas 

constitucional de 2007 y la legal de 2008 se podrá advertir cuáles eran los 
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propósitos de cada una de las modificaciones jurídicas. La principal era dar 

certeza para los diversos actores políticos sobre los alcances de las atribuciones 

del Tribunal Electoral en materia de nulidades y las consecuencias de las 

infracciones a los principios, bases y reglas que rigen en la contienda electoral. 

 

Sin embargo, las respuestas del Constituyente Permanente y el legislador 

ordinario federal no fueron las adecuadas, porque persiste la indefinición en los 

aspectos básicos del sistema electoral mexicano, la calificación de la elección 

presidencial y la nulidad de la elección de carácter genérico, lo cual tiene ver con 

el aseguramiento de la equidad en la contienda electoral de Presidente de la 

República y el principio de imparcialidad de los servidores públicos. 

 

Los legisladores abdicaron de su responsabilidad porque obviaron los datos 

empíricos y, en consecuencia, omitieron las acciones correspondientes. El 

problema radicaba en la imprevisión de las consecuencias claras a la violación a 

las reglas del juego democrático y la solución en el establecimiento de las medidas 

correctoras y el procedimiento para su adopción. Es decir, la solución más 

adecuada residía en el establecimiento de una trilogía: a) Derechos y obligaciones 

de los actores políticos y facultades de las autoridades electorales; b) Infracciones 

administrativas (incluso, delitos), y c) Nulidades. 

 

Aunque no puede ignorarse que la reforma estableció tipos expresos en materia 

de nulidad de la elección presidencial, lo cierto es que se trata de una respuesta 

inconsecuente con las demandas y las deficiencias detectadas en el proceso 

electoral de 2006. La respuesta correcta radicaba en un tipo normativo de nulidad 

que diera cobertura al desarrollo del proceso electoral federal y la etapa de 

resultados y declaración de validez, no sólo a la votación recibida en las casillas. 

Esto es, debía establecerse un tipo normativo lo suficientemente amplio para 

preestablecido sancionara las irregularidades graves que fueran determinantes 

para el desarrollo del proceso electoral y sus resultados por violar los principios, 

bases y reglas constitucionales que deben regir en la contienda electoral. 
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No se hace un análisis político del dictamen de la elección presidencial sino que 

se pretende reflejar la perspectiva de quien fue parte de la administración electoral 

federal y, con el mayor ánimo de imparcialidad y objetividad, desempeñó sus 

responsabilidades en el Consejo General del Instituto Federal Electoral. 

 

La primera parte del trabajo se ocupa del dictamen de la elección presidencial, 

para establecer cuál era la naturaleza de dicha responsabilidad de la Sala 

Superior, los efectos prácticos de sus determinaciones y los alcances deseados a 

partir de la evolución del derecho electoral y el carácter del Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación, para concluir que fueron incorrectas algunas de 

las decisiones de la Sala Superior. 

 

En esta ocasión no se hará un estudio profundo de las irregularidades invocadas 

por la Coalición por el Bien de Todos, porque tal aspecto excedería los propósitos 

de este estudio. Sólo se deben identificar y advertir algunas de sus dificultades en 

cuanto a la fase probatoria porque ello es importante para el desarrollo de la 

tercera parte del trabajo. 

 

Una segunda parte de la tesis se ocupa del proceso de recuento de los votos, 

cuya creación puede considerarse como uno de los mayores aciertos de la Sala 

Superior, porque, en forma plena y haciendo el entero uso de sus facultades 

integradoras e interpretativas, diseñó e implementó el sistema de recuento de la 

votación. En este segmento del trabajo se podrá advertir por qué no era 

procedente la apertura del total de los paquetes o expedientes de las casillas 

electorales y las razones que justificaban la decisión de la Sala Superior, aunque 

también se destaca la posibilidad de que se adoptara un criterio más amplio para 

ordenar la apertura de un mayor número de paquetes pero no de la totalidad como 

en el discurso político lo reclamó la Coalición por el Bien de Todos. 
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En esta parte del trabajo se enfatiza el caso de las soluciones adoptadas por la 

Suprema Corte de los Estados Unidos de América en la elección Bush vs Gore de 

2000 y de la Sala Superior del Tribunal Electoral, en el 2006, ya que ambos casos 

son paradigmáticos y enfrentan el supuesto de la indefinición para el recuento de 

la votación en procesos electorales cerrados con dos soluciones antitéticas. 

 

El análisis de la calificación de los votos reservados en las sentencias recaídas en 

los juicios de inconformidad presentados ante la Sala Superior, es materia de la 

tercera parte del trabajo. Con tal estudio se busca identificar las dificultades para 

calificar el sufragio y la pertinencia de que dicha responsabilidad se deje en manos 

de la jurisdicción especializada (magistrados electorales que califican la elección) 

y no de quienes los auxilian en el desempeño de esa responsabilidad 

(magistrados electorales de salas regionales, magistrados de circuito y jueces de 

distrito). 

 

Finalmente, el estudio de la reforma constitucional de 2007 y legal de 2008, en 

materia del contencioso de la elección presidencial, corresponde al capítulo IV de 

esta tesis. Ahí se destacan los aspectos deficitarios de la reforma constitucional y 

establecen cuáles son las medidas legislativas que se deben adoptar como 

consecuencia de la experiencia de 2006. 

 

En el trabajo se reconoce la relevancia de las decisiones adoptadas por la anterior 

integración de la Sala Superior, sobre todo por la trascendencia de las mismas en 

el ámbito nacional. 

 

Entre la Academia Mexicana tienen mayor arraigo los Criterios Editoriales del 

Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de 

México, por lo que se seguirán éstos en el desarrollo de la tesis.   

 

 



I. Las razones de una sentencia 
 
1. ¿El dictamen de la elección presidencial es una sentencia o un acto 
administrativo? 
 

Un aspecto que para algunos puede parecer una determinación meramente 

terminológica es trascendental para los destinos de una Nación, a través de la 

revisión o control jurisdiccional de una elección. 

 

Considero que, materialmente, la determinación adoptada el 5 de septiembre de 

2006, por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, es una sentencia, a pesar de que en la ley sólo recibe el nombre de 

dictamen y declaración de validez, y que, en consecuencia, la propia Sala Superior 

le designa como Dictamen relativo al cómputo final de la elección de Presidente de 

los Estados Unidos Mexicanos y declaración de validez de la elección de 

Presidente Electo (en adelante, Dictamen de la elección presidencial). 

 

En términos de lo dispuesto en los entonces vigentes artículos 99, fracción II, 

segundo párrafo, de la Constitución federal, así como 86, fracción II, segundo 

párrafo, y 189, fracción I, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación, formal o nominalmente, tal resolución es identificada como dictamen y 

declaración de validez. 

 

Inclusive, en las páginas 44 a 51 del Dictamen de la elección presidencial, la Sala 

Superior advierte que la petición formulada por la Coalición por el Bien de Todos 

para que, en términos de lo dispuesto en el artículo 9, párrafo 1, inciso f), de la Ley 

General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, se 

recabaran diversos medios de prueba era inatendible, porque la realización del 

cómputo final de la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos y la 

declaración de validez de la elección y la de Presidente Electo corresponde al 

ámbito de actuación del orden administrativo electoral, a pesar de que se 

encomiende a un órgano jurisdiccional.  
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Es decir, para dicha autoridad judicial federal, se trata de una función culminante 

del proceso electoral federal de la elección de Presidente de los Estados Unidos 

Mexicanos en cuyo desarrollo, de oficio, se revisa el cumplimiento de los 

presupuestos indispensables para la validez de dicho proceso electoral federal. 

 

Además, la misma Sala Superior advierte que dicho procedimiento no es de 

carácter contencioso y que, en consecuencia, no tiene por objeto la tramitación, la 

sustanciación y la resolución de un litigio entre partes, por lo que no rigen las 

reglas procesales establecidas para los medios de impugnación, especialmente, 

las relativas a los derechos procesales de las partes. En el cómputo y declaración 

de validez no se fija la litis por las partes y no es necesaria la existencia de un 

periodo probatorio para demostrar las afirmaciones sobre hechos, con base en las 

cuales se formula determinada pretensión, ni las partes persiguen la declaración 

en su beneficio de determinado derecho. 

 

En el dictamen de la elección presidencial, según la Sala Superior, sólo cabía la 

intervención de los contendientes de la elección, a través de la formulación de 

alegatos relacionados directamente con los elementos del objeto de la calificación. 

Es por eso que la carga procesal de allegar las pruebas al procedimiento le 

correspondía al interesado -aunque en el dictamen no se establece expresamente 

de esa forma-, por lo cual la Sala Superior sólo analizó las pruebas que ya existían 

en el expediente, sin requerir algunas otras que hubieren sido ofrecidas en los 

juicios de inconformidad o que habiendo sido solicitadas por la Coalición no 

hubieren sido remitidas a los juicios de inconformidad o al propio expediente de 

calificación de la presidencial. 

 

En el mismo dictamen se reconoce que la Coalición por el Bien de Todos ofreció la 

generalidad de los medios probatorios en los diversos juicios de inconformidad 

que se promovieron en contra de distintos cómputos distritales de la elección 
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presidencial.1 Sin embargo, en las ejecutorias respectivas se consideró que como 

la pretensión con la que estaban relacionadas no cabía dentro del objeto legal de 

dichos juicios (error en el cómputo distrital o nulidad de la votación recibida en las 

casillas), el ofrecimiento probatorio fue remitido al expediente de la calificación 

presidencial, para el caso de que la misma Sala Superior considerara necesario su 

análisis en los alegatos. Es decir, materialmente se reservó la admisión de las 

pruebas ofrecidas, así como proveer sobre la solicitud del requerimiento de las 

mismas. 

 

En suma, la Sala Superior consideró que, en la fase de cómputo y declaración de 

validez de la elección y de Presidente Electo, sólo serían examinados los medios 

de prueba que constaran en el expediente respectivo. 

 

En la sentencia que, el 25 de agosto de 2006, recayó en el juicio de inconformidad 

identificado con el número de expediente SUP-JIN-212/2006, la Sala Superior 

advirtió que una de las pretensiones de la coalición actora estaba relacionada con 

la no declaración de validez de la elección presidencial y la no declaración de 

presidente electo, salvo que, como lo expresaba dicha coalición, se realizara el 

recuento total de la votación emitida en dicha elección.  

 

Dicha pretensión de la actora no fue obsequiada por la Sala Superior, en virtud de 

que, según el mismo órgano jurisdiccional, el juicio de inconformidad, cuando está 

relacionado con la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, sólo 

procede para impugnar, destacadamente, los resultados consignados en las 

actas de cómputo distrital, por nulidad de la votación recibida en una o varias 

casillas individualmente consideradas, por los supuestos de nulidad de la votación 

previstos en el artículo 75 de la Ley General del Sistema de Medios de 

Impugnación en Materia Electoral, o por error aritmético en dichos cómputos. Esto 

                                                 
1 Fueron promovidos 375 juicios de inconformidad tanto por la Coalición por el Bien de Todos como 
por el Partido Acción Nacional. 
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es, el objeto de los juicios se limitaba a declarar o no la nulidad de la votación 

recibida en las casillas, o bien, a la corrección del error en el cómputo. 

 

En esa misma ejecutoria se concluyó que el juicio de inconformidad no fue 

previsto para ventilar cuestiones relativas a la declaración de validez de la elección 

presidencial y de presidente electo, por lo que dicha pretensión, los argumentos 

conducentes y los medios de prueba ofrecidos para dicha finalidad sólo podían ser 

materia de la calificación de elección presidencial. De ahí que los requerimientos 

formulados por la coalición para que la Sala Superior requiriera diverso material 

probatorio a distintas autoridades y se pronunciara sobre la admisión de pruebas 

que fueron identificadas como supervenientes, entre otras más ofrecidas por el 

Partido Acción Nacional, se reservaron para la calificación de la elección 

presidencial, porque estaban relacionadas con dicha elección. La Sala finalizó 

señalando que podrían ser materia de pronunciamiento en caso de que se 

estimara necesario. 

 

Con dichas determinaciones de la Sala Superior, se provocó una severa 

denegación de justicia. 

 

2. Una zona de inmunidad para el control jurisdiccional de constitucionalidad 
en la elección presidencial 
 
En primer término, el objeto de decisión o thema decidendi del juicio de 

inconformidad respecto de la elección presidencial y el de la Declaración de 

validez de la elección presidencial quedaron circunscritos en una forma muy 

estrecha. 

 

El objeto del juicio de inconformidad se ciñó a la nulidad de la votación recibida en 

casilla o el error en el cómputo distrital, mientras que la declaración de validez de 

dicha elección fue: 
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i) El cómputo final de la elección de Presidente de los Estados Unidos 

Mexicanos, a partir de los trescientos cómputos distritales, de los cuales 

281 fueron impugnados, y de estos en 39 casos fueron improcedentes 

los correspondientes juicios de inconformidad y 43 devinieron en 

confirmaciones, por lo que sólo se modificaron 199 cómputos, como 

resultado de la diligencia de recuento de votos o la anulación de la  

votación recibida en casilla (páginas 30 a 37 del Dictamen de la elección 

presidencial); 

 

ii) Una revisión meramente formal de los requisitos constitucionales y 

legales de la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, 

a partir de la enunciación de las disposiciones normativas vigentes. 

Especialmente, que las elecciones sean auténticas, libres y periódicas; 

el principio de equidad rija en cuanto a los elementos con que cuentan 

los partidos políticos para llevar a cabo sus actividades (como lo es el 

uso de los medios de comunicación social y el financiamiento público); 

los principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y 

objetividad (página 38 a 44 del Dictamen de la elección presidencial) 

sean rectores de la función electoral, y todos los actos y resoluciones 

relacionados con dicha elección estén sujetos al control de 

constitucionalidad y legalidad; 

 

iii) Un estudio conjunto de las cuestiones que fueron analizadas de manera 

particular, para, por una parte, hacer un pronunciamiento general sobre 

la validez de la elección y, por la otra, ponderar los actos del proceso 

electoral y las respectivas irregularidades que hubieran quedado 

demostradas, así como su influencia en relación con los principios que 

deben regir en dicha elección (páginas 56 a 312 del dictamen de la 

elección presidencial), y 

 

iv) Los requisitos de elegibilidad. 
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3. La Sala Superior dejó de proveer sobre la admisión de ciertas probanzas 
 
En primer término, porque el objeto del juicio de inconformidad se limitó a lo 

relativo a los cómputos distritales y las causas de nulidad de votación recibida en 

casilla. Esta razón tuvo como consecuencia la remisión de las pruebas ofrecidas 

en la inconformidad que estuvieran relacionadas con tales aspectos de los 

cómputos distritales y las causas de nulidad de votación recibida en casilla, al 

expediente de la declaración de validez de la elección presidencial. Incluso, se 

adoptó esa decisión tanto para las pruebas aportadas y que obraran en el 

expediente como para aquellas otras que se consideraban por el actor como 

supervenientes y para las que, oportunamente, se hubieren solicitado a las 

instancias correspondientes y que no se hubieran entregado en tiempo. 

 

Sin embargo, con esa decisión, el sistema procesal (o mejor dicho la Sala 

Superior) no garantizaba la admisión y la valoración de las pruebas en la 

declaración de validez de la elección presidencial, incluso, no sólo de aquellas que 

se hubieran aportado en la inconformidad sino también de las pruebas 

supervenientes, y mucho menos aseguraba el requerimiento de las probanzas que 

no se hubieran obtenido por la Coalición, a pesar de que se hubieran solicitado 

oportunamente. 

 

Después, en el momento de la declaración de validez de la elección presidencial, 

nuevamente, la Sala Superior limitó la admisión de pruebas a su existencia en el 

expediente y su relación con un procedimiento que se conceptuó como 

administrativo. Se razonó que el procedimiento tenía carácter administrativo y que 

era una revisión oficiosa de los presupuestos indispensables para la validación del 

proceso electoral y no un litigio entre partes que esté regido por reglas procesales, 

especialmente, las relativas a los derechos de las partes. 

 

Es decir, la resolución específica sobre las pruebas en los juicios de inconformidad 

y en la declaración de validez generó que las pruebas identificadas por la 
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Coalición por el Bien de Todos como supervenientes o que habiéndolas solicitado 

oportunamente no le habían sido entregadas, quedaran en una suerte de limbo 

jurídico, porque no serían objeto de requerimiento o admisión y, en consecuencia, 

no serían valoradas.  

 

4. La limitada intervención de los contendientes para la formulación de 
alegatos 
 
Como consecuencia de que la declaración de validez de la elección presidencial 

fue conceptuada como un procedimiento que sólo implicaba el desempeño directo 

de la función culminante del proceso electoral federal para la revisión de oficio del 

cumplimiento de los presupuestos indispensables para la validación del proceso 

electoral de Presidente, es que la Sala Superior limitó la intervención de los 

contendientes en la elección, por una parte, a la formulación de alegatos 

relacionados directamente con los elementos que serían objeto de la calificación y, 

por otra, a que sólo podían adjuntar los elementos probatorios con que contaran, 

de acuerdo con su carga procesal que iba en función de su propio interés. 

 

Como se puede apreciar, la Sala Superior proscribió la calidad de partes de los 

contendientes en la elección presidencial, porque, según su perspectiva, no era un 

proceso contencioso jurisdiccional. En cambio circunscribió su interés jurídico en 

dicha declaración de validez al de meros de candidatos, partidos y coaliciones que 

habían participado en dichos comicios, no como partes de un proceso 

contradictorio, por lo que sólo podían formular alegatos. 

 
5. La calificación de la elección presidencial como actividad administrativo 
electoral 
 

A la Sala Superior no le importó que una de las motivaciones fundamentales de la 

reforma constitucional del 22 de agosto de 1996, fuera la desaparición del Colegio 

Electoral de la Cámara de Diputados para la calificación de la elección 
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presidencial,2 a fin de que un órgano jurisdiccional se ocupara de la calificación de 

la elección presidencial.  

 

Esto es, la Sala Superior, en su dictamen, no asumió su carácter como máxima 

autoridad jurisdiccional federal y órgano especializado en la materia electoral sino 

que se concibió a sí misma como una instancia administrativa.  

 

Igualmente, en la iniciativa de modificación y adición constitucional de 26 de julio 

de 1996, la cual fue suscrita por los coordinadores de los grupos parlamentarios 

de la LVI Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión y por el 

Presidente de la República, Ernesto Zedillo Ponce de León, se destacó como uno 

de los objetivos de la creación del Tribunal Electoral, el superar los debates sobre 

la legalidad de los procesos locales, cerrando el camino a decisiones políticas sin 

fundamento jurídico que afectaban el sentido de la voluntad popular, expresada en 

las urnas. 

 

Con dicha determinación de la Sala Superior, se desconoció el devenir histórico en 

el proceso de desarrollo del sistema de medios de impugnación en materia 

electoral federal.  

 

En efecto, esta evolución pasó por un contencioso mixto con dominante del 

político3 en el que, en forma sucesiva, existían las instancias y los recursos 

administrativos, a cargo de la Comisión Federal de Vigilancia Electoral, 1946, en 

un primer momento, y la Comisión Federal Electoral, a partir de 1951.4 En forma 

                                                 
2 Cfr. Diario de los debates de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión del 31 de julio 
de 1996, en http://cronica.diputados.gob.mx 
3 Para el estudio de dicha clasificación del contencioso electoral es necesario revisar el trabajo del 
Dr. José de Jesús Orozco Henríquez, “El contencioso electoral, La calificación electoral”, Tratado 
de derecho electoral comparado de América Latina, Dieter Nohlen, José de Jesús Orozco 
Henríquez, José Thompson y Daniel Zovatto (compiladores)  México, coed. Fondo de Cultura 
Económica, Instituto Interamericano de Derechos Humanos, International Idea, Instituto Federal 
Electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y Universidad d Heidelberg, 2007, 
pp. 1152-293. 
4 García Orozco, Antonio, Legislación electoral mexicana. 1812-1977, México, Comisión Federal 
Electoral, 1978, pp. XXXVIII a XL. 
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posterior operaba una instancia política, a través de los colegios electorales de la 

Cámara de Diputados y la Cámara de Senadores, los cuales, además de ser una 

instancia definitiva, en el caso de la elección presidencial, se ubicaban como un 

sistema de autocalificación y en el de los legisladores como de heterocalificación 

(si la legislatura saliente calificaba la elección) o autocalificación (si eran los 

presuntos electos los que se ocupaban de la revisión de su elección), además, de 

que tenía carácter definitivo.5 

 

Igualmente, se transitó por un sistema contencioso mixto con predominancia del 

político en el que persistieron las instancias administrativas (Comisión Federal 

Electoral), políticas (colegios electorales) y jurisdiccionales (Tribunal de lo 

Contencioso Electoral, en 1986-1987), sólo con la constante de que las decisiones 

definitivas e inatacables correspondían a la instancia política. Para un desarrollo 

ulterior con una fórmula que confirmó el sistema contencioso mixto con un nuevo 

diseño institucional, a través de los medios de impugnación de que conocía el 

Instituto Federal Electoral (1990), el Tribunal Federal Electoral (cuyas decisiones 

paulatinamente fueron adquiriendo un carácter definitivo, especialmente, con la 

instauración de una Sala de Segunda Instancia, no así en cuanto a la elección 

presidencial, 1990-1991 y la reforma 1993) y con la subsistencia del resabio de los 

colegios electorales (especialmente, en la elección presidencial) y su paulatina 

desaparición en el caso de las elecciones relativas a los legisladores. 

 

Es con la reforma de 1996, como se anticipó, cuando se establece el Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación y, en consecuencia, desaparecen los 

colegios electorales, para dar paso a un sistema contencioso electoral mixto con 

dominancia del jurisdiccional, porque las decisiones de dicho tribunal tenían un 

carácter definitivo e inatacable, aunque sólo se preservó el contencioso 

administrativo (Instituto Federal Electoral) con la posibilidad de que dichas 

determinaciones administrativas fueran revisadas por el órgano jurisdiccional. 

                                                 
5 Franco González Salas, Fernando, “Evolución del contencioso electoral federal mexicano 1916-
1996”, Justicia Electoral. Revista del Tribunal Federal Electoral, México, vol. V, no. 8, 1996, pp. 5-
44. 
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La abdicación del imperio reconocido plenamente a la Sala Superior como tribunal 

constitucional fue palmaria, como se corrobora con el análisis de las 

consideraciones expresadas en la primera parte de la declaración de validez de la 

elección presidencial. Una evolución normativa de signo contrario, con un 

correspondiente diseño institucional, no fueron suficientes para que la Sala 

Superior del Tribunal Electoral se asumiera como un tribunal constitucional, 

incluso, simplemente como un tribunal, a pesar de que el Constituyente 

Permanente había reconocido la necesidad de judicializar de manera plena el 

contencioso electoral federal. 

 

Es claro que los nuevos paradigmas teóricos y los diseños constitucionales que 

aportan el estudio comparado, así como las nuevas realidades y exigencias 

sociales definen el modelo de justicia constitucional en un país determinado. Por 

eso, en el caso de México se debe reconocer que se ha optado por una fórmula 

autóctona o ecléctica, en la que el control de la constitucionalidad se ejerce tanto 

por la Suprema Corte de Justicia de la Nación como por el Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación, específicamente, de su Sala Superior. No sólo el 

texto jurídico sino el contexto interactúan en una dinámica constitucional compleja, 

para definir la estructura de los sistemas jurídicos y también el comportamiento de 

sus operadores. Recuérdese que se pasó de un sistema de calificación electoral 

mixto con dominante del político a uno plenamente jurisdiccional, dado el carácter 

definitivo e inatacable de las decisiones de la Sala Superior. 

 

Es cierto que la jurisdicción constitucional está enfocada originaria y 

prioritariamente a la protección del principio de supremacía constitucional, a través 

del control abstracto de la legislación (lo cual, en México, corresponde a la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación). De este punto de partida se pasó a la 

garantía de los derechos fundamentales, en forma tal que ha cobrado carta de 

naturalización en el control de constitucionalidad, incluso, no sólo para realizar 



 11 

dicho examen a partir del texto constitucional sino para extenderlo al marco de los 

tratados internacionales, en el llamado “control de convencionalidad”.6  

 

La protección de los derechos fundamentales de los individuos no es incompatible 

con el examen abstracto del ordenamiento jurídico, por eso la protección de esos 

ámbitos materiales puede presentarse como dos procedimientos autónomos de la 

justicia constitucional con estructuras independientes, inclusive, ante instancias 

diferenciadas, sin que se trate de jurisdicciones excluyentes y superpuestas.  

 

No puede afirmarse que sólo el tribunal que ejerce el control abstracto ejerce 

funciones constitucionales y pertenece a la nomenclatura de los tribunales 

constitucionales, o que todo órgano jurisdiccional que sólo conozca de recursos de 

protección de derechos fundamentales no sea un tribunal constitucional.7 Esto es, 

no había alguna razón válida para que la Sala Superior realizara la calificación de 

la elección presidencial desconociendo su carácter de órgano jurisdiccional e 

ignorando que además tenía y tiene el carácter de tribunal constitucional.  

 

Un tribunal constitucional in genere lo es por su participación como intérprete no 

único pero sí supremo en la sociedad abierta de intérpretes constitucionales de la 

que habla Häberle, así como por su contribución activa y decidida a la 

conformación de una cultura constitucional viva.  

 

Dicha conclusión se corrobora cuando se tiene presente que el nombramiento de 

los jueces que lo integran no deriva de manera exclusiva de su desempeño en la 

carrera judicial, sino a partir de una conformación plural, porque su designación es 

confiada a representantes con legitimación democrática directa (como sucede con 

los magistrados electorales electos por la Cámara de Senadores, a propuesta del 

Presidente de la República) y sobre la base de garantizar no sólo la independencia 
                                                 
6 Cfr. Monroy Gálvez, Juan, “Poder Judicial vs. Tribunal Constitucional” en Revista Iberoamericana 
de Derecho Procesal Constitucional, núm. 10, julio-diciembre 2008, pp. 157-216. 
7 Cfr. Bernal Cano, Natalia, “Análisis crítico de la separación estricta de los modelos de justicia 
constitucional para la protección de los derechos fundamentales” en Revista Iberoamericana de 
Derecho Procesal Constitucional, núm. 9, enero-junio 2008, pp. 3-15. 
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e imparcialidad, sino también el pluralismo ideológico y la experiencia de los 

jueces y magistrados en diferentes materias constitucionales (el nombramiento de 

los magistrados electorales, preferentemente, debe recaer en personas que hayan 

servido con eficiencia, capacidad y probidad en la impartición de justicia o que se 

hayan distinguido por su honorabilidad, competencia y antecedentes profesionales 

en el ejercicio de la actividad jurídica, así como acreditar conocimientos en materia 

electoral).  

 

Me parece que ambos extremos se presentan en el caso de la Sala Superior del 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y sus integrantes. 

 

México está inserto entre las tendencias que buscan reducir distancias entre los 

modelos de justicia constitucional propuestos por la tradición continental europea o 

la judicial review angloamericana, por lo cual se ha creado un nuevo modelo 

propio que se afilia o acerca más a la tradición latinoamericana, en la cual, al lado 

de los tribunales constitucionales que demanda la ortodoxia, se ha instaurado una 

jurisdicción electoral especializada. En el caso de México, siguiendo la 

terminología del ministro Cossío, puede identificarse un Tribunal Electoral de 

generación autóctona.8 

 

Häberle estima siete rasgos típicos de un tribunal constitucional, los cuales 

corresponden en gran medida con los propios del Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación, incluso, de su Sala Superior:  

 

a) Ser un órgano con base constitucional (artículos 95, párrafo primero, y 99 de la 

Constitución federal);  

 

b) Gozar de legitimación democrática en su designación (por la Cámara de 

Senadores, a propuesta del titular del Ejecutivo Federal);  

 

                                                 
8 Vid, La teoría constitucional de la Suprema Corte de Justicia, México, Fontamara, 2004, p. 75. 
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c) Regirse por el principio de publicidad (sus sesiones de resolución son públicas y 

es sujeto obligado en materia de transparencia y acceso a la información);  

 

d) Desempeñarse a través de una actividad jurisdiccional racional y no política (se 

rige por un contencioso jurisdiccional y sus resoluciones deben estar motivadas en 

las constancias de autos);  

 

e) Contar con un estándar común de competencias y funciones, las cuales pueden 

no presentarse en un momento dado pero reconociendo una tendencia a su 

ampliación (la materia electoral, como máxima autoridad y órgano especializado 

del Poder Judicial de la Federación);  

 

f) Entre sus funciones específicas destacan la garantía evolutiva de los derechos 

fundamentales, la protección de la democracia y el Estado de Derecho, en 

especial de la “primacía de la Constitución”, no sólo, pero sí específicamente, en 

forma de control normativo, preventivo o represivo, abstracto o concreto; el 

equilibrio entre poderes, el pluralismo y la inserción pacífica del Estado en 

comunidades de responsabilidad regional e internacional (en la interpretación de la 

ley debe atender a los criterios gramatical, sistemático y funcional, e, igualmente, 

puede integrar el ordenamiento jurídico nacional; además, aplica los tratados 

internacionales), y  

 

g) Trabajar un consenso básico permanente, como tribunal “de toda la sociedad”, 

garantizando la apertura y el pluralismo de la cultura constitucional.9  

 

De hecho, aún considerando la distinción tradicional que atribuye como 

característica necesaria de todo tribunal constitucional el control abstracto de 

constitucionalidad de leyes, debe recordarse lo dicho por Konrad Hesse, cuando 

                                                 
9 Häberle, Peter, “El Tribunal Constitucional federal como modelo de una jurisdicción constitucional 
autónoma” en Estudios sobre la jurisdicción constitucional (con especial referencia al Tribunal 
Constitucional Alemán), Biblioteca Porrúa de Derecho Procesal Constitucional, número 3, México, 
2005, pp. 166-172.  
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sostiene que la diferente conformación del control normativo abstracto y el 

concreto, sólo trasciende para efectos de su diversa mecánica, porque en un caso 

se trata de un control de la norma único y directo y, en el otro, de un control 

incidental.  

 

Es decir, no cabe una disociación artificial de la tarea de un tribunal constitucional, 

ni existen argumentos sólidos para considerar que en un caso se es menos 

“guardián de la Constitución” que en otro10.  

 

Los magistrados de la anterior integración de la Sala Superior (hecha excepción 

del magistrado José Alejandro Luna Ramos, el cual se incorporó en un momento 

posterior, 2005) hasta antes de mayo de 2002, habían considerado que la Sala 

Superior tenía atribuciones para inaplicar aquellas disposiciones 

inconstitucionales, porque, después de dicho momento, la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, a través de la resolución que recayó en la contradicción de 

tesis 2/2000 L, estableció que la Sala Superior no ejercía un control concentrado y 

que por ello no podía realizar dicho control de constitucionalidad, ya que se 

trataría de una suerte de control difuso. Empero, esta decisión no proscribió el 

sector relativo a la defensa de los derechos fundamentales y así el carácter de 

tribunal constitucional que, por ello, correspondía a la Sala Superior. 

 

Inclusive, desde una perspectiva que puede llamarse tradicional o clásica, porque 

atienda al pensamiento de Kelsen o Capelletti, sigue siendo importante el control 

concreto de la constitución, por lo cual sería insuficiente para considerar que la 

Sala Superior no ejerce funciones de tribunal constitucional en el contexto político 

mexicano.  

 

Kelsen, en su trabajo La garantía jurisdiccional de la Constitución, estableció que 

las garantías de la Constitución son las que aseguran la regularidad de las normas 

                                                 
10 Hesse Konrad, “La función jurisprudencial y el tribunal constitucional en la Ley Fundamental de 
Bonn”, en Estudios sobre la jurisdicción constitucional, Biblioteca Porrúa de Derecho Procesal 
Constitucional, número 3, México, 2005, pp. 84-88. 
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inmediatamente subordinadas a la Constitución, en esencia, la garantía de la 

constitucionalidad de las leyes.11  

 

Una garantía es suficiente porque tiene por efecto la anulación del acto irregular y, 

de forma inmediata, corresponde su decisión a un órgano completamente 

diferente e independiente de aquel que ha realizado el acto irregular.  

 

Kelsen reconoce que no se puede proponer una solución uniforme para todas las 

Constituciones posibles y que la organización de la jurisdicción constitucional debe 

modelarse sobre las particularidades de cada Constitución.12 

 

Aunque el mismo Kelsen establece que los Tribunales Constitucionales tienen a la 

ley como principal objeto de control o equilibrio constitucional, también incluye 

dentro de dicho objeto a los reglamentos que tienen fuerza de ley y a aquellos 

otros que sólo lo son en sentido estricto, así como a los tratados internacionales y 

los actos individuales.13 Igualmente, son considerados los actos de los órganos de 

los estados federados y los de la federación por las violaciones a la Constitución 

General de la República.14  

 

La jurisdicción constitucional, en suma, se extiende al conocimiento de la 

regularidad de todos los actos inmediatamente subordinados a la Constitución. Es 

decir, atendiendo a los elementos conceptuales de Kelsen, la Sala Superior del 

Tribunal Electoral es un tribunal constitucional porque puede anular los 

reglamentos que emitan la autoridad administrativo electoral (Consejo General y 

Junta General Ejecutiva, entro otros), las autoridades administrativo electorales de 

las entidades federativas e, incluso, los órganos jurisdiccionales de los estados y 

del Distrito Federal, cuando sean inconstitucionales. Asimismo, los actos y 

resoluciones de cualquiera de dichas autoridades, por esa misma razón. 
                                                 
11 Tr. Rolando Tamayo y Salmorán, en Anuario jurídico I, 1974, México, Instituto de Investigaciones 
Jurídicas de la UNAM, pp. 474 y 488. 
12 Íbidem, p. 499. 
13 Íbid., pp. 493-498. 
14 Cfr., p. 515. 
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Sin embargo, Kelsen aclara que los actos individuales como objeto del control de 

constitucionalidad, están condicionada a la circunstancia de que estén 

inmediatamente sujetos a la Constitución, porque de otra suerte se trataría de un 

mero control de legalidad sobre actos que indirecta o mediatamente deben ser 

conformes con la Constitución.  

 

Es por eso que los actos individuales de los tribunales y de las autoridades 

administrativas, en principio, son excluidos por Kelsen del control de la 

constitucionalidad.  

 

Como se ha puntualizado el Tribunal Electoral realiza el control de 

constitucionalidad mediante la aplicación directa de lo previsto en la Constitución 

federal. 

 

Esa regla no es rígida, porque un concreto diseño institucional y procesal obedece 

a las dinámicas políticas de cada Estado, así como a la necesidad de respetar el 

principio de definitividad (primero deben agotarse las instancias idóneas ante las 

autoridades federales o locales que se encargan de revisar la regularidad jurídica 

del acto impugnado, para posteriormente, acudir a la Sala Superior); la 

inexistencia de un control difuso de la constitucionalidad por las autoridades de las 

entidades federativas (es decir, si bien la Sala Superior no podía inaplicar 

disposiciones legales inconstitucionales, lo cierto es que sí estaba facultada para 

controlar la constitucionalidad de actos concretos que, por sí mismos, fueran 

inconstitucionales, por lo que de esa forma se evitaba la configuración de zonas 

de inmunidad), y la necesidad de dar coherencia al sistema jurídico, a través de un 

órgano que resuelva como instancia terminal o cúspide (como ocurre con la Sala 

Superior).  

 

En el caso de los actos de un órgano jurisdiccional, el control de constitucionalidad 

no está garantizado por el mero hecho de que provengan de un tribunal, como 
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tampoco lo están los actos administrativos, por la circunstancia de que sean 

susceptibles de ser impugnados ante una jurisdicción administrativa. La verdadera 

garantía era y es el control jurisdiccional que se deposita en la Sala Superior. 

 

En el mismo sentido, el procesalista italiano Mauro Cappelletti no duda en 

identificar como tribunales constitucionales a aquellos órganos que siguen el 

modelo de la reforma de 1929 a la Constitución de Austria de 1920, en cuanto a 

control concentrado de la constitucionalidad, ya sea en su vertiente abstracta o 

concreta, en este último caso en vía de acción o como cuestión de 

inconstitucionalidad (por lo que el modelo mexicano de control concentrado de 

constitucionalidad, a cargo de la Sala Superior, también cabe en el diseño de 

Cappellletti), cuando sostiene que: 

 
“…la inconstitucionalidad y consiguiente invalidez y consecuente inaplicabilidad de la 
ley, no puede ser verificada y declarada por cualquier juez, como mera manifestación 
de su poder y deber de interpretación y aplicación del derecho válido en los casos 
concretos y sometidos a su competencia jurisdiccional…”15 

 

En cuanto al modelo europeo, Cappelletti reconoce su complejidad y completitud, 

y no ignora el riesgo de que las cortes constitucionales tengan una colaboración 

“excesivamente „política‟ más que judicial” o representen una grave amenaza de 

interferencia en las esferas del poder legislativo e, indirectamente, del ejecutivo y 

del gobierno (en forma similar a las “non-justiciable political questions” que no son 

admisibles en los Estados Unidos); en el entendido de que por “colaboración” se 

hace referencia a la activa y creativa intervención de las cortes, a través de su 

función de control, en la dialéctica de las fuerzas políticas del Estado. Sin 

embargo, Cappelletti confía en un concreto, sabio y perspicaz ejercicio de la 

función de control por las cortes constitucionales.16 

 

Héctor Fix Zamudio reconoce que los tribunales supremos constitucionales son los 

que deciden sobre la constitucionalidad de los actos de autoridad y que la 

                                                 
15 La justicia constitucional (estudios de derecho comparado), tr. Luis Dorantes Tamayo, et al., 
México, Facultad de Derecho de la Universidad Nacional Autónoma de México, 1987, p. 68 y 74. 
16 Pp. 96-97. 
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intervención de estos organismos judiciales en la toma de decisiones 

fundamentales  ha  dado lugar a polémicas sobre “el gobierno de los jueces” o la 

“politización de los jueces”, hasta llegar a lo que Boris Mirkine Guetzevitch 

identificó como racionalización del poder. 

 

Uno de los rasgos principales de las transformaciones del Estado contemporáneo 

en un Estado de justicia, es que un órgano de carácter imparcial resuelve los 

conflictos y las violaciones derivadas de la aplicación directa o a través de 

disposiciones legislativas y reglamentarias, de los principios programáticos y las 

disposiciones normativas de las cartas fundamentales, inclusive, de aquellas que 

corresponden al campo transnacional.17  

 

También, el llamado derecho procesal constitucional ubica a los instrumentos 

procesales específicos para la tutela de las disposiciones constitucionales, 

incluida, una jurisdicción especializada, a través de las cortes constitucionales, 

que tienen por objeto la resolución de los conflictos y la reparación de las 

violaciones de los principios y disposiciones fundamentales (garantías 

constitucionales), en los sectores esenciales que se han identificado como:  

 

a) Jurisdicción constitucional de la libertad;  

 

b) Jurisdicción constitucional orgánica, y  

 

c) Jurisdicción constitucional transnacional.18  

 

Es por eso que, incluso, bajo los cánones del propio Dr. Fix Zamudio, la Sala 

Superior puede ser ubicada como una jurisdicción constitucional especializada de 

la libertad, bajo la expectativa de que su labor no se politice, ya que era la 

                                                 
17 Los problemas contemporáneos del poder judicial, México, Coordinación de Humanidades de la 
Universidad Nacional Autónoma de México, 1986, pp. 12, 13, 14 y 15. 
18 Ídem, p. 13. 
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respuesta al sistema de calificación política de las elecciones que imperaba a 

través de las cámaras del Congreso de la Unión. 

 

En efecto, el Dr. Fix Zamudio conceptúa a la jurisdicción especializada electoral a 

cargo del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación como parte del 

sector de la jurisdicción constitucional de la libertad (en particular, con la reforma 

constitucional de 1996),19 en forma paralela al juicio de amparo, con los medios de 

impugnación en materia electoral (entre los cuales destaca al juicio para la 

protección de los derechos político electorales del ciudadano y el juicio de revisión 

constitucional electoral, y ahora por mi parte me permito agregar a los señalados 

por el Dr. Fix, al recurso de apelación, el juicio de inconformidad y el recurso de 

reconsideración¸ así como, claro está, a la calificación de la elección 

Presidencial).20  

 

De esta forma se superó uno de los aspectos deficitarios en la justicia 

constitucional mexicana cuando tradicionalmente se consideró que el amparo era 

improcedente en materia de derechos políticos (political questions) por no tratarse 

de garantías individuales (civil rights), a pesar de que aquellos formaran parte de 

los derechos fundamentales o humanos. 

 

Para una adecuada conclusión sobre el carácter de tribunal constitucional del 

Tribunal Electoral, especialmente, de la Sala Superior, debe tenerse presente su 

competencia para conocer de los medios de impugnación que tienen por objeto 

garantizar los principios de constitucionalidad y legalidad de los actos y 

resoluciones en materia electoral, y,  particularmente, del juicio de inconformidad y 

lo que atañe a la calificación de la elección presidencial.  

 

Al respecto, no existe posibilidad de que las decisiones adoptadas por las salas 

del Tribunal Electoral, especialmente las de la Sala Superior, sean modificadas por 

                                                 
19 Estudio de la defensa de la Constitución en el ordenamiento mexicano, México, Porrúa, 2005, 
pp. 35,  
20 Íbid, p. 299. 
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el resto de los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación,21 

incluso, por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Es cierto que la Suprema Corte de Justicia de la Nación está facultada para 

ejercer un control específico respecto de los conflictos competenciales y del 

control abstracto de las leyes, con lo cual ejerce una clara función de tribunal 

constitucional; sin embargo, en materia electoral, se estableció un Tribunal que 

protege los derechos fundamentales de naturaleza político-electoral, en forma 

exclusiva, dada la improcedencia del juicio de amparo en esta materia. 

 

En este sentido, la naturaleza de un tribunal constitucional se distingue por el 

ejercicio en exclusiva de la “jurisdicción constitucional”, esto es, de los procesos o 

instrumentos protectores de las disposiciones jurídicas básicas en un Estado y 

entre estos destacan los recursos destinados a la protección de los derechos 

fundamentales (como el juicio de amparo o el juicio para la protección de los 

derechos político-electorales, así como el juicio de inconformidad y el recurso de 

reconsideración).  

 

Dicho en otros términos, cuando un tribunal ejerce en forma última o exclusiva 

cierto ámbito competencial para conocer de estos medios de impugnación, es 

indiscutible que se está en presencia del ejercicio de funciones propias de un 

tribunal constitucional, lo cual sería el supuesto de la Sala Superior, aunque se 

reconozca también que existen otros procesos constitucionales atribuibles a esta 

jurisdicción, como sucede en el caso de la Suprema Corte. Para tal efecto debe 

tenerse presente lo dispuesto en los artículos 2°, párrafo 1, y 3°, párrafos 1, inciso 

a), y 2, incisos a), b), c) y d), de la Ley General del Sistema de Medios de 

Impugnación en Materia Electoral, que a la fecha permanecen sin modificación 

desde aquel entonces. 

 

                                                 
21 Salvo en el caso de las decisiones que sean dictadas por las salas regionales del Tribunal 
Electoral porque en contra de las sentencias respectivas procede el recurso de reconsideración 
ante la Sala Superior. 
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Desde esta perspectiva, el Tribunal Electoral, particularmente, su Sala Superior, 

era y es un tribunal constitucional, en tanto que es un órgano de naturaleza 

jurisdiccional, máxima autoridad en materia político-electoral y supremo intérprete 

de la constitución en la materia electoral.  

 

Las dudas respecto al carácter de “constitucional” del Tribunal Electoral se podían 

centrar principalmente en dos aspectos: a) La imposibilidad de ejercer un control 

abstracto de constitucionalidad de leyes electorales, y b) La vinculación del 

Tribunal a los criterios establecidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

al resolver las acciones de inconstitucionalidad en materia electoral o al resolver 

las contradicciones de criterios entre la propia Suprema Corte y el Tribunal 

Electoral. 

 

Sin embargo, dichas dudas se disipan si se tiene presente que el Tribunal 

Electoral desempeña una función prevista constitucionalmente y, al propio tiempo, 

ejerce una garantía constitucional especial en materia político-electoral. Esto 

supone no sólo un control concreto de constitucionalidad de normas generales 

sino también una protección judicial de los denominados derechos político-

electorales.  

 

Además, debe considerarse que la Sala Superior es un órgano jurisdiccional límite 

en cuanto que se traduce en el último eslabón de una cadena impugnativa que, en 

materia electoral, puede iniciar en el ámbito de las autoridades administrativas, 

tanto federales como locales, o judiciales de las entidades federativas22 o, incluso, 

al interior de los partidos políticos.  

 

                                                 
22 Cabe aclarar que respecto de las decisiones de las salas regionales procede el recurso de 
reconsideración en contra de las sentencias que recaigan en el juicio de inconformidad, así como 
en aquellos casos en que las mismas hubieren determinado la no aplicación de una ley electoral 
por considerarla contraria a la Constitución. En estos supuestos las salas regionales serían la 
primera instancias y la Sala Superior sería la segunda instancia que resolvería de manera 
inatacable. 
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Así también, el Tribunal Electoral garantiza la uniformidad en la interpretación de 

las normas electorales y es órgano de cierre del sistema jurídico en materia 

electoral, salvo en cuestiones relacionadas con el control abstracto de 

constitucionalidad de leyes que ejerce la Suprema Corte.  

 

La Sala Superior tiene a su cargo el control concreto de la constitucionalidad, con 

independencia del control abstracto que corresponde a la competencia de la 

Suprema Corte. Empero, esta dicotomía no impide su papel como intérprete último 

de la Constitución federal para garantizar su supremacía normativa, porque 

verifica la subordinación de todos los actos y resoluciones de los poderes 

constituidos a la Constitución federal cuando se trata de la materia electoral.23 

 

Además, en lo que respecta a la resolución de los juicios de inconformidad 

relacionados con la elección presidencial, la Sala Superior decidía y decide de 

manera uniinstancial y definitiva e inatacable, para revisar las determinaciones de 

las autoridades electorales que violaran normas constitucionales o legales 

(artículos 49, párrafo 1, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación 

en Materia Electoral y 186, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación).  

 

Igualmente, esta fase impugnativa era y es un presupuesto necesario para la 

calificación de la elección presidencial, la cual tiene por objeto revisar la 

constitucionalidad y legalidad de la elección presidencial y no debía ni debe 

limitarse a una mera revisión formal de las etapas anteriores, ni siquiera bajo el 

pretexto del principio de definitividad de las etapas electorales, porque lo que en 

última instancia debe revisarse es la posibilidad de que ciertos hechos que 

hubieren ocurrido en una etapa anterior a la jornada electoral sean susceptibles de 

incidir, de manera grave y determinante, en el propio desarrollo del proceso 

electoral  federal (preparación de la jornada electoral, especialmente, las 

                                                 
23 Burgoa, Ignacio, Diccionario de derecho constitucional, garantías y amparo, México, Porrúa, 
1984, p. 91.  
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precampañas y las  campañas electorales), la jornada electoral y los resultados 

electorales. 

 

Tampoco debe entenderse que la tarea de un tribunal constitucional en razón de 

los presupuestos de impugnación del juicio de inconformidad en la elección 

presidencial, esté limitada a la revisión de los resultados consignados en las actas 

de cómputo distrital, por nulidad de la votación recibida en la casilla o por error 

aritmético [artículo 50, párrafo 1, inciso a), de la Ley General del Sistema de 

Medios de Impugnación en Materia Electoral], porque en diversos precedentes de 

la Sala Superior se había reconocido que si una construcción lingüística de una 

disposición jurídica no limitaba la procedencia de un medio, bajo una terminología 

que llevara a considerarla como taxativa o casuística se debían admitir otros 

supuestos impugnativos que fueran acordes con la naturaleza del medio de 

impugnación en cuestión, máxime si en la Constitución federal se establecía el 

mandato por el cual se sostiene que el sistema de medios de impugnación en 

materia electoral tendrá por objeto garantizar que los actos y resoluciones 

electorales se sujeten a los principios de constitucionalidad y legalidad; además, 

de que dará definitividad a las distintas etapas del proceso electoral y protegerá 

los derechos político electorales de los ciudadanos (artículo 41, fracción IV, de la 

Constitución federal entonces vigente). 24 

 

Aspectos formales como lo son los requisitos del escrito de demanda del juicio de 

inconformidad o la previsión expresa de ciertos efectos de las sentencias relativas 

[artículos 52, párrafo 1, y 56, párrafo 1, incisos  a), b) y g), de la Ley General del 

Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral], no eran ni son razones 

                                                 

24 Por ejemplo, así lo consideró la Sala Superior en los precedentes que dieron lugar a la tesis 
relevante que tiene por rubro RECURSO DE APELACIÓN JURISDICCIONAL. PROCEDE 
CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DICTE EL CONSEJO ESTATAL ELECTORAL EN UN 
RECURSO ADMINISTRATIVO DE APELACIÓN (Legislación de Tamaulipas), la cual aparece 
publicada en la Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 854-
855. 
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suficientes para que la Sala Superior dejara de asumir su papel como tribunal 

constitucional, máxima autoridad en la materia y órgano especializado del Poder 

Judicial de la Federación, porque se trataba de la calificación de un proceso 

electoral para establecer si se había sujetado a la regularidad constitucional. 

 

No hay base alguna para establecer que el control concreto es más restringido 

que el control abstracto, en cuanto a las normas que admiten ser materia de 

análisis en los respectivos medios de impugnación. Esto, porque ambos tipos de 

control son complementarios, no excluyentes, como lo demuestran sus distintos 

objetos de control (en un caso leyes formalmente consideradas y, en el otro, actos, 

resoluciones y sentencias, así como reglamentos) y la circunstancia de que la 

legitimación para promover la vía procesal a través de la cual se realiza el control 

abstracto (acción de inconstitucionalidad) se confiere a un restringido número de 

sujetos (minorías parlamentarias, autoridades y partidos políticos), así como el 

plazo restringido para su promoción que es de treinta días a partir de la 

publicación de la ley electoral, en tanto que la legitimación para promover los 

medios de impugnación, competencia del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 

la Federación, es mucho más amplia, pues en la generalidad de los casos, 

comprende a todos los sujetos cuya esfera jurídica pueda ser afectada con el acto 

reclamado, incluso, el plazo se computa a partir del conocimiento del acto de 

autoridad.  

 

Además, un importante sector de la doctrina25 considera que la jurisdicción 

constitucional desarrolla todas sus virtudes a través del control concreto, porque 

en él se enjuicia la norma en atención a los resultados a que lleva su aplicación en 

el caso, en una situación jurídica subjetiva, es decir, lo que está en tela de juicio 

en el control concreto es el funcionamiento real de la norma.  
                                                 
25 Cfr. Jiménez Campo Javier, “Los procedimientos de declaración de inconstitucionalidad”, en Los 
procesos constitucionales, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1992, pp. 15-37, así como 
la discusión de esa ponencia, a cargo de Javier Pérez Royo, Francisco Rubio Llorente, Luis Díez 
Picazo, Pedro Cruz Villalón, Manuel Aragón, Pablo Pérez Tremps, Luis López Guerra, José Luis 
Cascajo, Ángel Garrorena, Eliseo Aja, García Roca y Ramón Punset, idem, pp. 39-74. En sentido 
semejante, Ferreres Comella Víctor, Justicia Constitucional y Democracia, Centro de Estudios 
Políticos y Constitucionales, Madrid, 2007, pp. 164 y 165. 
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6. Alcances del orden jurídico público de observancia general en la 
calificación electoral 
 

La circunstancia de que en la Constitución federal (artículo 99, fracción II, segundo 

párrafo) y en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación [artículos 186, 

fracción II; 189, fracción I, inciso a)] sólo se hiciera referencia al dictamen de la 

elección presidencial, o bien, en la Ley General del Sistema de Medios de 

Impugnación en Materia Electoral se omita hacer referencia al propio dictamen, no 

debe ser un obstáculo para reconocer el carácter de tribunal constitucional de la 

Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 

 

Las disposiciones que regulan la materia electoral federal (como igualmente 

ocurre respecto de la materia local) son de orden público (constitucional), lo cual 

implica que forman parte del sistema jurídico nacional, en forma tal que 

comprenden los principios, las normas y las instituciones jurídicas que lo 

identifican o distinguen de otro, por lo que, válidamente, no pueden ser 

desconocidas por los destinatarios ni por otro sistema jurídico extranjero.26  

 

En efecto, dichas disposiciones de orden público corresponden a la Constitución 

federal (artículos 9, 35, 38, 39, 40, 41 y 99), así como prácticamente a todo el 

Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; el Título Vigésimo 

Cuarto del Código Penal Federal (artículos 401 a 413); la Ley General del Sistema 

de Medios de Impugnación en Materia Electoral, y la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación. 

 

En estos ordenamientos secundarios se instrumentan las disposiciones 

constitucionales y de lo que vendría a ser el “bloque de constitucionalidad”, en 

términos de lo previsto en el artículo 133 constitucional. Es decir, sólo a través de 

una interpretación sistemática se puede reconocer que dichas disposiciones de 

                                                 
26 Tamayo y Salmorán, Rolando, “Orden público”, Enciclopedia jurídica mexicana, México, coed. 
Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM y Porrúa, 2002, pp. 351-354. 



 26 

orden público comprenden a las leyes supremas de toda la Unión, aquellas en las 

que se establecen las normas que diseñan y estructuran las instituciones y 

procedimientos, y los derechos y deberes que imperan en la democracia federal 

mexicana. Abarcan la propia Constitución federal, los tratados internacionales que 

son celebrados por el titular del Poder Ejecutivo Federal con la aprobación de la 

Cámara de Senadores y a las leyes que emanan de la misma Constitución federal. 

 

Entre los tratados internacionales que son de indiscutible aplicación en la materia 

electoral y que, también, conforman tales normas de orden publico están los 

artículos 1°, parágrafos 1° y 3°; 2°; 5°; 14, parágrafo 1;  17;19; 21; 22; 25, y 26 del 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 1°; 2°; 8°, parágrafo 1; 11; 

13; 14; 15; 16; 23; 24; 25; 29, y 30 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos.  

 

7. Las facultades interpretativas e integradoras de la Sala Superior 
 

Aunque la calificación de la elección presidencial no tenía, como persiste hasta la 

fecha, un proceso muy detallado para su realización, esa no era razón suficiente 

para establecer que se estaba en presencia de un proceso administrativo electoral 

y no de una tarea jurisdiccional. Por lo menos formalmente se debía llegar a dicha 

conclusión, esto es, todos los actos que efectúan los tribunales por esa misma 

causa son jurisdiccionales. Además, la reforma constitucional de 1996 apuntaba a 

la judicialización de los conflictos electorales, a la proscripción de una calificación 

política, mediante el establecimiento de un contencioso electoral netamente 

jurisdiccional. 

 

Además, debe tenerse presente que en el sistema jurídico mexicano existe la 

regla general de que los órganos jurisdiccionales deben dictar sus sentencias 

conforme con la letra de la ley, su interpretación y a falta de esta deberán acudir a 

los principios generales del derecho (artículo 14, párrafo último de la Constitución 

federal), por lo cual tienen prohibido dejar de resolver un asunto bajo el pretexto 

de que existe silencio, oscuridad o insuficiencia de la ley (artículo 18 del Código 
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Civil Federal), y dicha prohibición es tan fuerte que su violación implica la comisión 

del delito de abuso de autoridad (artículo 215, fracción IV, del Código Penal 

Federal).  

 

En el caso de la Sala Superior, desde ese entonces estaba obligada a seguir los 

criterios de interpretación gramatical, sistemática y funcional, así como a recurrir a 

los principios generales del derecho, a falta de disposición expresa (artículo 2°, 

párrafo 1, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 

Electoral). En este mismo sentido, expresamente a la Sala Superior le estaba 

reconocida la facultad de integrar el ordenamiento jurídico, no sólo porque pudiera 

acudir a los principios generales del derecho sino porque así se preveía en la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación (artículo 232, fracción I). 

  

 



II. El recuento de los votos 
 

1. Imposibilidad jurídica para realizar el recuento total de la votación recibida 
en cada casilla 
 

En el Dictamen de la elección presidencial se establece que fueron impugnados 

los resultados consignados en las actas de cómputo distrital de dicha elección que 

correspondían a 281 distritos electorales uninominales tanto por la Coalición por el 

Bien de Todos como por el Partido Acción Nacional. Los juicios de inconformidad 

fueron identificados con los números de expediente SUP-JIN-01/2006 al SUP-JIN-

375/2006. De esta manera, los restantes cómputos distritales adquirieron el 

carácter de definitivos e inatacables. Es por esta razón estrictamente formal que 

no cabía realizar la apertura de la totalidad de los paquetes electorales, como 

equivocadamente lo planteó la Coalición por el Bien de Todos, porque 19 distritos 

electorales uninominales no habían sido cuestionados por los partidos políticos 

nacionales y las coaliciones contendientes.1 

 

Además, respecto de los 281 cómputos distritales de la elección presidencial que 

sí fueron impugnados, en 39 casos resultaron improcedentes las demandas de 

juicios de inconformidad mientras que otros 43 supuestos fueron confirmados los 

cómputos distritales. De esta manera, sólo 199 cómputos distritales fueron 

modificados. De estos últimos supuestos, 24 fueron consecuencia de la llamada 

diligencia o incidente sobre la pretensión de nuevo escrutinio y cómputo por 

razones específicas, en tanto que 175 modificaciones obedecieron a dicha 

diligencia y a la nulidad de la votación recibida en diversas casillas.2 

 

A partir de lo previsto en diversas disposiciones jurídicas no era dable que se 

realizara la apertura de la totalidad de los paquetes electorales, como, 

erróneamente, lo pretendían algunos actores políticos, entre otros, el candidato de 

                                                 
1 Cfr.,‖ Comentario al libro del de José Antonio Crespo, 2006: Hablan las actas. Las debilidades de 
la autoridad electoral mexicana‖, México, Nexos, octubre 2008, pp. 107-109. 
2 Dictamen relativo al cómputo final de la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, 
Declaración de validez de la elección de Presidente Electo. 
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la Coalición por el Bien de Todos, Lic. Andrés Manuel López Obrador, como se 

evidencia a través de su siguiente afirmación: 

 
―...el 5 de agosto el Tribunal Electoral determinó rechazar nuestra demanda de abrir 
los paquetes y contar todos los votos emitidos el 2 de julio. A cambio, decidió efectuar 
el recuento sólo en 9 por ciento de las 130 mil casillas que se instalaron en todo el 
país. A partir de esa decisión empezamos a percibir que los integrantes del Tribunal 
mantenían un criterio estrecho, limitado, y que les faltaba altura de miras... 
 
... 
 
Dos días después, en una concentración frente al edificio del Tribunal, expresé que no 
aceptábamos el recuento parcial, que el pueblo de México no quería sólo una 
pequeña parte de la verdad. ‗No queremos –dije- un diezmo democrático. Queremos 
democracia al 100 por ciento en nuestro país.‘ 
 
El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, que conforme al artículo 99 
constitucional es la máxima autoridad jurisdiccional en la materia, a pesar de las 
evidencias del fraude se opuso a limpiar la elección y se negó a realizar el recuento 
―voto por voto‖ y ―casilla por casilla‖, no obstante que le fue demandado por millones 
de mexicanos y que tiene facultades de ley para ello. 
 
Las irregularidades fueron muchas y en las cifras del IFE la diferencia entre los 
candidatos punteros fue mínima, pues el aspirante del PAN había obtenido 15 
millones 284 votos y el abanderado de la Coalición por el Bien de Todos, 14 millones 
756 mil 350 votos; es decir, una diferencia entre ambos de apenas 0.58 puntos 
porcentuales (243 mil 934 sufragios). No obstante, los magistrados del Tribunal 
Electoral, en un acto de simulación, sólo ordenaron la apertura de los paquetes 
electorales de 11 mil 839 casillas –al final resultaron 11 mil 720-, correspondientes a 
9.07 por ciento de las 130 mil 477 instaladas en todo el territorio nacional.‖3 

 

En el mismo sentido, José Antonio Crespo se pronunció sobre la procedencia del 

recuento total de las casillas, al sostener: 

 

―...me llamó la atención la queja sobre un gran número de inconsistencias aritméticas 
registradas en las actas de escrutinio y cómputo, que como observador en algunos 
Consejos Distritales de la capital me tocó constatar durante el cómputo oficial del IFE, 
celebrado el 5 de julio. También pude observar la reticencia de  muchos de estos 
Consejos Distritales, y de sus presidentes (los vocales ejecutivos de cada distrito), 
para abrir y recontar los paquetes cuyas actas registraban tales errores. Ello hizo que 
de inmediato me sumara al reclamo obradorista de ―voto por voto, casilla por casilla‖, 
pues consideraba que, dada la estrechez del resultado, ésa era la única forma de 
depurar las inconsistencias, precisar la voluntad del electorado y validar plenamente el 
veredicto final, fuera cual fuera. No suponía que el recuento necesariamente 
modificara el resultado, dando el triunfo a López Obrador; pero tampoco podía 
descartar ese desenlace, pues no se requería de un enorme número de votos 

                                                 
3 La mafia nos robó la presidencia, México, Grijalbo, 2007, pp. 247-249.  
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equivocados, o deliberadamente manipulados, para que eso ocurriera (bastaba con 
300 mil votos en esa situación)...‖4 

 

Igualmente, el mismo Crespo advierte que cabía realizar el recuento total porque: 

 

a) No es suficiente que los paquetes electorales de las casillas no registren 

alguna inconsistencia y que cumplan con las formalidades previstas 

legalmente. Tampoco lo es que las actas de escrutinio y cómputo no tengan 

incongruencias o irregularidades, porque cabe la posibilidad de que existan 

errores, por lo que, de todas formas, es necesario verificar la 

correspondencia de lo que consta en los paquetes con los resultados que 

aparecen en las actas, ya que es posible que tales datos no sean 

verdaderos. 

 

b) Aunque existe la previsión legal de que las anomalías detectadas en ciertas 

casillas no pueden hacerse extensivas a los demás resultados, sino que 

sólo afectan el resultado de la casilla y el distrito en que se encuentran, y 

que existía el criterio de que sólo en el caso de inconsistencias en los 

rubros fundamentales, estaban los consejos distritales obligados a realizar 

la apertura de los paquetes electorales y el recuento, era el caso de que el 

Tribunal Electoral tenía facultades para suplir la deficiencia de la 

argumentación de los agravios. 

 

c) El Tribunal Electoral podía decretar que se llevaran a cabo diligencias para 

mejor proveer, en casos extraordinarios, como ocurría en la especie, ya que 

ello se podía comprobar atendiendo a la magnitud de la inconformidad de 

los obradoristas y de sus movilizaciones callejeras, así como con múltiples 

encuestas en que una mitad de la población consideraba auténtico y 

confiable el triunfo de Calderón Hinojosa, frente a un 35 por ciento que 

consideraba que la elección había sido ganada por López Obrador, a quien 

                                                 
4 2006: Hablan las actas. Las debilidades de la autoridad electoral mexicana, México, Debate, 
2008, p. 12. 
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se le había arrebatado el triunfo, y un 15 por ciento que aseguraba no tener 

elementos suficientes para afirmar quién había ganado. 

 

d) El recuento total era de trascendencia para el sentido del fallo, porque el 

proceso de escrutinio y cómputo en la elección presidencial es un asunto de 

interés general que afecta a todo el electorado y no sólo a los partidos 

políticos nacionales y coaliciones contendientes.5 

 

A mi juicio, no era procedente que se realizara un nuevo escrutinio y cómputo de 

la totalidad de las casillas por las siguientes razones: 

 

a) La Sala Superior es un tribunal y como órgano jurisdiccional actúa a 

instancia de parte; es decir, había que solicitar el recuento y nadie lo hizo 

de esa forma, ni expresa ni tácitamente. Los tribunales no pueden actuar 

con base en movilizaciones políticas, porque se debe atender a lo 

solicitado en tiempo y forma. Precisamente esa era una de las razones del 

establecimiento de la Sala Superior: La judicialización de los procesos 

electorales y la sujeción del contencioso electoral a reglas preestablecidas. 

 

b) La Sala Superior, como parte del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, es un tribunal constitucional que está sujeto a principios y 

reglas jurídicas previstas en la Constitución federal, los tratados 

internacionales y la ley, por lo que debe respetar dicho marco jurídico 

(artículo 14, párrafo cuarto; 17, párrafo segundo; 41, fracción IV; 99, y 128 

de la Constitución federal). 

 

Aunque es claro que la Sala Superior está facultada para interpretar las 

disposiciones jurídicas aplicables (especialmente, atendiendo a los criterios 

gramatical, sistemático y funcional, en términos de lo dispuesto en los 

artículos 3°, párrafo 2, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 

                                                 
5 Íbidem, pp. 57-60. 
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Electorales y 2° de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación 

en Materia Electoral) e, incluso, integrar el ordenamiento jurídico (artículo 

14, párrafo cuarto, constitucional y 232, fracciones I y II, de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial de la Federación), esto no significa que, a través de dicha 

interpretación o integración, pueda desconocer las reglas expresas o actuar 

en contra de los principios rectores a que está sujeta su actuación (certeza, 

legalidad y objetividad). De otra forma, se provocaría un activismo judicial 

en el que el órgano jurisdiccional no está sujeto a un marco jurídico 

predeterminado y por eso su actuar devendría en imprevisible.6 

 

No se trata de una estéril confrontación entre activismo judicial y auto-

restricción judicial (o virtudes pasivas), porque entre ambas corrientes 

existe un punto de contacto ya que las dos identifican la defensa del 

estatuto de las minorías,7 entre las funciones del control constitucional. 

Debe reconocerse que la tarea jurisdiccional electoral desempeñada por el 

Tribunal Electoral, como se advierte en varias de sus resoluciones, no 

necesariamente coincide con la restricción judicial, porque el margen de lo 
                                                 
6 Funston, Richard, ―La Suprema Corte y elecciones críticas‖, Tribunales constitucionales y 
democracia, México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2008, p. 164. 
7 Fix Zamudio, Héctor, ―Reflexiones sobre la función de la oposición política en el ordenamiento 
mexicano‖, Memoria 1998, El Colegio Nacional, México, El Colegio Nacional, 1998, pp. 67-100, y 
Vergottini, Giuseppe, Derecho constitucional comparado, tr. Claudia Herrera, México, coed. 
Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM y Secretariato Europeo per le Pubblicazioni 
Scientifiche, 2004, pp. 385-396. De esta manera cobra carta de naturalización en el Estado 
constitucional y democrático de derecho el estatuto jurídico de la oposición u oposición 
garantizada, como lo califican Giuseppe de Vergottini y Héxtor Fix Zamudio, bien sea que las 
minorías tengan una orientación negativa a la de la mayoría o cuando aquéllas se configuran como 
una orientación alternativa. Son paradigmáticos los casos de la Constitución portuguesa de 1976,7 
la Constitución de Colombia de 1991 y la de Ecuador, en los que se reconoce a las minorías el 
llamado derecho de oposición democrática y un mínimo de prerrogativas. En Portugal, en la Ley 59 
de 1977 se define a la oposición democrática como ―toda actividad democrática de crítica y 
fiscalización política de la acción del Gobierno y la formulación de alternativas constitucionalmente 
legítimas al Gobierno‖, además, a los partidos de oposición, entre otros, se confieren los derechos 
de información, de participación, de consulta y de acceso a los medios de comunicación social. En 
este último sentido, en Colombia, además de derechos similares a los conferidos en Portugal, a la 
oposición se le reconoce el derecho de usar los medios de comunicación del Estado de acuerdo 
con la representación contenida en las elecciones para el Congreso inmediatamente anteriores y 
de réplica en los medios de comunicación del Estado frente a tergiversaciones graves o evidentes 
a ataques públicos proferidos por altos funcionarios oficiales. Este estatuto también se ha llevado 
no sólo a las instancias nacionales o federales sino a ámbito más doméstico de los Länder como, 
por ejemplo, ocurre en Baden, Hamburgo y Schlessing-Holstein, en donde se establece el jefe de 
la oposición (Führer der Opposition). 
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inconstitucional no es estrecho, ya que no se reconoce que las fuerzas 

políticas dominantes tengan un gran margen de acción, ante una 

Constitución vaga e imprecisa, y tampoco puede reputarse como propia de 

un activismo judicial, puesto que dicha ley fundamental no es considerada 

como un documento preciso que da una definición más amplia a lo 

inconstitucional, y que permite al Tribunal Electoral intervenir en la voluntad 

popular con una mayor frecuencia. 

 

Es cierto que el Tribunal Electoral podía asumir una posición garantista para 

la interpretación y aplicación de las normas jurídicas, a fin de establecer 

cuál era el derecho vigente y aplicar el válido, así como para integrar las 

lagunas del derecho,8 según ha sucedido en muchos casos,9 pero en el 

supuesto preexistían las normas conducentes [artículos 250, párrafo 1, 

inciso a), en relación con el 247, párrafo 1, incisos a), b), c) y d), del Código 

Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales], que determinaban 

los casos en que era procedente la apertura de los paquetes electorales y la 

forma en que debía realizarse. Sin embargo, como se analiza más adelante, 

se hizo un esfuerzo de suplencia muy significativo que permitió la apertura 

de más de once mil paquetes electorales, con la simple advertencia de un 

principio de agravio y apenas el esbozo de la solicitud respectiva por la 

coalición actora. 

 
                                                 
8 Cfr., Ferrajoli, Luigi, Derechos y garantías. La ley del más débil, tr. Andrea Greppi y Perfecto 
Andrés Ibáñez, Madrid, Trotta, 1999, p. 68. 
9 Por ejemplo, cuando la Sala Superior consideró procedente el juicio para la protección de los 
derechos político-electorales del ciudadano en los casos en que los militantes o afiliados 
impugnaban los actos y resoluciones de los partidos políticos, a pesar de que no estaba 
expresamente prevista en la ley adjetiva federal, o bien, cuando se adoptaron ciertas 
determinaciones judiciales para asegurar el cumplimiento de las sentencias del Tribunal Electoral, 
ante la actitud contumaz de las autoridades responsables, en el Estado de Yucatán, entre otras. Al 
respecto, pueden consultarse las tesis de jurisprudencia que tienen los rubros JUICIO PARA LA 
PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICO ELECTORALES DEL CIUDADANO. PROCEDE 
CONTRA ACTOS DEFINITIVOS E IRREPARABLES DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS, y 
TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, ESTÁ FACULTADO 
CONSTITUCIONALMENTE PARA EXIGIR EL CUMPLIMIENTO DE TODAS SUS 
RESOLUCIONES, las cuales aparecen publicadas en la Compilación oficial Jurisprudencia y tesis 
relevantes 1997-2005, volumen jurisprudencia, México, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, 2005,  pp. 161 A 164 y 308 a 309. 
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En la materia electoral, como en muchas otras, cobra especial relevancia el 

principio de deferencia al carácter democrático del legislador. Como las 

reglas del juego democrático son predeterminadas por los integrantes de la 

legislatura que tienen un origen democrático e implican los consensos 

alcanzados por las fuerzas políticas que representan, es por eso que el 

Tribunal Electoral debe conducirse con mayor cuidado al respecto. 

 

Además, debe tenerse presente que la Sala Superior estaba revisando el 

acto de una autoridad administrativa (el acta de cómputo distrital de la 

elección presidencial) y que sólo cabía su corrección por errores aritméticos 

o su modificación porque no se hubiera realizado la apertura de los 

paquetes en casos en que así procediera o porque, habiéndose efectuado, 

ello fuera incorrecto [artículo 50, párrafo 1, inciso a), y 56, párrafo 1, incisos 

a) y g), de Ley General del Sistema de Medios de impugnación en Materia 

Electoral]. 

 

Una actuación diversa conduciría a una conducción arbitraria y caprichosa 

del órgano jurisdiccional, con quebranto de las reglas y principios que rigen 

su actuación. Las reglas no derivarían de lo previsto en la Constitución 

federal y en la ley, sino de los actos de voluntad de los integrantes del 

Tribunal Electoral. 

 

Sin embargo, el hecho de que no se acepte la apertura total de los 

paquetes electorales no significa que se admita, como se explica más 

adelante, que era correcto el recuento judicial de 11,724, porque, desde mi 

perspectiva, era posible realizar tal diligencia en un mayor número de 

casillas. 

 

c) El proceso electoral federal y el contencioso electoral son procedimientos 

reglados, además, el segundo de los mencionados tiene un carácter 

preponderantemente jurisdiccional en oposición a las reglas que priman en 
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el contencioso político que, para la calificación de la elección presidencial, 

rigió en México hasta antes de la reforma constitucional del 22 de agosto 

de 1996.  

 

En efecto, el contencioso político obedecía al ―principio de división de 

poderes‖, por lo cual cada órgano del poder público debía permanecer 

independiente de los demás órganos y por ello no debía involucrase un 

poder en los procesos de otro. De esa manera se aseguraba la 

independencia del legislativo frente al ejecutivo y viceversa, así como se 

impedía que se dañara la función judicial si se permitiera que se involucrara 

en las contiendas partidarias en detrimento de su actividad primordial que 

es la resolución técnico-jurídica de los litigios de que conocen los jueces.10 

No se puede desconocer tal antecedente, para concluir fuera del contexto 

de la historia y necesidades actuales, que la Sala Superior del Tribunal 

Electoral se asumiera como un superpoder que no está sujeto a la 

Constitución federal y la ley, para aplicar un sentido de justicia popular. 

 

Esto es, no era jurídicamente posible ni correcto que como consecuencia de 

las movilizaciones o manifestaciones de un nutrido grupo de ciudadanos 

que simpatizaban con uno de los candidatos, o bien, los resultados de una 

encuesta se procediera a ―limpiar‖ la elección mediante un recuento, porque 

ello implicaba un retroceso en el avance de las reglas y principios que 

judicializaron el contenciosos electoral federal. 

 

d) No había sido impugnada la totalidad de los cómputos distritales, por lo que 

respecto de aquellos en que no había algún tipo de cuestionamiento, lo 

procedente era que se consideraran como definitivos e inatacables, en 

términos de lo previsto en la legislación aplicable [artículos 10, párrafo 1, 

inciso b), y 72 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en 

Materia Electoral]. Cuando, en tiempo y forma, no son impugnados los 

                                                 
10 Orozco Henríquez, José de Jesús, ―El contencioso electoral...‖, p. 1157. 
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cómputos distritales de la elección presidencial, se deben considerar 

válidos, definitivos e inatacables. Al respecto, si no se impugnaba cierto 

cómputo distrital había operado una suerte de consentimiento implícito 

sobre dichos cómputos y los actos que les precedían o eran su 

antecedente inmediato, como ocurre con el escrutinio y cómputo realizado 

en cada una de las casillas que estuvieran comprendidas en la 

circunscripción electoral del distrito electoral respectivo. 

 

Debe tenerse en cuenta que el cómputo distrital de la elección presidencial 

era el procedimiento por el cual se hacía la suma de los resultados 

obtenidos en cada una de las casillas electorales, a partir de los escrutinios 

y cómputos respectivos que, en primera instancia, se hacían por las mesas 

directivas de casilla o, en segundo término, por el mismo consejo distrital 

[artículo 250, párrafo 1, inciso a), del Código Federal de Instituciones y 

Procedimientos Electorales]. 

 

Lo anterior fue resultado de un procedimiento perfectamente reglado, a 

partir de los lineamientos establecidos por la Sala Superior, según los 

derivó de la interpretación del código de la materia y de la ley adjetiva 

federal, en los cuales se disponía que se abrieran los paquetes electorales 

que no tenían muestra de alteración, para cotejar los resultados del acta de 

escrutinio y cómputo del expediente de casilla con los que aparecían en el 

acta que tenía en su poder el presidente del consejo distrital, para hacerlo 

constar en la forma respectiva, o bien, si los resultados de las actas no 

coincidían, estaban alterados o no existía el acta de escrutinio y cómputo ni 

obraba en poder del presidente del consejo distrital, así como cuando 

existían errores evidentes en las actas o los paquetes tenían muestras de 

alteración, se abrían los paquetes para realizar el escrutinio y cómputo de la 

casilla en el consejo distrital. 
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e) Los medios de impugnación en materia electoral federal iniciaban a 

instancia de parte y la litis (thema decidendum) se trababa entre los 

agravios expuestos en cada uno de los juicios de inconformidad y el acto 

de autoridad impugnado era el cómputo distrital de la elección presidencial, 

por vicios propios (omisiones o acciones irregulares realizados en la sede 

de dicho órgano, por los integrantes del Consejo Distrital federal –

consejeros, vocales o representantes partidarios-), y los presupuestos 

previstos legalmente correspondían a los errores aritméticos, alteraciones, 

inconsistencias u omisiones de las actas de escrutinio y cómputo, o bien, 

de las operaciones o actuación de las mesas directivas de casilla en dichos 

procedimientos. 

 

Sólo los partidos políticos nacionales y las coaliciones estaban legitimados 

para presentar los juicios de inconformidad [artículo 54, párrafo 1, inciso a), 

de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 

Electoral]. Esto a diferencia de lo que estaba previsto con la entonces 

vigente facultad de investigación reconocida a la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, para practicar de oficio la averiguación de algún hecho o 

hechos que constituyeran la violación del voto público, la cual estaba sujeta 

a la condición de que se pusiera en duda la legalidad de todo el proceso de 

elección de alguno de los Poderes de la Unión (artículo 97, párrafo tercero, 

de la Constitución federal). 

 

f) En México no estaba previsto el recuento total de votación en las casillas, 

como ocurre en otros sistemas jurídicos (Costa Rica, verbi gratia). Tan es 

cierto lo anterior que fue necesaria una reforma constitucional (13 de 

noviembre de 2007) y legal (14 de enero de 2008), para que, en el sistema 

jurídico nacional, se diera la posibilidad de ciertos recuentos totales o 

parciales por diferencias mínimas entre los contendientes. 
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En efecto, con la adición de un inciso l) a la fracción IV del artículo 116, así 

como la correlativa modificación del inciso f) de la fracción V de la Base 

Primera del apartado C del párrafo sexto del artículo 122 de la Constitución 

federal, como actualmente aparecen, se generó la obligación para los 

legisladores locales de prever los supuestos y las reglas para la realización, 

en los ámbitos administrativo y jurisdiccional, de recuentos totales o 

parciales de la votación. En lo que corresponde al ámbito federal, en la 

exposición de motivos de la iniciativa con proyecto de decreto por la cual se 

expide el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 

presentada el 27 de noviembre de 2007, ante la Cámara de Senadores, se 

estableció: 

 

―... 
Especial relevancia otorgamos a la propuesta que regularía el recuento de votos 
durante las sesiones de cómputo distrital. Por un lado, proponemos suprimir la 
discrecionalidad que aún subsiste en la norma vigente al respecto, en los casos de 
alteraciones, errores u omisiones en el acta de casilla. Por el otro, se propone que los 
recuentos totales de votos, en los casos que la ley determine, sean realizados en los 
consejos distritales, lo que dará  a la sociedad certidumbre y a los partidos ejercicio de 
su derecho a dejar aclaradas dudas o impugnaciones sobre el resultado de las 
elecciones. Bajo esta nueva modalidad, el Tribunal Electoral solamente podría ordenar 
recuentos de votos respecto de casillas que no hayan sido objeto de tal 
procedimiento, sin causa justificada, en la sesión de cómputo distrital.‖11 

 

De esta manera, se promulgó un nuevo Código Federal de Instituciones y 

Procedimientos Electorales [artículo 298, párrafo 1, inciso a), en relación 

con el 295, párrafos 2 y 3], en el cual se determinaron dos casos sobre la 

apertura total de paquetes en los consejos distritales. 

 

Conforme con el primero, si existe indicio de que la diferencia entre el 

candidato presunto ganador de la elección en el distrito y el que haya 

obtenido el segundo lugar en votación es igual o menor a un punto 

porcentual, y al inicio de la sesión existe petición expresa del representante 
                                                 
11 En el mismo sentido se pronunciaron las Comisiones Unidas de Gobernación y de Estudios 
Legislativos en el dictamen a la iniciativa que contiene proyecto de Decreto por el que se expide el 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. Vid., Proceso legislativo del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, Boletín del Centro de Capacitación Judicial 
Electoral,  primera parte, nueva época, año 1, número especial 2, pp. 22, 232 y 233.  
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del partido que postuló al segundo lugar de los candidatos precisados, el 

consejo distrital debe realizar el recuento de la totalidad de las casillas. 

 

El otro supuesto es cuando la diferencia entre el candidato presunto 

ganador y el ubicado en segundo lugar es igual o menor a un punto 

porcentual, y existe la petición expresa a que se refiere el párrafo anterior. 

 

Como se puede advertir, el recuento es total en el ámbito del consejo 

distrital, y puede ocurrir en todas las elecciones federales (diputados, 

senadores y Presidente de la República), pero sólo en el caso de la 

elección de diputados por el principio de mayoría relativa ocurre respecto de 

todas las casillas que fueron consideradas para establecer el triunfo en la 

circunscripción electoral del distrito uninominal, porque, por una parte, 

respecto de los senadores electos por el principio de mayoría relativa y 

asignación a la primera minoría, y de la elección presidencial, sólo ocurre el 

recuento respecto del cómputo distrital, y no en el ámbito de la entidad 

federativa para la elección de senadores ni en el en toda la circunscripción 

nacional para la elección presidencial. 

 

Sin embargo, eso no impide que el cómputo se realice en cada uno de los 

consejos distritales que comprenda la circunscripción y que de esa manera 

se pueda atender a peticiones como las formuladas por la Coalición por el 

Bien de Todos, siempre que ocurra el indicio de un punto porcentual o 

menos de diferencia entre el candidato ganador y el colocado en segundo 

lugar, al inicio de la sesión correspondiente, o bien, una situación similar se 

presente a la conclusión del cómputo distrital.  

 

A partir del texto expreso del artículo 295, párrafo 2, del Código de la 

materia, cabe preguntarse sobre la posibilidad de que dicha petición pueda 

ser enderezada por un partido político distinto del que hubiera postulado al 

candidato que haya quedado en segundo lugar. En el caso de  la coalición, 
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a través de una interpretación sistemática y funcional, parece que se puede 

concluir que sí está legitimada para realizar la solicitud, siempre que 

hubiere postulado al candidato que quedó en segundo lugar. En el caso de 

los propios candidatos que queden en segundo lugar, esta situación es 

distinta porque, a partir de una interpretación funcional y sistemática, no 

cabe concluir que sea procedente la propuesta del recuento por dichos 

candidatos. Lo anterior, en tanto que, por ejemplo, los partidos políticos 

nacionales y las coaliciones son los únicos legitimados para presentar los 

registros de los candidatos y los medios de impugnación, en ocasión del 

cuestionamiento de los resultados electorales, en particular, el juicio de 

inconformidad [artículos 218, párrafo 1, del texto vigente del Código Federal 

de Instituciones y Procedimientos Electorales y 54, párrafo 1, inciso a), de la 

Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral], 

salvo que se trate de aspectos relacionados con la inelegibilidad que den 

lugar a la negativa de la constancia de mayoría. 

 

Creo que debe considerarse que es procedente la solicitud de recuento total 

presentada por un partido político nacional o coalición diferente a aquel que 

hubiera postulado al candidato que quedó en el segundo lugar de la 

votación en el distrito electoral, en el supuesto de que exista una diferencia 

igual o menor a un punto porcentual entre el primero y el segundo lugar de 

la votación en el distrito electoral. Lo anterior, porque lo sustancial es la 

actualización del requisito material de la diferencia en cuanto a la votación, 

puesto que el requisito de qué partido político o coalición es quien presenta 

la solicitud puede considerarse como formal, mientras haya participado con 

algún candidato en la contienda electoral. 

 

En el mismo sentido, en la reforma legal del 1° de julio de 2008 a la Ley 

General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral 

(artículo 21 bis), se estableció el incidente sobre la pretensión de nuevo 

escrutinio y cómputo en las elecciones federales o locales de que conozcan 
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las salas del Tribunal Electoral, el cual está sujeto a ciertos requisitos 

legales, por lo que no opera de una manera arbitraria o caprichosa. Se 

admite para las elecciones federales y locales. Pero en el caso de las 

federales está condicionado a que, sin causa justificada, no haya sido 

desahogado el recuento, en términos de lo previsto en los artículos 295, 

297 y 298 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales 

(según se prevé en el artículo 21 Bis de la Ley General del Sistema de 

Medios de Impugnación en Materia Electoral). Además, se prescribe que las 

propias salas deberán establecer si las inconsistencias pueden ser 

corregidas o subsanadas con algunos otros datos o elementos que obren 

en el expediente o que puedan ser requeridos por las salas sin necesidad 

de recontar los votos.  

 

Esto es, se confirma que el recuento no es total y que es un recurso de 

ultima ratio. Como sucede en el caso de los recuentos totales en los 

cómputos distritales, en el caso de los que se llevan a cabo en las salas 

tampoco procede el incidente si respecto de cierta casilla ya se realizó el 

nuevo escrutinio y cómputo en la sesión de cómputo distrital. 

 

En los Estados Unidos de América está regulado el recuento. En la elección 

presidencial del 2000, en el caso Bush vs. Gore se presentó tal posibilidad, 

porque existió una diferencia menor a un 0.5% en Florida (327 votos entre 

uno y otro candidato) y, en tal supuesto, de acuerdo con la legislación 

electoral del Estado de Florida (en la Unión Americana cada entidad 

federativa tiene su legislación local para la elección de Presidente de los 

Estados Unidos), operaba un recuento manual para verificar el que se había 

realizado por las máquinas perforadoras.  

 

Sin embargo, la Suprema Corte paralizó los recuentos ordenados por el 

Tribunal Supremo de Florida, porque, desde la perspectiva de aquélla, no 

existían criterios específicos que garantizaran que esa práctica no fuera 
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arbitraria o desigual; no se especificaba quién debía realizar los recuentos, 

y la rapidez dispuesta por el Tribunal Supremo de Florida para realizar un 

oportuno recuento de votos no era una excusa válida para pasar por alto las 

―garantías de protección equitativa de las leyes‖; además, existían criterios 

divergentes frente a los denominados undervotes (votos de los que no es 

posible desprender una intención clara de votos) y overvotes (votos de los 

que es posible desprender más de una intención de voto), así como para 

los recuentos parciales.12 

 

g) Para el caso de que el juicio de inconformidad sea improcedente porque no 

se hubiere cumplido con algún requisito procesal previsto en la ley 

aplicable, no cabe admitir la demanda, porque no habría elementos para la 

válida constitución del proceso. Por ejemplo, que el medio de impugnación 

se hubiere presentado extemporáneamente (diez días después de vencido 

el plazo, verbi gratia) o por quien no esté legitimado (una entidad distinta a 

un partido político o coalición, en cierto supuesto). Es claro que en esas 

condiciones no se podría admitir un medio de impugnación porque no 

habría condiciones para tramitarlo y sustanciarlo, mucho menos para 

resolverlo, en plano de igualdad respecto de otros contendientes, y porque 

ello implicaría no sujetarse a las formalidades esenciales del 

procedimiento. 

 

h) Tampoco podría revisarse la totalidad de los cómputos distritales, a pesar 

de que las actas existan y coincidan los datos de las actas que se anexan a 

los paquetes o los expedientes de casilla con los de las actas que estén en 

poder de los presidentes de los consejos distritales (ausencia de errores o 

inconsistencias evidentes), y de que las actas no estén alteradas y los 
                                                 
12 Cfr, Beltrán de Felipe, Miguel y González García, Julio V., Las sentencias básicas del tribunal 
Supremo de los Estados Unidos de América, Madrid, coed. Centro de Estudios Políticos y 
Constitucionales y Boletín Oficial del Estado, 2005, pp. 599-622. Asimismo, puede consultarse el 
interesante artículo de Owen Fiss que como capítulo XIV ―Bush v. Gore y el asunto de la 
legitimidad‖ aparece publicado en su libro El derecho como razón pública, tr.  Esteban Restrepo 
Saldarriaga, Madrid, Marcial Pons, 2007, pp. 294-304, así como Irons, Peter, A people‘s history fo 
the Supreme Court, New York, Penguin Books, 2006, pp. 512-514. 
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paquetes no contengan muestras de alteración, bajo el argumento de que 

es mejor cerciorarse de la información contenida en las actas de escrutinio 

y cómputo de la casilla con los datos que derivan de las boletas electorales 

que forman parte de los paquetes electorales. De ser así no habría ningún 

proceso electoral que pudiera reputarse como cierto, definitivo e inatacable, 

a pesar de que no existieran indicios, así sean leves, que permitan poner 

en duda el desarrollo de los comicios y sus resultados en entre dicho. La 

simple manifestación de uno de los contendientes por la cual argumente 

que desconfía de los resultados y del mismo proceso, sin pruebas que 

desvirtúen los datos que derivan de las constancias que documentan todo 

el proceso electoral federal, no debe considerarse como un motivo 

suficiente ni bastante, mucho menos válido, para justificar una duda 

razonable que dé lugar al recuento total de una elección. 

 

Sobre los actos y resoluciones de cualquier autoridad que no son 

cuestionados y de los que no hay razón suficiente para dudar de su 

constitucionalidad y legalidad debe operar una presunción de validez que 

lleve a tenerlos por firmes y definitivos, inatacables. Esta razón es 

consecuencia de lo previsto en el artículo 128 constitucional. Además, no se 

puede desconocer una serie de instrumentos y previsiones legales que 

garantizan la mayor transparencia y regularidad de los resultados 

electorales, particularmente, de los escrutinios y cómputos que se llevan a 

cabo en cada una de las mesas directivas de casilla. 

 

En primer término, los integrantes de las mesas directivas de casilla son 

ciudadanos mexicanos que deben cubrir ciertos requisitos legales, y luego 

de recibir un curso de capacitación, son seleccionados para tal efecto. Su 

procedimiento de selección comienza con un mecanismo aleatorio por el 

cual se determina la letra inicial del apellido paterno de aquellos ciudadanos 

que serán insaculados de las listas nominales de electores. En dicho 

proceso participan los integrantes del Consejo General, los 32 consejos 
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locales y los 300 consejos distritales, así como las comisiones locales de 

vigilancia (entre los cuales están los representantes de los partidos políticos 

nacionales). 

 

Después, se hace una selección de los ciudadanos aptos, a partir de una 

evaluación imparcial y objetiva, en igualdad de oportunidades, con base en 

los datos que los ciudadanos aporten durante los cursos de capacitación y 

con preferencia de los que tengan mayor escolaridad, así como en atención 

a que no tengan impedimentos. De dicha relación, los consejos distritales 

realizan una selección de los ciudadanos que integrarán las mesas 

directivas de casilla, en el entendido de que las funciones que 

desempeñarán se definen considerando la escolaridad de cada uno de los 

ciudadanos [artículo 118, párrafo 1; 119, párrafos 1 y 2; 120; 193, párrafo 1, 

del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales]. 

 

Es cierto que en el procedimiento de escrutinio y cómputo sólo intervienen 

los integrantes de las mesas directivas de casilla (un presidente, un 

secretario y dos escrutadores). En el proceso electoral de 2006, se 

instalaron 130,477 casillas de las 130,488 aprobadas.13 Además, tenían 

derecho a observar y vigilar el desarrollo de la elección los dos 

representantes propietarios y un suplente de los partidos políticos o las 

coaliciones acreditados en la mesa directiva de casilla (en total 393,126); 

los representantes generales de los mismos partidos y coaliciones ante 

cada diez casillas electorales urbanas o cinco rurales, así como los 

observadores electorales (25,321 personas acreditadas como observadores 

electorales y 230 organizaciones) y los visitantes extranjeros (603 de 60 

distintos países). 

 

                                                 
13 Los datos y cifras que se citan enseguida corresponden a la información que consta en la 
publicación Elecciones federales 2006, tomo La jornada electoral del 2 de julio de 2006, México, 
Instituto Federal Electoral, 2006, 79 pp. 
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Especialmente, los representantes de los partidos acreditados ante las 

casillas tenían y tienen la facultad de participar en la instalación de la casilla 

y contribuir al buen desarrollo de sus actividades hasta la clausura de la 

casilla; recibir copia legible de las actas de instalación, de cierre de votación 

y final de escrutinio elaboradas en la casilla; presentar escritos relacionados 

con incidentes ocurridos durante la votación y escritos de protesta; firmar 

bajo protesta las actas, expresando la causa que lo motiva, así como 

acompañar al presidente de la casilla para hacer la entrega de la 

documentación y el expediente electoral. 

 

No se puede desconocer todo un proceso electoral que está construido 

para dar certeza, objetividad y transparencia, así como para asegurar la 

constitucionalidad y legalidad, por una mera suposición o sospecha que no 

está informada en los elementos probatorios de las mesas directivas de 

casilla ni en los informes de los observadores electorales y los visitantes 

extranjeros [especialmente documentales públicas que tienen valor 

probatorio pleno, en términos de lo dispuesto en los artículos 14, párrafo 4, 

inciso a), y 16, párrafo 2, de la Ley General del Sistema de Medios de 

Impugnación en Materia Electoral]. 

 

Si los integrantes de las mesas directivas de casilla no advierten alguna 

irregularidad durante el desarrollo de la jornada electoral y del escrutinio y 

cómputo en la casilla, o bien, al momento en que se trasladan los paquetes 

electorales a los consejos distritales y se entregan, como tampoco lo hacen 

los representantes de las mesas directivas de casilla, y por ello no formulan 

alguna observación o protesta en las hojas de incidentes o las secciones de 

las actas que están destinadas para tal efecto, o bien, no presentan escritos 

de protesta y tampoco lo hacen valer en sus juicios de inconformidad, ni se 

hace constar algún dato que conduzca a la apertura de los paquetes 

electorales en las formas que se llevan en los consejos distritales para la 

recepción de los propios paquetes electorales, no se comprende por qué se 
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insistía y se insiste en la apertura de la totalidad de los paquetes 

electorales. 

 

Además, lógicamente no es válido hacer una generalización al universo de 

más de 130,000 casillas instaladas en la elección de 2006, a partir de un 

dato aislado (el que deriva de la casilla 2495 básica), como lo propone José 

Antonio Crespo, al sostener que sólo cabe la comprobación empírica para 

tener por verdadera la coincidencia entre los datos que aparecen en las 

actas de escrutinio y cómputo de las casillas con los que derivan de cada 

paquete o expediente de casilla.14 La consideración del autor es una 

verdadera falacia (generalización apresurada). 

 

i) La Coalición por el Bien de Todos sólo impugnó 230 de los 300 cómputos 

distritales y 23,232 de las 130,477 casillas instaladas en el proceso 

electoral federal de 2006.15 A partir de estos datos, cabe preguntarse cómo 

era posible desconocer los datos que arrojaban los cuestionamientos de la 

propia Coalición por el Bien de Todos o los demás partidos políticos y 

coaliciones, máxime cuando en las demandas de dicha coalición no existía 

una sola mención en el sentido de que se abrieran la totalidad de los 

paquetes o expedientes de las casillas. Apartarse de las disposiciones 

constitucionales y legales para proceder a una revisión judicial oficiosa 

significaba desconocer no sólo el marco jurídico sino los precedentes que 

permitieron evolucionar del contencioso político al jurisdiccional. 

 

Esto es, en total se presentaron 377 juicios de inconformidad, de los cuales 

133 fueron iniciados por el Partido Acción Nacional; 240, por la Coalición 

por el Bien de Todos, y 4, por ciudadanos. De los anteriores juicios de 

inconformidad, en 75 casos se desechó o sobreseyó la demanda, en 22 

casos porque eran extemporáneas; en 20 porque no se precisaban hechos 

                                                 
14 Crespo, José Antonio, 2006: hablan las actas..., p. 60. 
15 Cfr., Orozco Henríquez, José de Jesús, Comentarios al libro de José Antonio Crespo..., p. 4, y 
datos proporcionados por la Coordinación de Jurisprudencia y Estadística Judicial. 
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ni individualizaban las casillas cuestionadas, sin que fuera posible suplir; en 

otros 15 casos no existía el escrito de protesta, en tanto requisito de 

procedibilidad; en 7 se presentaba la falta de legitimación; en 6, había 

operado la preclusión, y en 5 supuestos la demanda carecía de firma.  

 

De esta manera, el universo de casillas involucradas en dichos medios de 

impugnación correspondía a 27,856, y de estas el desglose era 23,232 por 

la Coalición por el Bien de Todos y 3,276 por el Partido Acción Nacional. El 

sentido de los juicios de inconformidad era: de los 240 presentados por la 

Coalición por el bien de Todos, 157 fundados en parte, 23 infundados y 60 

improcedentes, de los 133 del Partido Acción Nacional, 82 fundados en 

parte, 40 infundados y 11 improcedentes, y los 4, de los ciudadanos, eran 

improcedentes.16 

 

No era jurídicamente válido que a partir de la suplencia en la argumentación 

de los agravios se procediera a la apertura de la totalidad de los paquetes 

electorales, porque dicha figura procesal está circunscrita o limitada por los 

hechos que se exponen en la demanda (en la especie, la del juicio de 

inconformidad), así como por la causa de pedir (es decir, las razones que 

llevan a un partido político nacional o coalición a impugnar cierto acto de 

autoridad).  

 

Esto es, no era jurídicamente válida la apertura de los paquetes si en la 

demanda no se cuestionaba la totalidad de los cómputos distritales y en los 

distritos electorales en que así ocurría, sólo se hacía respecto de algunas 

de las casillas en que no se veía beneficiado el candidato de la Coalición 

por el Bien de Todos y no en relación con todas las casillas del distrito 

electoral. 

 

                                                 
16 Cfr., información proporcionada por la Coordinación de Jurisprudencia y Estadística Judicial, el 
29 de marzo de 2010, así como el ensayo de Zavala Arredondo, Marco Antonio, ―Cuándo cuenta 
un voto‖, Nexos, México, octubre 2006, pp. 11-13. 
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En efecto, la Coalición por el Bien de Todos sólo pidió el recuento de unas 

23,232 casillas y respecto de éstas, la Sala Superior sólo ordenó el 

recuento en 11,839 (aproximadamente, el 50.96% de las que se precisaron 

en las demandas de dicha coalición).17 

 

El que supuestamente se tratara de un caso extraordinario que justificara la 

realización de una diligencia extraordinaria para mejor proveer, por sí 

misma, tampoco era una razón válida o correcta para proceder a la apertura 

de la totalidad de los paquetes electorales.  

 

Efectivamente, los presidentes de las salas del Tribunal Electoral, en casos 

extraordinarios, pueden ordenar la realización de una diligencia  o que una 

prueba se perfeccione o desahogue (artículos 191, fracción XX, de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación y 21 de la Ley General del 

Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral). Sin embargo, 

dichos requerimientos deben ser congruentes con los planteamientos de las 

partes en el proceso, porque de otra forma se resolvería con quebranto del 

principio procesal de congruencia externa (extra o ultra petita) y el juez, 

incluso, pasaría a sustituir a las partes para convertirse en un actor más del 

proceso, en detrimento del principio de imparcialidad. 

 

Tampoco el llamado interés general es una razón suficiente para realizar un 

recuento total de los votos contenidos en los paquetes o expedientes 

electorales, porque, en primer término, debe considerarse que las 

disposiciones constitucionales y legales son de orden público y de 

observancia general. Esto significa que las normas jurídicas respectivas no 

tienen carácter potestativo sino que son obligatorias para todos, por ello, el 

cumplimiento de las obligaciones de hacer o de dar, o bien, el respeto de 

las prohibiciones no está a la libre voluntad de los sujetos. Tampoco el 

transcurso del tiempo puede liberar de dichas obligaciones. 

                                                 
17 Ïbidem, p. 4 y acuerdo del 7 de agosto de 2006 del Consejo de la Judicatura Federal. 
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El interés general, por el contrario, debe asegurarse con la sujeción de la 

conducta de los actores políticos y las autoridades administrativas y 

jurisdiccionales electorales a los principios y las reglas que regulan los 

procesos o procedimientos administrativos, y que rigen los resultados de las 

elecciones, así como con la observancia de las normas jurídicas que 

regulan los procesos contenciosos. No puede realizarse una interpretación 

y una aplicación que desconozcan las condiciones y los términos legales 

preexistentes para la apertura de los paquetes electorales o que inapliquen 

las disposiciones constitucionales.  

 

Es claro, que la conducta del Instituto Federal Electoral y de la Sala 

Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación se rige 

por los principios de certeza y legalidad, entre otros (artículo 41, fracción III, 

de la Constitución federal), por lo que su actuación y sus facultades se 

deben apegar a los principios y las reglas que están predeterminados en el 

sistema jurídico nacional. 

 

j) No es admisible que por una diferencia estrecha de votos entre los dos 

candidatos que quedan en primero y segundo lugar, cualquier irregularidad 

o conjunto de ellas, por mínimas que sean, pueden considerarse, en forma 

inmediata, automática y directa (sin mayor análisis), como determinantes 

para el resultado de la elección y que, por ello, se pueda generar la nulidad 

de la elección.  

 

Esto es, a pesar de que el candidato postulado por el Partido Acción 

Nacional hubiere obtenido 15‘000,284 votos (35.89%) frente al candidato de 

la Coalición por el Bien de Todos con 14‘756,350 votos (35.31%), con una 

diferencia de apenas 243,934 (0.57%), según los datos arrojados por los 

resultados de los cómputos distritales de la elección de Presidente de la 
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República,18 si las irregularidades no son determinantes, entonces no es 

dable anular una elección y mucho menos servir como justificación 

suficiente para proceder a un recuento total de la votación, porque el 

recuento o apertura de los paquetes electorales sucede en un momento 

diverso a aquel en que se origina la causa de nulidad. 

 

En la actualidad, cada vez con mayor recurrencia, las elecciones culminan 

con resultados cerrados, en los cuales la diferencia es de un porcentaje 

mínimo de la votación o apenas perceptible. Esta realidad obedece al hecho 

de que se está en presencia de un régimen de partidos políticos vigoroso o 

competitivo, en el que ocurre la seria posibilidad de que las minorías 

puedan devenir en mayorías y sin que los ganadores estén 

predeterminados por la existencia de un partido único o hegemónico. 

 

Para algunos, dichos resultados cerrados hacen que las elecciones sean 

vulnerables o endebles, porque las irregularidades, por nimias que sean, la 

gran mayoría de las veces o siempre serán decisivas o determinantes para 

el desarrollo del proceso electoral o el resultado de la elección y, en 

consecuencia, darán lugar a la nulidad de la elección o al recuento total de 

los resultados electorales con la consecuente apertura de los paquetes o 

expedientes de casilla.19 Desde mi perspectiva, esa postura es inaceptable.  

 

Esto es, en una lógica reduccionista, el ganador de una elección cerrada 

supuestamente tiene una legitimidad cuestionable, por lo que a fin de 

remediar ese supuesto rechazo del electorado se ha considerado que la 

solución, por una parte, reside en la segunda vuelta o ballotage, a pesar de 

que, en ciertos casos, una mayoría (incluso, relativa) del electorado le 

                                                 
18 Cfr., ―Encuestas y resultados electorales‖, Elecciones federales 2006..., p. 67 
19 Crespo. José Antonio, 2006: hablan las actas..., pp. 17-31. 
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hubiere reconocido a aquél como ganador,20 o bien, por la otra, en el 

recuento total de la votación. 

 

Sin duda, la regularidad-legitimidad de los triunfos no depende de las 

amplias o las mínimas ventajas sino de que se hubieren observado las 

reglas del juego; es decir, de que en cada proceso electoral se cumpla con 

la normativa electoral, así como se dé vigencia a los principios 

constitucionales de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y 

objetividad; el sufragio pueda considerarse como universal, libre, secreto y 

directo; se respeten las condiciones de equidad para el acceso a los medios 

de comunicación social, así como que en el financiamiento de los partidos 

políticos y sus campañas electorales prevalezca el principio de equidad. 

 

Esto es, si en una contienda electoral federal o local existe una diferencia 

mínima, así sea de un voto, el examen respectivo debe partir del 

cuestionamiento: ¿En el proceso electoral respectivo fueron respetados los 

estándares mínimos de constitucionalidad y legalidad, de manera tal que 

respecto de dicho voto de diferencia y los demás que lo soportan es 

aplicable el principio de conservación de los actos públicos válidamente 

celebrados, porque las irregularidades ocurridas pueden considerarse como 

menores o no invalidantes? 

 

Para concluir si se debe anular la votación recibida en una casilla o de una 

elección, invariablemente, se acude al carácter determinante (léase 

invalidante) de los hechos, acontecimientos  o conductas.  

 

                                                 
20 Cfr., Arratibel Salas, Luis Gustavo, ―Ballotage: Posible remedio de los efectos negativos de un 
anacrónico sistema electoral‖, Proceso electoral 2006, Fernando Serrano Migallón (coordinador), 
México, coed. Porrúa y Facultad de Derecho de la UNAM, 2007, pp. 33-68. A través de las 
reformas al artículo 35 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí y 
15, fracciones III a IX, de la Ley Electoral de dicho Estado, fue eliminada la segunda vuelta para la 
elecciones municipales. Dichas reformas fueron publicadas en el Periódico Oficial del Estado Libre 
y Soberano de San Luis Potosí datan del 26 y 30 de julio de 2005, respectivamente. 
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Es decir, los hechos son determinantes cuando por sí mismos o 

relacionados con otros más tengan la suficiencia necesaria para incidir en el 

resultado de la votación o de la elección, o bien, en el desarrollo del 

proceso electoral. Esta expresión (carácter ―determinante‖) que se utiliza en 

las normas jurídicas relativas (en las que se prevén los supuestos o 

hipótesis normativas de nulidad), le otorga a las nulidades una periferia de 

textura abierta21 que involucra el arbitrio del juzgador, para ponderar si una 

conducta es invalidante o no. Dicho arbitrio implica que la decisión debe ser 

razonable porque debe estar precedida de una serie de justificaciones que 

sean persuasivas y en las cuales se atienda a las propiedades relevantes 

de cada caso (una suerte de justicia individualizada).22 

 

Dicho concepto está presente en la gran mayoría de las disposiciones 

legales (sino es que en todas) en las que se prevé la nulidad de la votación 

recibida en casilla o nulidad de la elección; inclusive, en aquellos textos en 

que se prescinde de tal expresión, la Sala Superior ha considerado que 

para decretar la nulidad de la votación recibida en una casilla, la 

irregularidad debe ser determinante para el resultado correspondiente, a 

pesar de que tal elemento no esté previsto expresamente, ya que su 

mención o no en el texto legal sólo tiene repercusión para efectos de 

establecer la carga de la prueba.23 

 

Igualmente, en la llamada causa abstracta de nulidad también se reconoce 

una caracterización que puede estimarse como propia de la expresión 

                                                 
21 Esto es,  la expresión ―determinante‖ es un concepto centralmente vago, indeterminado, pero 
jurídicamente determinable. Cfr., Hart, H. L. A., El concepto de derecho, 2ª ed., Genaro R. Carrió,  
México, Nacional, pp. 157-169, y Ruiz Manero, Juan, ―Principios jurídicos‖, en El derecho y la 
justicia, Ernesto Garzón Valdés y Francisco J. Laporta, Madrid, Trotta, p. 151. 
22 Nieto, Alejandro, El arbitrio judicial, Barcelona, Ariel, 2000, pp. 2004-212. 
23 Véase, la tesis de jurisprudencia que tiene el rubro NULIDAD DE SUFRAGIOS RECIBIDOS EN 
UNA CASILLA. LA IRREGULARIDAD EN QUE SE SUSTENTE SIEMPRE DEBE SER 
DETERMINANTE PARA EL RESULTADO DE LA VOTACIÓN, AUN CUANDO EN LA HIPÓTESIS 
RESPECTIVA, TAL ELEMENTO NO SE MENCIONE EXPRESAMENTE (Legislación del Estado de 
México y similares), la cual aparece publicada en la compilación oficial Jurisprudencia y tesis 
relevantes 1997-2005, tomo Tesis de jurisprudencia, pp. 202-203. 



 26 

―determinante‖, cuando se establece ―…si alguno de esos principios 

fundamentales en una elección es vulnerado de manera importante, de tal 

forma que impida la posibilidad de tenerlo por satisfecho cabalmente y, 

como consecuencia de ello, se ponga en duda fundada la credibilidad o la 

legitimidad de los comicios y de quienes resulten electos en ellos, es 

inconcuso que dichos comicios no son aptos para surtir sus efectos 

legales…‖24 

 

La nueva integración de la Sala Superior abandonó la denominación de 

causa abstracta de nulidad para generar, bajo los mismos razonamientos 

de aquella, lo que identificó como la nulidad por violación a principios 

constitucionales. Así se puede apreciar en el juicio de revisión constitucional 

electoral con número de expediente SUP-JRC-604/2007.  

 

En dicha ejecutoria se consideró que a partir de lo dispuesto en el artículo 

99 de la Constitución federal (desde luego el propio artículo 116, fracción 

IV, para las ocurridas en las entidades federativas), se establecen una serie 

de principios que deben observarse en todo proceso electoral, cuya 

presencia tiene la capacidad legitimadora del proceso electoral y los 

resultados.  

 

Otro precedente relevante es el que se estableció en el juicio de revisión 

constitucional electoral con número de expediente SUP-JRC-165/2008, 

relativo a la elección del ayuntamiento municipal de Acapulco, Guerrero. 

 

Con independencia de la denominación que se otorgue a la causa de 

nulidad, para establecer si una elección debe anularse, cuando sus 

resultados son estrechos o mínimos, cabe atender a una serie de preguntas 

que se consideran adecuadas para solucionar el asunto: ¿Está acreditada 

                                                 
24 Véase, la tesis de jurisprudencia que tiene el rubro NULIDAD DE ELECCIÓN. CAUSA 
ABSTRACTA (Legislación de Tabasco y similares), publicada en la compilación oficial 
Jurisprudencia y tesis relevantes 1997-2005, tomo Tesis de jurisprudencia, pp. 200-201. 



 27 

la irregularidad o no? ¿Se trata de una sola irregularidad o son varias? ¿La 

irregularidad o irregularidades son graves o no? ¿Las irregularidades son 

generalizadas o suceden de manera aislada, tanto en el tiempo como en el 

espacio? ¿La irregularidad considerada aislada o en su conjunto con otras 

es o son determinantes? En todo caso, se debe atender a las 

características destacadas del asunto o los hechos y ponderar los principios 

jurídicos que inciden en cada caso. 

 

k) En realidad, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación asumió un criterio garantista, para proceder a la apertura de los 

paquetes electorales solicitada por la Coalición por el Bien de Todos. Dicha 

determinación era consistente con los precedentes establecidos, 

prácticamente, desde los inicios de la propia Sala Superior.  

 

No existían normas expresas que regularan la apertura de los paquetes 

electorales en sede jurisdiccional, mucho menos que establecieran cuáles 

eran las condiciones y el procedimiento para realizar tal apertura y el 

recuento. Como se mencionó, lo que existía eran reglas para la apertura de 

los paquetes electorales en los consejos distritales en casos de no 

coincidencia entre los datos de las actas, alteraciones, no existencia de las 

actas o errores evidentes [artículo 247, párrafo 1, incisos b), c) y d), del 

Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales]. 

 

Entre los precedentes existentes de recuento de votos había varios relativos 

a los procesos electorales locales. Por ejemplo, el ocurrido con motivo de la 

impugnación del resultado de la elección de Gobernador del Estado de 

Guerrero (expediente SUP-JRC-41/1999), en cuya sustanciación, la Sala 

Superior procedió al recuento de votos, mediante la apertura de 70 

paquetes o expedientes de casilla (además, en dicho asunto se consideró 

que no era necesaria la presentación del escrito de protesta como requisito 

de procedibilidad del juicio de inconformidad, por lo que se inaplicó lo 
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previsto en el artículo 55 de la Ley General del Sistema de Medios de 

Impugnación del Estado de Guerrero).25 

 

La propia Sala Superior estableció el criterio de jurisprudencia que tiene por 

rubro y texto: 

PAQUETES ELECTORALES. SÓLO EN CASOS EXTRAORDINARIOS SE 
JUSTIFICA SU APERTURA ANTE EL ÓRGANO JURISDICCIONAL.—De una 
interpretación sistemática y funcional de lo previsto en los artículos 41, fracción IV, y 
116, fracción IV, inciso b) de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, así como 191, fracción XX, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, se desprende que a efecto de alcanzar el objetivo de certeza rector del 
sistema de justicia electoral, se prevé como una atribución del órgano jurisdiccional 
electoral federal la de ordenar, en casos extraordinarios, la realización de alguna 
diligencia judicial, como sería la apertura de los paquetes electorales integrados con 
motivo de las elecciones de mérito. Sin embargo, debe advertirse que esta atribución 
no es ordinaria ni incondicional, toda vez que, por su propia naturaleza, constituye una 
medida última, excepcional y extraordinaria, que únicamente tiene verificativo cuando, 
a juicio del órgano jurisdiccional del conocimiento, la gravedad de la cuestión 
controvertida así lo exige, su eventual desahogo pudiera ser de trascendencia para el 
sentido del fallo —como ocurriría si pudiese ser determinante para el resultado de la 
elección—, y siempre que, además, habiéndose agotado todos los medios posibles 
para dilucidar la situación, sólo se pueda alcanzar certidumbre a través de tal 
diligencia. Por lo anterior, ante la petición formulada al órgano jurisdiccional, a efecto 
de que proceda a ordenar la diligencia de apertura de paquetes electorales al 
sustanciarse un medio de impugnación, resulta evidente que sólo cuando se reúnan 
las condiciones antes señaladas podrá acordarse afirmativamente tal solicitud, a 
efecto de preservar la seguridad jurídica también distintiva de la justicia electoral, y 
proceder a desahogar la diligencia señalada observando todas las formalidades que el 
caso amerita. Con mayoría de razón, no procederá la apertura de paquetes 
electorales cuando del análisis del propio medio de impugnación hecho valer por el 
ocursante, o bien, de las constancias de autos, se infiera que las pretensiones del 
actor o las irregularidades esgrimidas no son susceptibles de aclararse mediante la 
multicitada diligencia de apertura de paquetes, pues ésta carecería completamente de 
materia. En tal sentido, en la medida en que se reserve el ejercicio de esta atribución 
extraordinaria, se evitarán la incertidumbre y la inseguridad jurídicas, preservando al 
mismo tiempo tanto el sistema probatorio en la materia como el principio de 
definitividad de los procesos electorales, al otorgar valor probatorio a los medios 
legalmente reconocidos y obviar retrotraer el proceso electoral a etapas concluidas, 
mediante el ejercicio debidamente justificado de esta trascendente atribución de la 
autoridad jurisdiccional.  

Tercera Época:  

Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-207/2000.—Partido Revolucionario Institucional.—16 de 
agosto de 2000.—Unanimidad de votos.  

                                                 
25 Este criterio sobre la no exigencia del escrito de protesta como requisito de procedibilidad fue en 
forma anterior a la decisión de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por la cual determinó que 
la Sala Superior no tenía atribuciones para inaplicar disposiciones legales inconstitucionales 
(resolución a la contradicción de tesis 2/2000 L de mayo de 2002). 
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Recurso de reconsideración. SUP-REC-042/2003.—Coalición Alianza para Todos.—19 de agosto de 
2003.—Unanimidad de votos.  

Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-370/2003.—Partido Revolucionario Institucional.—29 de 
septiembre de 2003.—Unanimidad de votos.  

Sala Superior, tesis S3ELJ 14/2004.  
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 211-212. 

 

En dicha tesis destaca que la apertura de los paquetes electorales por el 

órgano jurisdiccional es una medida última, excepcional y extraordinaria, la 

cual está reconocida en la ley como una diligencia que se puede ordenar, en 

casos extraordinarios y cuando ello permita resolver dentro de los plazos 

establecidos en la ley. Esta medida tiene lugar, cuando a juicio del órgano 

jurisdiccional lo exija la gravedad de la cuestión controvertida, su desarrollo 

sea de trascendencia para el sentido del fallo (por ejemplo, cuando es 

determinante para el resultado de la elección) y siempre que sólo se pueda 

alcanzar certidumbre a través de dicha apertura, porque no existan otros 

medios posibles para dilucidar la situación. 

 

La apertura de los paquetes electorales para el recuento de votos en la 

elección presidencial de 2006 no era consecuencia de un criterio novedoso 

sino de una medida coherente o consistente con los precedentes de la 

misma Sala Superior. Si uno de los agravios estaba relacionado con el hecho 

de que el procedimiento de cómputo distrital no se había realizado de 

acuerdo con lo previsto legalmente y el propio agravio era fundado, la 

consecuencia era que se debía reparar la violación procesal alegada y 

ordenar la reposición del acto de autoridad irregular. 

 

Sin embargo, por una cuestión de prelación lógica del acto de apertura de 

paquetes electorales en relación con el resultado del cómputo distrital, es 

durante la etapa de sustanciación del medio de impugnación, cuando se 

debe realizar la diligencia jurisdiccional; es decir, en un momento anterior a la 

preparación del proyecto y su presentación por el ponente ante el resto de 

los integrantes de la Sala Superior para su discusión y aprobación.  
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Por eso se puede considerar que se trataría de un típico caso en que se 

pondera la apariencia del buen derecho para decretar la medida durante la 

instrucción, a fin de que los medios de impugnación no queden sin una 

resolución de fondo que sea oportuna. Esto es necesario si se considera la 

progresión vertiginosa de las etapas electorales, su clausura y la necesidad  

de asegurar que los actos no devengan en irreparables. 

 

Lo realmente novedoso del incidente sobre la pretensión de nuevo escrutinio 

y cómputo por razones específicas radica en los criterios para la 

determinación de la procedencia o no de la apertura de los paquetes 

expedientes electorales y, consecuentemente, del recuento, así como el 

procedimiento para llevar a cabo dicha diligencia en la sede de los consejos 

locales y con el auxilio de los magistrados de circuito y los jueces de distrito 

designados por el Consejo de la Judicatura Federal, así como los 

magistrados electorales de las salas regionales, con el apoyo del presidente 

y el secretario de dichos consejos, con fundamento en lo dispuesto en los 

artículos 2° del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; 

6°, párrafo 3, y 19, párrafo 1, de la Ley General del Sistema de Medios de 

Impugnación en Materia Electoral y 68 de la Ley Orgánica del Pode Judicial 

de la Federación. 

 

La Sala Superior fijó un plazo de cinco días hábiles para la realización de la 

diligencia judicial de apertura de los sobres que contenían las boletas de la 

elección presidencial (comúnmente llamados paquetes o expedientes 

electorales). Se determinó que no podía recusarse a los magistrados o 

jueces encargados de dirigir la diligencia, porque se trataba de un evento que 

no implicaba la toma de decisiones sustanciales en el recuento, el cual 

implicaba la ejecución de una diligencia en auxilio de la Sala Superior. 

Asimismo, se estableció quiénes podían actuar en representación de los 

partidos políticos o coaliciones. 
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Se diseñó un procedimiento muy detallado para la realización de la apertura 

de los paquetes electorales. Cuando, en el escrutinio de los votos durante la 

diligencia de apertura de los sobres con las boletas de la elección 

presidencial, se presentaba oposición sobre la ubicación que correspondía a 

alguno de los votos, se dispuso que se hiciera una anotación con lápiz en la 

parte superior derecha del reverso de la boleta, según el orden en que se 

analicen, así como en el acta. El propósito era que se reservaran dichos 

votos para su posterior calificación por la Sala Superior. 

 

Efectivamente, la calificación de los votos reservados fue realizada por la 

Sala Superior en las sentencias definitivas e inatacables que fueron dictadas 

por ésta en los juicios de inconformidad en la sesión del 28 de agosto de 

2006, como se analizará más adelante. 

 

El 6 de agosto de 2006, el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal aprobó 

el acuerdo por el cual se designaron a 142 magistrados de circuito y 37 

jueces de distrito, para que junto con los 15 magistrados electorales de las 

salas regionales, en un plazo máximo de cinco días naturales (9 al 13 de 

agosto de 2006, a partir de las 9:00 horas), procedieran a realizar dicha 

diligencia (tal y como se había ordenado en las interlocutorias en que se 

dispuso la realización de la referida diligencia judicial). Además, la Sala 

Superior aprobó un modelo de acta circunstanciada y, el 5 de agosto de 

2006, emitió el Acuerdo por el cual se aprobaron las reglas a las que se 

debería sujetar el nuevo escrutinio y cómputo de casilla a cargo de 

magistrados de circuito y jueces de distrito y de la participación de los 

magistrados de las salas regionales del Tribunal Electoral del Poder Judicial 

de la Federación. 

 

La Sala Superior advirtió la existencia de pretensiones contradictorias en la 

impugnación de la Coalición por el Bien de Todos, porque, por una parte, se 
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planteaba la corrección de los errores en el cómputo distrital, mediante la 

realización por la Sala Superior de ciertos actos que fueron omitidos por el 

consejo distrital respectivo. Por la otra, se solicitaba que la votación recibida 

en la misma casilla fuera anulada, inclusive, que la elección presidencial 

también fuera anulada.  

 

Sin embargo, la Sala Superior, en suplencia de la argumentación de los 

agravios, consideró que, primero, se debía proceder a la corrección de los 

datos, como consecuencia de la apertura del expediente o paquete electoral 

y el recuento y, en caso de que subsistiera el error, se debía proceder al 

análisis de la causa de nulidad para establecer si debía invalidarse la 

votación recibida en la casilla (especialmente, como consecuencia de la 

causa de nulidad de la votación recibida en casilla, cuando media dolo o 

error en la computación de los votos y siempre que ello sea determinante 

para el resultado de la votación en la propia casilla), ya que esta última tenía 

un carácter subordinado al error. Lo anterior, en aplicación de la tesis que 

tiene por rubro PRINCIPIO DE CONSERVACIÓN DE LOS ACTOS 

PÚBLICOS VÁLIDAMENTE CELEBRADOS. SU APLICACIÓN EN LA 

DETERMINACIÓN DE LA NULIDAD DE CIERTA VOTACIÓN, CÓMPUTO O 

ELECCIÓN.26 

 

La precisión que resultó novedosa en cuanto al criterio para la apertura de 

los paquetes electorales fue que no existiera concordancia entre los diversos 

datos que deben quedar asentados en las respectivas actas de casilla, en 

relación con los votos emitidos, o bien, que los rubros correspondientes de 

las actas de escrutinio y cómputo aparecieran en blanco. Esto es, para la 

                                                 
26 La tesis de jurisprudencia fue publicada en Jurisprudencia y tesis relevantes 1997-2005. 
Compilación oficial, volumen Jurisprudencia, México, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, 2005, pp. 231-233. 
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Sala Superior existía error evidente, cuando había diferencias entre los 

rubros fundamentales.27 

 

Tales rubros eran aquellos en los que se consignan votos y correspondían a 

los tres siguiente aspectos: a) Ciudadanos que votaron incluidos en la lista 

nominal, en las sentencias del Tribunal Electoral, los representantes de los 

partidos políticos o coaliciones y, en su caso, en el acta de electores en 

tránsito en casillas especiales; b) Total de boletas depositadas en las urnas, 

y c) El resultado de la votación emitida, o bien, cuando se haya omitido 

alguno de estos datos. En caso que las diferencias o inconsistencias se 

presentaran en relación con las boletas recibidas y las boletas sobrantes, 

también podía verificarse el contenido del acta, siempre y cuando hubiera 

mediado petición de algún partido inconforme. 

 

De las 23,232 casillas que estaban relacionadas en los juicios de 

inconformidad procedentes y que fueron presentados por la Coalición por el 

Bien de Todos, la Sala Superior ordenó el recuento de 11,839, 

correspondientes a 149 distritos electorales de diversas entidades 

federativas de la República Mexicana.28  

 

Ello es consecuencia, en la gran mayoría de los supuestos, de la 

determinación adoptada por la Sala Superior, en el sentido de que para la 

procedencia de la apertura en los casos de errores evidentes no era 

necesario que lo hubiera solicitado el representante del partido político 

nacional o de la coalición en la sesión de cómputo distrital, porque por ese 

carácter evidente (la inconsistencia entre dos o tres de los rubros básicos), el 

consejo distrital respectivo estaba obligado a realizarla de manera oficiosa.  

 

                                                 
27 Los criterios relativos sobre la pretensión de nuevo escrutinio y cómputo por razones específicas, 
así como los efectos, por ejemplo, pueden consultarse en la interlocutoria del 5 de agosto de 2006, 
que recayó en el expediente identificado como SUP-JIN-188/2006. 
28 Acuerdo del Consejo de la Judicatura Federal del 7 de agosto de 2006. 
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Lo anterior, en razón de que el objeto principal de los consejos distritales era 

hacer la suma de los votos que correspondían a cada partido político 

nacional o coalición en todas las casillas instaladas en el distrito electoral y, 

precisamente, en el acta de cómputo distrital de cada elección se consignaba 

sólo el total de los resultados de la votación recibida en las correspondientes 

casillas. En aras de asegurar la vigencia del principio de certeza, cuando se 

advirtiera que había errores evidentes o que los datos del acta de escrutinio y 

cómputo estaban en blanco, se debía proceder a la apertura de los paquetes 

y el recuento de los votos,  para registrar datos reales. 

 

Por el contrario, si los errores correspondían a los rubros de total de boletas 

recibidas de la elección de Presidente o total de boletas sobrantes de la 

elección de Presidente (no usadas por los electores), que no habían sido 

inutilizadas por el secretario, o bien, entre dichos rubros y los fundamentales 

(siempre que estos últimos coincidan entre sí, porque en una situación 

distinta se trataría de un error evidente), se precisaba de la solicitud previa 

que el representante partidario o de la coalición formulara en la sesión de 

consejo distrital para el cómputo. La Sala Superior expresó que tales datos 

no correspondían a votos sino a elementos auxiliares para determinar la 

concordancia de los rubros relativos a votación (esenciales de votos), los 

cuales no incidían en la votación. 

 

El momento en que los representantes debían hacer tal planteamiento era en 

la sesión de cómputo distrital, porque la función de aquellos era la de vigilar 

el correcto desarrollo del proceso electoral y proteger su propio interés. El 

cumplimiento oportuno y en forma de esta carga de los representantes en la 

sesión de cómputo distrital obligaba a los integrantes del consejo distrital a 

realizar la apertura de los paquetes y a efectuar  el escrutinio y cómputo de la 

casilla. Para la Sala Superior, los representantes partidarios estaban en 

condiciones de advertir los errores o inconsistencias no evidentes, porque 

desde el escrutinio y cómputo en la casilla, les eran entregados los 
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ejemplares de las actas de la jornada electoral, así como de las actas de 

escrutinio y cómputo de casilla y, en su caso, de las hojas de incidentes. 

 

Desde mi punto de vista, para establecer cuáles eran los errores evidentes 

era y es razonable acudir al criterio diferenciador de los rubros 

fundamentales, de tal forma que no entran en aquella categoría los errores 

que derivan de los rubros auxiliares. Incluso, parece adecuado motivar dicha 

diferencia en la consideración de que los primeros están relacionados con los 

datos o cifras que son relevantes para el cómputo distrital. En efecto, así 

deriva de lo previsto en los artículos 247, párrafo 1, incisos e), f) y g); 249, 

párrafo 1, incisos c) y d); 250, párrafo 1, incisos c) y d); 256, párrafo 1, 

incisos a) y b), y 260, párrafo 1, incisos a) y b), del Código Federal de 

Instituciones y Procedimientos Electorales. 

 

Sin embargo, a partir de la consideración de que no existía una 

predeterminación o criterio precedente sobre el error evidente, a mi juicio, 

cabía extender el criterio del error evidente para comprender a aquellos que 

provenían de las discrepancias entre las cifras de votos y boletas.  

 

Lo anterior estaría justificado por las circunstancias siguientes: Los 

representantes partidarios y de las coaliciones no tenían precisión de qué era 

el error evidente y por ello tampoco sabían que estaban obligados a atender 

una carga procesal durante las sesiones de cómputo distrital. Es decir, no 

había predeterminación en cuanto a que de no cumplir en dicho momento 

con tal carga procesal, les imposibilitaría para exigir su reparación a través 

del juicio de inconformidad. Además, no se puede ignorar que entre los 

mismos datos fundamentales existía uno que también está referido a las 

boletas (sin negar que es la base para desprender la votación obtenida por 

cada partido político, coalición o candidato) y era el que corresponde a las 

boletas depositadas en la urna (antes conocido como ―boletas extraídas de la 

urna‖). 
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En este mismo sentido, debe considerarse que en el caso de las boletas 

pueden ocurrir situaciones complicadas en las que, por ejemplo, se 

establezca que se recibieron 768 boletas para la elección de Presidente 

(considerando que el número máximo de electores por casilla es de 750 y 

que adicionalmente se suman 18 boletas más para los representantes 

propietarios y suplentes de los partidos políticos, 8 actualmente), que votaron 

500 ciudadanos, las boletas depositadas en la urna fueron 500 y la votación 

total en la casilla fue de 500, por lo que, en principio, no habría un error 

evidente entre los rubros fundamentales, pero que sobraron 568 boletas (a 

pesar de que lo correcto era que hubieren sobrado 268), o bien, sólo 100. 

Como es claro, en el ejemplo se trata de un error que sólo ocurre respecto de 

los rubros de boletas, pero que podría estar originado en una conducta 

irregular dirigida a manipular los datos relativos a la votación  para hacerlos 

coincidir, mediante la incorporación de más boletas en el escrutinio y 

cómputo, o bien, la sustitución de boletas depositadas en la urna por otras 

que, en principio hubieran sobrado, pero que se hubieran utilizado para 

alterar la votación. 

 

Es claro, que para efectos de establecer si se trataba de un error en la 

anotación de los datos, lo mejor sería que en estos casos también se pudiera 

realizar la diligencia judicial de apertura de paquetes sin que para ello fuera 

un requisito insuperable el que se solicitara en forma previa durante el 

cómputo distrital y, sin justificación alguna, no se hubiera realizado la 

apertura de los paquetes electorales. 

 

Con un criterio más amplio, la Sala Superior hubiera realizado la apertura de 

unos 23,232 paquetes electorales, si se considera que eran el total de 

casillas involucradas en los juicios que fueron presentados por la Coalición 

por el Bien de Todos y que le fueron admitidos. Sin embargo, debe 

considerarse que de persistir la tendencia registrada en la recomposición de 
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los cómputos distritales realizados por  la Sala Superior, la reducción de la 

ventaja entre el candidato postulado por el Partido Acción Nacional y el 

registrado por la Coalición por el Bien de Todos seguiría siendo insuficiente o 

no determinante para modificar la categoría de ganador del primero de los 

mencionados. 

 

En efecto, si con 11,839 casillas (lo cual representa un 50.96% del total 

reclamado),29 la cantidad de votos del candidato del PAN decreció de 

15‘000,284 a 14‘997,528 (lo que equivale al 0.02%), esto es, 2,756 votos 

menos, y la del candidato de la Coalición por el Bien de Todos se incrementó 

de 14‘756,350 a 14‘758,472 (lo que corresponde al 0.01%), es decir, 2,122 

votos, entonces podría estimarse que las restantes 11,393 casillas (el 

equivalente a 49.04%) modificarían la cifra en un porcentaje menor. 

Ciertamente, mediante una proyección que partiera de esa tendencia, el PAN 

decrecería en 2,652 votos (lo que corresponde a una votación de 

14‘994,876) en tanto que la Coalición por el Bien de Todos incrementaría su 

votación en 2,042 (lo que representaría un total de 14‘760,514). De esta 

manera el triunfo, de conservarse las tendencias en el error no evidente, 

seguiría correspondiendo al candidato del Partido Acción Nacional. 

 

Es claro, que se trata de dos distintos tipos de error y que hacer 

proyecciones no necesariamente corresponde con la realidad; sin embargo, 

el presente ejercicio no tiene un carácter especulativo ni político, sino 

simplemente académico, en el que se atiende a lo razonable de los 

argumentos y datos que se consideran para hacer las proyecciones. 

 

En todos los juicios de inconformidad que fueron procedentes y en los cuales 

se solicitó el recuento, la Sala Superior acudió a otros datos de los 

documentos oficiales para verificar si subsistía el error, sin necesidad de 

recontar los votos, y de esa manera subsanar las inconsistencias. Por 

                                                 
29 Acuerdo del Consejo de la Judicatura Federal del 7 de agosto de 2006. 
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ejemplo, acudió a la lista nominal de electores utilizada el día de la jornada 

electoral, donde se marcaba el nombre de los ciudadanos que acudieron a 

votar, e igualmente revisó los datos que constaban en el acta de la jornada 

electoral para verificar cuántos ciudadanos habían votado en cada casilla y 

cuántas boletas fueron recibidas, a fin de establecer si el error era 

determinante o no, o bien, analizó el  recibo de documentación y materiales 

electorales entregados al presidente de la mesa directiva de casilla. 

 

Entre los criterios que se establecieron en el denominado incidente sobre la 

pretensión de nuevo escrutinio y cómputo por razones específicas, destacan, 

por una parte, que no había lugar a la apertura de los paquetes electorales: i) 

Si todos los datos coincidían (fundamentales y auxiliares); ii) Si sólo existía 

error entre los datos auxiliares pero los datos fundamentales coincidían, 

siempre que no se hubiere solicitado la apertura de los paquetes electorales 

en la sesión de cómputo distrital; iii) Si se había realizado previamente la 

apertura del paquete electoral en el consejo distrital, y iv) Si los rubros 

fundamentales y auxiliares coincidían, como efecto de que se hubiere 

realizado una verificación con otros datos que constaran en el expediente y 

que tuvieran carácter oficial. 

 

Había lugar a la apertura del paquete electoral: i) Si los datos fundamentales 

no coincidían o estaban en blanco y no se podía superar la diferencia 

mediante la revisión de los demás documentos oficiales que obraran en el 

expediente sobre la casilla, y ii) Si los datos relativos a las boletas no eran 

consistentes y se había solicitado la apertura en la sesión de cómputo 

distrital sin que se atendiera tal petición. 

 

En las mismas resoluciones interlocutorias del incidente sobre la pretensión 

de escrutinio y cómputo, la Sala Superior determinó otro criterio novedoso, 

porque advirtió que las intervenciones de los representantes de los partidos 

políticos o coaliciones, durante la diligencia, debían estar relacionadas con el 
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contenido específico de los votos y debían limitarse a señalar, en forma 

breve y concisa, el motivo de la oposición, según los siguientes supuestos: i) 

La marca en la boleta comprendía varias opciones; ii) La boleta estaba 

alterada o averiada, y iii) La boleta carecía de alguna marca, o bien, las 

razones contrarias para sostener la validez del voto. A pesar de que se utilizó 

una expresión que parece limitativa, taxativa o restrictiva, en los hechos los 

representantes partidarios y de las coaliciones pudieron aducir  razones 

diversas o adicionales a las señaladas, las cuales también fueron motivo de 

consideración por la Sala Superior en las ejecutorias recaídas en los juicios 

de inconformidad. 

 

2. Las lógicas distintas para la resolución de una misma problemática en el 
recuento de votos en el constitucionalismo de los Estados Unidos de 
América y en el de México 
 
Para el análisis de la calificación de la elección presidencial, me parece 

conveniente hacer un análisis de derecho comparado. En 1994, Giovanni Sartori 

acuñó la expresión metafórica Ingeniería constitucional comparada,30 para 

referirse a la perspectiva comparativa sobre el diseño de las estructuras, 

procedimientos y contenidos sustantivos o materiales de las normas 

fundamentales de cada Estado. Es una expresión que resulta muy afortunada para 

aludir al control de constitucionalidad, como se puede corroborar con los trabajos 

iniciales de Mauro Cappelletti31 y Héctor Fix Zamudio32, y especialmente en el 

control de la constitucionalidad en materia electoral, según ocurre con los trabajos 

de J. Cotteret y C. Emeri,33 Maurice Duverger34 y José de Jesús Orozco 

Henríquez.35 

                                                 
30 Idem, tr. Roberto Reyes Mazzoni, México, Fondo de Cultura Económica, 1994. 
31 La justicia constitucional (estudios de derecho comparado), tr. Luis Dorantes Tamayo, et al., 
México, Facultad de Derecho de la Universidad Nacional Autónoma de México, 1987. 
32 La garantía jurisdiccional de la Constitución mexicana: Ensayo de una estructuración procesal 
del amparo, México, Facultad de Derecho de la UNAM, 1955, y la ponencia general ―La 
Constitución y su defensa‖, en La Constitución y su defensa, México, Instituto de Investigaciones 
Jurídicas de la UNAM, 1984, pp. 11-85. 
33 Los sistemas electorales, Barcelona, Ariel, 1973. 
34 Instituciones políticas y derecho constitucional, 6ª. Ed., Barcelona, Ariel, 1988. 
35 ―El contencioso electoral, la calificación electoral‖..., pp. 1152-1288. 
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Mediante la obtención de principios y el establecimiento de puntos de 

acercamiento y diferencias, cuando se comparan las diversas experiencias 

jurídicas en el espacio y el tiempo, se refuerza la normativa constitucional o, mejor 

conceptualizado, el Bloque de Constitucionalidad. Además, se obtiene una mejor 

perspectiva para revisar y rectificar en aquellas deficiencias del diseño jurídico. El 

método comparativo y la eventual reforma del diseño constitucional, 

particularmente, en la cuestión electoral, están sujetos a ciertas condiciones o 

reglas, entre las cuales sobresale una de capital importancia: El contexto. 

 

Según lo destaca Dieter Nohlen, las características históricas, culturales, sociales, 

políticas, entre otras más en las cuales opera una institución, son decisivas para 

atribuir cierto efecto.36 Esto es más evidente en el caso de la trilogía 

correspondiente a sistema de gobierno, sistema electoral y sistema de partidos, a 

lo cual me permito agregar el control de la constitucionalidad en materia electoral. 

 

En un diseño constitucional están implicados aspectos variados que pueden 

identificarse, como la selección de una institución o instrumento específico; el 

diseño normativo de su estructura y los principios a que debe ceñirse, así como la 

ponderación de los efectos más o menos previsibles. 

 

En el nivel de selección u opción debe existir una definición sobre aspectos 

teóricos y conceptuales relevantes, así como la determinación de un modelo o el 

mejor sistema de entre las alternativas teóricas existentes (best system approach). 

Lo anterior, en el entendido de que dicha decisión debe obedecer a expectativas 

reales, no meramente ideológicas o programáticas, sobre los modelos que mejor 

se adecuen a las circunstancias que, por lo general, son complejas y específicas. 

Recuérdese que, muchas o, mejor dicho, la mayoría de las ocasiones, como lo 

sentenció James Bryce, no son las Constituciones las que fallan sino los hombres. 

                                                 
36 El contexto hace la diferencia: Reformas institucionales y el enfoque histórico-empírico, México, 
coed. Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM y Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, 2003, pp. 11. 
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A fin de evitar los efectos deficitarios de un diseño constitucional, ya sea mediante 

la interpretación del vigente o su reforma (lo cual corresponde a la última parte de 

mi trabajo), el mejor camino comienza por una decisión de principio que responda 

a las preguntas: Cuál es el mejor diseño para nuestra circunstancia y necesidades, 

así como cuáles son los alcances del sistema jurídico vigente. Es aquí cuando se 

debe reconocer que siempre hay modelos ideales, pero que las fórmulas más 

exitosas corresponden a las variantes de un modelo, incluso, a las fórmulas 

eclécticas que sean coherentes o consistentes con la Constitución federal y, en 

forma más amplia, con el bloque de constitucionalidad. Esto bajo el entendido de 

que se trata de una norma marco que contiene principios, y en materia de 

derechos humanos establece mínimos (minimo minimorum), cuya instrumentación 

corresponde a las legislaturas de los Estados y los legisladores Federal y locales 

(artículos 73 y 124 de la Constitución federal). 

 

No se debe desconocer, según lo sentencia Peter Häberle, que el concepto de 

sociedad abierta de intérpretes de la Constitución, en particular, se realiza en el 

campo de los derechos fundamentales y que su delimitación corresponde a sus 

protagonistas: jueces constitucionales, estudiosos del derecho y a los titulares del 

derecho lesionado o puesto en riesgo, así como, permítanme añadir, a los 

integrantes de los órganos legislativos, en tanto responsables de diseñar y 

estructurar el andamiaje jurídico, y todos como partícipes de la cooperativa 

realización de dichos derechos.37 

 

La adopción de una concreta institución, incluso, puede responder a una 

específica contingencia política y a los acuerdos de los diversos actores políticos 

que constitucional y legalmente estén legitimados para adoptar dichas 

determinaciones, en el marco de lo decidible (sin sobrepasar el llamado ―coto 

vedado‖, en la terminología de Ernesto Garzón Valdés) y con pleno respeto de las 

minorías, como ―una suma de historias, incluso contrapuestas‖ y en lo que debe 

                                                 
37 La libertad fundamental en el Estado constitucional, Granada, Comares, 2003, pp. 222 y 223. 
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configurarse como una auténtica democracia de consensos (y de cohabitación), en 

una sociedad que, por definición, es heterogénea o plural. Dicho en términos 

kelsenianos, en la esencia de todo régimen democrático se advierte la 

colaboración continuada entre mayoría y minoría, la cual desemboca en el logro 

de compromisos programáticos que fundamentan las coaliciones de gobierno.38 

 
Sin desconocer la premisa anterior, es paradigmática la decisión adoptada a las 

10 de la noche del 12 de diciembre de 2000 por la Suprema Corte de los Estados 

Unidos de América, en el caso Bush versus Gore (531 U. S. 98 del 2000), porque 

a través de ella se anula la sentencia del Tribunal Supremo de Florida –como se 

anticipó- que permitía el recuento y que fue dictada el 8 de diciembre de 2000.  

 

En el asunto destaca lo paradójico de que con aproximadamente 500,000 votos 

menos de los ciudadanos, Bush ganó en las elecciones presidenciales del 2000, 

como consecuencia de que lo que definitivamente cuenta son los votos de los 

colegios electorales; esto es, la Comisión Electoral Estatal certifica una lista de 

electores para el candidato ganador en la entidad federativa, ya que en la 

Constitución de 1787 se establece que son los votos electorales, distribuidos 

Estado por Estado, los que definen la elección presidencial.  

 

George Bush tenía 271 votos si se consideraban los de Florida, mientras que Al 

Gore poseía 266. Esta circunstancia, aunada a otras más,  llevó a cuestionar la 

legitimidad de George Bush, a pesar de que Gore se desistió de todas sus 

controversias contra la elección del año 2000 y el 13 de diciembre de 2000, 

reconoció su derrota.39 De esta manera, para algunos, dicha decisión de la 

                                                 
38 Kelsen, Hans, Esencia y valor de la democracia, tr. Rafael Luengo Tapia y Luis Legaz y 
Lacambra, México, Colofón, 1992,  Pp. 84 y ss. 
39 Por ejemplo, se decía que los abogados de George Bush eran familiares de algunos de los 
integrantes de la Suprema Corte; que su hermano Jeff Bush, a la sazón gobernador de Estado de 
Florida había intervenido en la elección de dicha entidad federativa, a pesar de que se había 
declarado impedido para participar en los procedimientos de la Comisión Electoral Estatal, firmó el 
certificado exigido por la ley federal y lo remitió a Washington tan pronto como la Comisión adoptó 
su decisión; una gran cantidad de tarjetas electorales había sido destruida porque muchos votantes 
habían escogido, al mismo tiempo, a dos candidatos opuestos: Al Gore y Pat Buchanan, o que los 
votantes negros habían sido discriminados como consecuencia de la aplicación de una ley de 
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Suprema Corte de los Estados Unidos de América ―cuestionó la autoridad del 

derecho y ocasionó una crisis de legitimidad‖.40 Sin embargo, autores como Owen 

Fiss reconocen que si el conteo de la votación se hubiera llevado a cabo, también 

hubiera resultado ganador George Bush.41 

 

De la ejecutoria destaca no sólo el contexto de la votación sino el cuestionamiento 

de la reducida ventaja obtenida por George Bush y Richard Cheney frente al 

vicepresidente Albert Gore Jr. y el senador Joseph Liebermann, porque el 8 de 

noviembre de 2000, el recuento mecánico en el Estado de Florida daba una 

ventaja de apenas 1,784 votos a Bush (contaba con 2‘909,135 ante los 2‘907,351 

de Gore). El nuevo recuento redujo más la diferencia a 327, ya que en supuestos 

en que la misma es menor a 0.5%, es posible realizar un nuevo recuento, de 

acuerdo con la legislación de Florida. 

 

El Partido Demócrata reclamó el recuento manual en cuatro condados (Volusia, 

Palm Beach, Broward y Miami Dade), por su parte, el Partido Republicano, sin 

éxito, solicitó la paralización del recuento. La razón de la negativa del Tribunal 

Supremo de Florida era que no había motivos para considerar inconstitucional la 

ley de Florida que autorizaba a las comisiones electorales de los condados para 

que se procediera a los cómputos manuales de las tarjetas, en caso de 

impugnación. Dicho tribunal local concluyó que la pretensión de los demócratas 

para recontar manualmente unos 9,000 votos dudosos y no computados era 

conforme a derecho y para el efecto estableció como plazo para concluir el 

recuento (el 26 de noviembre de 2000). Los republicanos recurrieron ante la 

Suprema Corte de los Estados Unidos, la cual, el sábado 9 de diciembre de 2000, 

por la tarde, suspendió el recuento y, finalmente, resolvió que debía revocarse la 

sentencia del tribunal estatal. 
                                                                                                                                                     
Florida que no permite votar a las personas condenadas por delitos graves; además, de los 
problemas que se destacan sobre la perforación de las tarjetas electorales en forma defectuosa. 
Vid, Beltrán de Felipe, Miguel y González García, Julio V., op. cit., p. 600, así como el libro de 
Owen Fiss, El derecho como razón pública, Esteban Restrepo Saldarriaga, Madrid, Marcial Pons, 
2007, p. 294. 
40 Fiss, Owen, op. Cit., p. 296. 
41 Op. Cit., p. 299. 
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Uno de los jueces de la minoría formuló voto particular y estableció que la mayoría 

había vulnerado la competencia última del Tribunal Supremo de Florida en 

relación con los asuntos de la legislación local y que la Suprema Corte carecía de 

competencia. En cuanto a la revocación del recuento sentenció: ―Contar cada voto 

legalmente emitido no puede constituir un daño irreparable. E impedir que el 

recuento manual se complete terminará, irremediablemente, por suscitar dudas 

sobre la legitimidad de las elecciones‖. 

 

De acuerdo con las estadísticas, según consideró la Suprema Corte en su 

sentencia, aproximadamente el 2% de los votos depositados no se computan 

como votos a favor de algún candidato, porque deliberadamente así lo ha hecho, 

ya sea por algún tipo de error (por ejemplo, al marcar el voto a favor de dos 

candidatos, o bien, por no señalar o marcar adecuadamente la papeleta) o por 

otras razones. En el caso, para la Suprema Corte estaba demostrado que las 

máquinas de votación mediante la perforación registraban fallas porque un cierto 

número de papeletas no eran perforadas de una forma limpia y completa; sin 

embargo, era algo que sólo correspondía mejorar al legislador. 

 

En la ejecutoria se estableció la tesis central de que el derecho de voto activo no 

sólo está protegido en cuanto a su titularidad sino que, la protección equitativa 
de las leyes, tenía cobertura para el momento y las condiciones de su ejercicio; 

sin embargo, en razón del imperativo del derecho a votar en condiciones de 

igualdad, el Estado no podía valorar en forma diferenciada los votos de los 

ciudadanos, mediante tratamientos dispares o arbitrarios (Harper versus Virginia 

Board of Elections, 383 US 663, 665 819669), y que ―Al igual que la prohibición 

total del derecho a votar libremente aniquila este derecho, también lo hace la 

alteración o disminución del valor del voto de un ciudadano‖ [Reinolds versus 

Sims, 377 US 533,55 (1964)]. 
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 Esto es, la litis, según la Suprema Corte, estaba centrada en determinar si la 

modalidad de recuento que derivaba de la sentencia del Tribunal Supremo de 

Florida era conforme con la obligación de impedir los tratamientos arbitrarios y 

dispares de todos los miembros del electorado. 

 

El problema, de hecho, radicaba en la perforación inadecuada de las tarjetas o 

papeletas de votación, ya que no se habían punzado con precisión para ser 

computadas por las máquinas, ya sea por error o por omisión. Es decir, no se 

habían perforado o no se habían perforado del todo, porque el trozo de papel no 

se desprendió o porque se hizo un pequeño agujero apenas perceptible. No se 

consideró como una garantía suficiente el que el Tribunal Supremo de Florida 

dispusiera que debía determinarse el verdadero sentido del voto o la intención real 

del votante, ya que no había criterios específicos para que dicho recuento no 

deviniera en arbitrario o desigual. 

 

La cuestión estribaba en interpretar las marcas, los agujeros o las rayas en un 

objeto inanimado, un trozo de cartón o de papel, mediante el establecimiento de 

reglas concretas que estuvieran destinadas a asegurar el tratamiento uniforme e 

igualitario de los votantes. Sin embargo, la experiencia demostraba que los 

criterios para aceptar o rechazar una papeleta dudosa variaban de uno a otro 

condado según variaran los equipos de recuento e, incluso, un mismo grupo podía 

modificar sus criterios de evaluación o adoptar criterios distintos. 

 

Además, en la ejecutoria se establece el notorio criterio aplicado por el Tribunal 

Supremo de Florida cuando, durante el recuento de los votos de dos condados 

Palm Beach y Broward, ya que en el caso del primero de los mencionados utilizó 

un criterio más benigno que el del segundo de los condados, por lo cual dio por 

buenos tres veces más votos que antes había rechazado, lo cual era notoriamente 

desproporcionado si se atendía a la diferencia de población en cada condado. 

Igualmente, de manera irregular se habían incluido los recuentos de esos dos 
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condados y el de Miami-Dade en el escrutinio total de votos. El recuento se llevó 

no sólo a los undervotes sino también a los overvotes.  

 

El Tribunal Supremo de Florida no consideraba los casos de los ciudadanos cuya 

papeleta había sido perforada de manera incorrecta pero que el recuento manual 

no había considerado, ni el supuesto del ciudadano que perforó en dos rubros su 

boleta y que el recuento no pudo detectar, o viceversa, cuando en el cómputo por 

la máquina se había considerado como válido ese caso y que no había sido objeto 

de análisis en el recuento manual.  

 

Por último, se señaló que se habían formado equipos para el recuento con jueces 

de varios circuitos que no tenían experiencia en dichas operaciones y que  no se 

les permitió hacer consideraciones u observaciones al recuento, mientras que a 

los observadores sí. 

 

El aspecto que resulta notorio es el relativo a la brevedad para el cumplimiento de 

la ejecutoria, porque, a juicio de la Suprema Corte, justificaba la anulación de la 

decisión del Tribunal Supremo de Florida, puesto que la rapidez no era una 

justificación suficiente para ignorar las garantías de protección equitativa de las 

leyes, máxime que no se especificaba quiénes debían realizar el recuento (se 

habían integrado equipos de jueces de varios distritos) y no se atendían las 

mínimas exigencias procedimentales para proteger el derecho fundamental de 

cada votante. Hubo un voto disidente del juez Breyer, quien sostenía la necesidad 

de diseñar un procedimiento de recuento adecuado antes del 18 de diciembre; sin 

embargo, la mayoría consideró que ello no era conforme con la legislación local. 

 

En coincidencia con Fiss,42 es incuestionable que la doctrina adoptada por la 

Suprema Corte sobre el principio de igualdad es equivocada, porque se pueden 

presentar tratamientos inconsistentes en el recuento manual de votos, como los 

advertidos por dicho órgano jurisdiccional en su ejecutoria, pero ello no estaba 

                                                 
42 Op. cit., p. 304. 
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relacionado como una violación de la cláusula de la igual protección, ya que dicha 

cláusula se refiere a los tratamientos discriminatorios, con motivo de la raza, el 

origen étnico o el género, las cuales tienen por efecto poner en una situación de 

desventaja sistemática a grupos sociales de diversa índole. 

 

El contraste con la decisión adoptada por la Sala Superior del Tribunal Electoral 

del Poder Judicial de la Federación es notorio, puesto que mientras la Suprema 

Corte de los Estados Unidos de América revocó el recuento y la inclusión de los 

votos recontados hasta antes de la suspensión, porque no había criterios 

uniformes para dicho efecto, como tampoco órganos o funcionarios 

experimentados para el recuento, procedimientos predeterminados, espacio para 

que los jueces responsables del recuento formularan observaciones y plazos 

breves, en el caso de México, se precisó un procedimiento ad hoc, a partir de la 

instrumentación de las facultades expresas, para incluir las explícitas; se echó 

mano de la judicatura federal (magistrados de circuito, jueces de distrito y 

magistrados de las salas regionales), así como del apoyo de las autoridades 

administrativas electorales, para realizar las diligencias; se admitió la posibilidad 

de que los partidos y coaliciones, a través de sus representaciones, participaran 

en el recuento; aunque se limitó la actividad de las autoridades responsables del 

recuento, se reservó la decisión sobre la validez de los votos a una instancia 

terminal, lo que aseguraba una mayor coherencia o consistencia en la calificación 

o determinación sobre la validez de los votos, y se estableció un plazo no mayor a 

cinco días para la realización del recuento. 

 

Como se advirtió, respecto de la elección presidencial se presentaron 377 juicios 

de inconformidad, de los cuales el Partido Acción Nacional fue actor en 133, 

mientras que la Coalición por el Bien de Todos, lo fue en 240 y sólo 4 

correspondían a ciudadanos.  

 

De los medios de impugnación presentados por la Coalición por el Bien de Todos, 

23 fueron infundados, 60 improcedentes y 157 fundados en parte. De esta manera 
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sólo se involucraban 23,232 casillas por dicha coalición. De ahí que por una 

cuestión de congruencia externa entre las sentencias recaídas en los juicios de 

inconformidad y lo impugnado en las demandas respectivas presentadas por la 

coalición no era posible extender el análisis de la Sala Superior a casillas que no 

estaban impugnadas. Además, como se ha señalado, en el sistema de medios de 

impugnación federal existía y existe hasta la fecha un principio de definitividad, lo 

cual implica que los cómputos y resultados no impugnados eran definitivos e 

inatacables. Los actos de autoridad, sobre todo, se reputaban válidos, porque 

respecto de ellos operaba una presunción legal. 

  
 



III. La calificación de los votos reservados en las sentencias de los juicios de 
inconformidad 
 
Como consecuencia de las diligencias que se efectuaron en cumplimiento de las 

decisiones que recayeron en los incidentes sobre la pretensión de nuevo 

escrutinio y cómputo por razones específicas, los representantes de los partidos 

políticos y las coaliciones formularon observaciones sobre las boletas electorales, 

para destacar las marcas múltiples en las propias boletas electorales, su alteración 

o la ausencia de una marca, o bien, la oposición a dichos señalamientos.  

 

La calificación sobre dichas irregularidades se reservó para la Sala Superior, 

cuando resolviera los juicios de inconformidad, por lo que las autoridades 

jurisdiccionales que intervinieron en las diligencias sobre el incidente se limitaron a 

destacar tales observaciones en el acta y a separar las boletas reservadas y 

enfatizar dicha situación en el reverso de la propia boleta. 

 

Al respecto, se puede observar, por ejemplo, en la sentencia que recayó en el 

juicio de inconformidad con número de expediente SUP-JIN-188/2006, la 

impugnación de 107 casillas de las 453 del Distrito Electoral Federal en el Estado 

de Querétaro; la realización del recuento en 88 casillas que correspondían a dicho 

distrito electoral, por lo cual fueron modificadas las actas de escrutinio y cómputo 

de tal distrito, y la objeción de 57 votos correspondientes a 27 casillas. 

 

En aplicación de la suplencia de la deficiencia de los agravios (artículo 23, párrafo 

1, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral), 

se advirtió que la Coalición por el Bien de Todos había solicitado la nulidad de la 

votación recibida en casilla por error, pero que era posible que la Sala Superior 

ordenara el recuento de la votación. La misma Sala Superior también ordenó el 

recuento en aquellos casos en que se hubiere advertido alguna inconsistencia en 

los rubros fundamentales (los cuales ya se precisaron en el capítulo II del apartado 
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2 de este documento) con independencia de que así se hubiera solicitado 

expresamente. 

 

Otro aspecto destacado es que en plenitud de jurisdicción (artículo 6°, párrafo 3, 

de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral), la 

Sala Superior corrigió los cómputos distritales. 

 

En las consideraciones de la Sala Superior sobresale el carácter de derecho 

fundamental del derecho de votar, así como los principios constitucionales que 

rigen el ejercicio del voto, como lo son los de sufragio universal, libre, secreto y 

directo, y el derecho de los ciudadanos de gozar, sin ninguna distinción 

discriminatoria y sin restricciones indebidas, del derecho de votar y ser elegido en 

elecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por 

voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores 

[artículos 35, fracción I, y 41, fracción I, de la Constitución federal; 25, inciso b) del 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, así como 23, parágrafo 1, 

inciso b), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos]. La tesis 

fundamental al respecto era que el voto debe ser igual (“un individuo, un voto”), 

por lo que el voto de cada individuo debe contar y ser contado solamente por uno 

y que ningún voto debe valer más que otro. 

 

Además, se advirtió que dicho derecho de voto está asociado con la libertad de 

expresión (artículo 6°, primer párrafo), puesto que debe permitirse que los 

ciudadanos voten libre, informada y razonadamente, conociendo todas las 

opciones políticas y teniendo la información relevante. Por eso y en atención a lo 

dispuesto en el artículo 230, párrafo 1, del entonces vigente Código Federal de 

Instituciones y Procedimientos Electorales, la calificación de los votos objetados, 

es decir, la determinación, en forma razonada, de la validez o la nulidad del 

sufragio, en conformidad, preponderantemente, con una interpretación sistemática 

y funcional de las normas aplicables, debe privilegiar la teleología o la finalidad de 

las mismas para que la emisión del voto ciudadano surta plenamente sus efectos. 
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Esta sentencia es paradigmática, porque permite advertir las dificultades que los 

magistrados integrantes de la Sala Superior tuvieron que sortear en la calificación 

de los votos. En muchos casos se preservó el voto de cada ciudadano, siempre 

que fuera posible desprender de forma clara y cierta la verdadera voluntad del 

elector. En los casos dudosos, en la ejecutoria se insertaba la imagen de la boleta 

respectiva y se describían los detalles de la marca, para explicar por qué razones 

se debía llegar a cierta conclusión. Destacan casos en que la marca no era nítida; 

la marca abarcaba uno o más recuadros de los emblemas de los partidos políticos 

nacionales o las coaliciones; existían ciertas averías en las boletas; aparecían 

manchas como resultado de los dobleces de la boleta; la marca aparecía como 

una huella digital en lugar del crayón; la marca poseía el carácter de marca 

inobjetable y más destacada; la utilización de leyendas en lugar de marcas; el 

carácter manifiesto de la marca; el carácter inequívoco de una marca por su 

forma, tamaño y firmeza en el trazo, frente a otra que fuera irregular, poco nítida y 

de carácter nada ordinario; la existencia de manchas de tinta indeleble, etcétera. 

 

Es paradigmático el caso de una boleta electoral cuestionada que corresponde a 

la casilla 336 contigua 2, lo cual aparecía con una marca (cruz) en el recuadro 

correspondiente a la Coalición Alianza por México, mientras que en los tres 

emblemas del lado opuesto se apreciaba la leyenda “RATEROS”. De acuerdo con 

los criterios que se utilizaban en los diversos casos de boletas electorales 

cuestionadas, dicha boleta podía considerarse como un voto válido a favor de 

dicha coalición. En efecto, así podía ocurrir, ya que en el recuadro de un emblema 

aparecía una marca que podía ser valorada como consistente con lo previsto en el 

artículo 230, párrafo 1, inciso a), del Código Federal de Instituciones y 

Procedimientos Electorales, mientras que la leyenda de los otros tres emblemas 

podía interpretarse como coherente con esa clara manifestación de voluntad, en 

tanto que sólo hacía patente un claro rechazo o interpretarse como una 

manifestación clara de desaprobación. Sin embargo, la Sala Superior optó por 

evaluar el voto como nulo, en virtud de que la boleta tenía un objeto legal 
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predeterminado en la ley, el cual consistía en  la emisión del voto del ciudadano, a 

través de ciertas medidas que daban certeza a la manifestación de voluntad, en 

tanto que la leyenda, finalmente, implicaba una serie de marcas que impedían 

determinar “con certeza, objetividad y en forma manifiesta cuál era la voluntad del 

ciudadano”. 

 

En dicho caso, tres de los siete magistrados integrantes de la Sala Superior 

formularon un voto particular, en el sentido de que dicho voto debía calificarse 

como válido, ya que la cruz se debía considerar como adhesión o una elección 

favorable, mientras que la expresión implicaba rechazo a otras fuerzas políticas, 

por lo que debía manifestarse en un sentido lógico e inequívoco: Esto es, “tal 

partido y su candidato son los que elige el ciudadano, mientras que hacia los otros 

manifiesta su repudio”. Para la minoría era inconcuso que la boleta electoral no 

era el único vehículo para expresar el sentir o la opinión del ciudadano hacía lo 

que constituye cada una de las ofertas políticas, actuación pública, historia, 

directivos, militantes o simpatizantes, porque existían otros medios adecuados que 

están sujetos a limitaciones constitucionales. Es decir, para la minoría debía 

aceptarse que la boleta no sólo representaba la oportunidad para manifestar el 

sentido del voto sino para expresarse con plena libertad y secrecía sobre el 

régimen de partidos políticos y sus correspondientes candidatos, por lo que si 

también era posible preservar el voto, debía procederse en consecuencia. 

 

En diversos casos de que conoció la Sala Superior se presentaron votaciones 

divididas en cuanto a la valoración de los votos nulos o válidos. Esto significa que 

la decisión adoptada por la Sala Superior para reservar la calificación de los votos 

a una instancia terminal como lo es la propia Sala Superior fue acertada. De 

manera que si la calificación se hubiera dejado en manos de los 142 magistrados 

de circuito, los 37 jueces de distrito y los 15 magistrados electorales de las salas 

regionales, en conjunción con los representantes de los partidos políticos y las 

coaliciones, durante la realización de la diligencia judicial sobre la apertura de los 
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paquetes electorales, se hubieran establecidos más criterios poco uniformes y 

dispares, lo cual habría dificultado más la calificación de la elección presidencial.  

 

Es decir, si en un órgano colegiado de siete magistrados electorales integrantes 

de la Sala Superior fue difícil encontrar un consenso para todas las sentencias de 

inconformidad en que se hubiera establecido la validez o no de un voto, con mayor 

razón lo habría sido para los demás jueces de distrito, magistrados de circuito y 

magistrados electorales que participaron en las diligencias indicadas, dadas las 

diversas formas de apreciar la voluntad de los electores expresada en las boletas 

electorales. 

 

En este sentido debe destacarse que en la resolución de los juicios de 

inconformidad, prácticamente, fue la valoración de los votos nulos o válidos, el 

aspecto que generó discrepancias en las posiciones de los magistrados 

integrantes de la Sala Superior. Aunque es claro que los integrantes de las mesas 

directivas de casillas (más de 130,477) pueden tener un mayor número de criterios 

divergentes; sin embargo, ese es el costo que debe pagarse por confiar el 

desarrollo de la jornada electoral a ciudadanos que, aunque capacitados y siendo 

los mejores para desempeñar dicha tarea, no son parte de una administración 

especializada, lo cual, de existir, sería insostenible, si se considera que se trata de 

más de 518,617 ciudadanos.1 

 

Por esa razón creo que es adecuado que los magistrados electorales, ya sea en 

las instancias federal o locales, realicen dicha función, lo cual debe preverse en 

disposiciones legales, a fin de dar certeza y objetividad a las autoridades 

administrativas y jurisdiccionales, y sobre todo a los justiciables. 

  
 

                                                 
1 Vid., Zavala Arredondo, Marco Antonio, Cuándo cuenta un voto,…, pp. 10-13. 



IV. La Reforma Constitucional de 2007 y legal de 2008 en materia de 
calificación de la elección presidencial 
 

En el Estado constitucional y democrático de derecho es clave fundamental para 

los responsables de la función electoral la observancia de sus principios rectores: 

Certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y objetividad. Es a través del 

ejercicio de sus atribuciones por los servidores electorales, sobre todo de aquellos 

que integran el órgano superior de dirección del Instituto Federal Electoral, como 

la sociedad y los distintos actores políticos pueden constatar la legitimidad 

democrática de dicho ejercicio. 

 

El hecho de que dichos principios no hubieren sido objeto de alguna modificación 

en las reformas constitucionales en materia electoral de 1993, 1994, 1996 y la más 

reciente del 13 de noviembre de 2007, son muestra palmaria de su vigencia, la 

cual se remonta al 6 de abril de 1990. Dicho en perspectiva técnica, de su 

corrección. 

 

La aplicación de las normas constitucionales, las cuales son el fundamento del 

sistema jurídico nacional, específicamente, del sistema de la democracia 

mexicana, demanda un ejercicio de la función electoral y su verificación a través 

del paradigma del control por vía jurisdiccional,1 lo cual debe estar orientado a dar 

la máxima vigencia a los propios principios y valores que informan al régimen 

republicano, representativo, democrático y federal, para la renovación de los 

poderes legislativo y ejecutivo, mediante elecciones libres, auténticas y periódicas.  

 

La perspectiva garantista lleva a advertir que dichos principios deben guiar el 

trabajo de preparación de los procesos electorales y la resolución de los medios 

de impugnación, porque, sobre cualquier otra cuestión, están previstos en la Ley 

Suprema de toda la Unión (Constitución federal y tratados internacionales 

                                                 
1 ARAGÓN, Manuel, Constitución y control del poder, Buenos Aires, Ciudad Argentina, 1995. p. 91. 
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suscritos por México, como lo ha advertido la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación). 

 

Es necesario insistir en los alcances de dichos principios rectores de la función 

electoral cuando se hace referencia a la aplicación de normas jurídicas. De esta 

forma, se reconoce por: 

 
Certeza como el conocimiento seguro y claro en la materia electoral que, por una 

parte, deriva de la recta interpretación y la aplicación del derecho, cuando está 

desprovista de concepciones personales que deriven de las propias y exclusivas 

vivencias de los integrantes de los órganos electorales, así como de su interés 

personal. El deber de la autoridad electoral es dar certeza a los ciudadanos y los 

partidos políticos, a la sociedad en general, por medio de sus decisiones. La nota 

cualitativa que debe distinguirlas es la claridad y la previsibilidad sobre los 

alcances del marco jurídico que rige en la materia, para el efecto de que, por una 

parte, aquellos puedan planificar su propia actividad sobre bases de racionalidad y 

desterrar cualquier vestigio de vaguedad o ambigüedad, así como de duda o 

suspicacia, a fin de que, por otra, los procesos electorales adquieran el carácter de 

auténticos;2 

 
Legalidad como el imperativo de sujetar el ejercicio de las facultades a lo prescrito 

en las normas jurídicas formal y materialmente consideradas: La interpretación y 

aplicación de la Ley debe ser conforme con los principios y los valores de la 

preceptiva constitucional;3 

 
Independencia en tanto entereza de ánimo de los depositarios del poder público 

del Estado para atender a los mandatos jurídicos sin ceder a las presiones 

encubiertas o francas de los actores políticos. Sin embargo, ello no debe 

                                                 
2 Vid, Abbagnano, Nicola, Diccionario de filosofía, tr. Alfredo N. Galletti, 2ª ed., México, Fondo de 
Cultura Económica, 1995, pp. 159-161. 
3 Cfr., Bobbio, Norberto, “Legalidad”, Diccionario de Política, Norberto Bobbio, et. al. 
(coordinadores), tr. Raúl Crisafio, et. al., México, Siglo Veintiuno, 1983, pp. 862-866. 
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traducirse en un proceso que desconozca el papel que, como interlocutores, 

tienen quienes integran los organismos electorales, para escuchar y ponderar las 

razones diversas, inclusive, admitiendo que deban prevalecer sobre las posiciones 

o conclusiones propias, por estar ajustadas al marco jurídico; 

 
Imparcialidad para decidir los asuntos que son objeto de su decisión sin asumir 

posturas en contra o en favor de las partes, los ciudadanos o sus organizaciones, 

las agrupaciones políticas nacionales, los partidos políticos nacionales o ciertos 

grupos políticos. No se puede asumir una predisposición de ánimo originada en 

actitudes discriminatorias o diferenciadas que desconozcan la igual consideración 

que se debe a los actores políticos, o bien, cuando el impedimento para ejercer 

sus atribuciones tenga como nota definitoria cierto prejuicio sobre algún tema, y 

 
Objetividad que tiene como nota definitoria la asunción de sus determinaciones 

en función de criterios técnicos y científicos, así como de aquellos que están 

originados en datos ontológicos o de la propia realidad, sin manipulaciones o 

adulteraciones, los cuales, a su vez, sean verificables. Las determinaciones o las 

resoluciones de la autoridad electoral deben basarse en el conocimiento fiel, 

confiable y sin ambages de los hechos y la aplicación del derecho válido. Se debe 

reducir al mínimo la posibilidad de errar. 

 

Es cierto que el dinamismo del fenómeno electoral ha desatado continuas 

reformas, lo cual es positivo, porque implica la renovación de los acuerdos 

políticos y su expresión en normas jurídicas. Este continuo legitima al sistema 

jurídico y no debe ser desconocido por los operadores políticos, en aras de lo que, 

por un lado, se ha dado en llamar el principio de deferencia al legislador 

democrático y, por el otro, tiene expresión en el postulado del legislador racional, 

como regla interpretativa. 

 

En cuanto a la permanente adecuación del sistema jurídico nacional a las nuevas 

demandas del sistema de la democracia mexicana, con Bobbio, debe decirse 
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“Para un régimen democrático, estar en transformación es el estado natural; la 

democracia es dinámica; el despotismo es estático y siempre igual a sí mismo”.4   

 

Hay varios aspectos que fueron objeto de la reciente reforma constitucional, los 

cuales deben estimarse como de primer orden.  

 

El legislador ordinario federal ha impactado la reforma constitucional electoral en 

el ordenamiento federal mediante la realización de una revisión integral del Código 

Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, para la promulgación de 

uno nuevo.  

 

Además, también llevó a cabo la modificación del resto de la legislación 

secundaria, como sucede con la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación 

y la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral. Lo 

primero facilita el conocimiento de la preceptiva jurídica para los responsables de 

aplicar la reforma, al concentrar sus implicaciones en un único cuerpo legal. Lo 

otro se significa porque implica una revisión integral, sistemática y cuidadosa de 

los diversos ordenamientos legales para ajustarlos a las nuevas reglas y principios 

constitucionales que derivan de la reciente reforma constitucional electoral. La 

definición anterior es una decisión que atañe a la política legislativa.5  

 

Sin embargo, la reforma tuvo algunos déficits, uno de los cuales, es capital e 

imperdonable, en razón de la experiencia reciente: La nulidad de la elección 

presidencial. 

 

La reforma constitucional en materia electoral del 13 de noviembre de 2007 está 

orientada por los siguientes grandes ejes temáticos: 

 

                                                 
4 El futuro de la democracia, tr. José F. Fernández Santillán, México, Fondo de Cultura Económica, 
1986, p. 7. 
5 GUTIÉRREZ PARADA, Oscar, Técnicas normativas, México, Universidad Pontificia de México y 
Diseños y técnicas normativas, 2006, 233 pp. 



 5 

El reconocimiento de que no existen derechos absolutos. La libertad de expresión 

e, incluso, el derecho a la información de los electores como derechos 

fundamentales gozan de ciertas garantías constitucionales que potencian su 

ejercicio; pero, en el ámbito de los procesos electorales está condicionada por el 

respeto de ciertos principios constitucionales colectivos como lo son la equidad en 

la contienda electoral y la imparcialidad de los servidores públicos, así como 

individuales como ocurre con la dignidad de las personas y, permítase la 

extensión, la imagen pública de los partidos políticos. 

 

El rechazo del corporativismo militante. La necesidad de asegurar que los partidos 

políticos sean instrumentos para asegurar el acceso al poder público del Estado 

en beneficio de los ciudadanos y no de oligarquías, como lo anticipó Michels, 

desde principios del siglo XX. El texto constitucional vigente proscribe la afiliación 

corporativa y la intervención de grupos en la constitución de los partidos políticos. 

 

Confirmación de la capacidad auto-organizativa y auto-regulativa para los partidos 

políticos. 

 

Nuevas reglas para el otorgamiento del financiamiento público, sus topes y la 

liquidación de los partidos que pierdan su registro. 

 

Confirmación de la equidad como principio directriz en el acceso a los medios de 

comunicación social para los partidos políticos y establecimiento de nuevas reglas 

en el caso del acceso a la radio y la televisión, en forma tal que se asegure la 

equidad en la contienda electoral, en la actividad ordinaria partidaria y en las fases 

de precampañas y campañas electorales. Establecimiento del carácter del Instituto 

Federal Electoral como máxima autoridad en la administración de los tiempos 

estatales en materia electoral. La difusión de contiendas electorales en que 

prevalezca la presentación de candidaturas y la divulgación de programas de 

gobierno y legislativos son las tareas relevantes en la contienda electoral. Sujeción 
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de las precampañas y campañas a plazos electorales en orden a reforzar la 

equidad en la contienda electoral. 

 

Rediseño institucional en el Instituto Federal Electoral con la creación de la 

Contraloría General y de la Unidad de Fiscalización; la revisión de las reglas para 

la elección y duración en el cargo de los consejeros electorales, y el 

reconocimiento de que el Instituto Federal Electoral puede organizar los procesos 

electorales locales. 

 

Otras modificaciones más corresponden al ámbito del sistema de administración 

de justicia en materia electoral y los principios que rigen en la materia para los 

Estados y el Distrito Federal. 

 

1. Una reforma deficitaria 
 
En la pasada reforma constitucional y la legal en materia electoral, esta última 

publicada el 14 de enero de 2008, en el Diario Oficial de la Federación, con 

independencia de sus innegables méritos y avances, así como de otras falencias, 

en relación con la calificación de la elección presidencial tiene ciertas deficiencias 

que son las que se destacarán enseguida. 

 

No se estableció un tipo expreso por el cual se determinaran los elementos 

normativos de la causa de nulidad genérica para la elección de Presidente de los 

Estados Unidos Mexicanos, a diferencia de lo que ocurre para la elección de otros 

cargos como lo son los de diputados o senadores al Congreso de la Unión 

(artículos 78 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 

Electoral), en los cuales se establece un tipo genérico para la nulidad de la 

elección respectiva en los distritos electorales uninominales o de entidad 

federativa.6 

                                                 
6 Cfr., José de Jesús Orozco Henríquez y Juan Carlos Silva Adaya, “Criterios jurisprudenciales 
sobre medios de impugnación y régimen de nulidades en materia electoral”, Formación del derecho 
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Sólo se reconocieron tres tipos de causas de nulidad específicas de la elección de 

Presidente de la República (artículo 77 bis de la ley adjetiva invocada). Una 

primera por la acreditación de causas de nulidad de votación recibida en casillas, 

cuando estas representen, al menos, el veinticinco por ciento de las casillas 

instaladas en el territorio nacional, siempre que no se haya corregido durante el 

recuento de votos. La segunda, si en el territorio nacional no se instala el 

veinticinco por ciento o más de las casillas y consecuentemente la votación no 

hubiere sido recibida. En tanto que la tercera está representada por la 

inelegibilidad del candidato ganador de la elección. 

 

Existen referencias normativas que llevan a advertir la posibilidad de que la 

elección presidencial sea anulada, mas no se establecen los supuestos o hipótesis 

normativas genéricas. Por ejemplo, en el artículo 85 constitucional, se prevé la 

posibilidad de que la elección no hubiere sido declarada válida al 1° de 

diciembre del año que al Presidente de la República corresponda comenzar el 

periodo constitucional y por lo cual debe encargarse dicha responsabilidad a un 

Presidente Interino o Provisional, según sea el caso. Asimismo, en el artículo 99, 

fracción II, de la propia Constitución federal, se dispone que la Sala Superior, en 
su caso, procederá a formular la declaración de validez de la elección y la de 

Presidente Electo, una vez resueltas las impugnaciones que se hubieren 

interpuesto. Igualmente, en el artículo 187, párrafo quinto, de la Ley Orgánica del 

poder Judicial de la Federación, se advierte el quórum de asistencia de los 

magistrados de la Sala Superior para declarar la nulidad de la elección de 
Presidente de la República. 

 

En el mismo sentido, se determina que los juicios de inconformidad de los que la 

Sala Superior es competente para resolver sobre la elección presidencial, tienen 

dos supuestos de procedencia: El primero, por nulidad de la votación recibida en 

                                                                                                                                                     
electoral en México, Aportaciones institucionales, México, Tribunal Electoral del Poder Judicial de 
la Federación, 2005, pp. 237-334. 
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casilla o por error aritmético (caso que no da lugar a la nulidad porque sólo 

procede la corrección de los datos imprecisos o equivocados de las actas 

respectivas), en este supuesto son impugnados los resultados consignados en las 

actas de cómputo distrital, y el segundo, por nulidad de toda la elección, pero, 

como se verá, sujeto a las causas previstas en la ley (inelegibilidad y porque se 

actualiza la nulidad de votación recibida en casilla en cierto porcentaje de la 

elección o por la no instalación de determinado porcentaje de casillas). 

 

Entre los requisitos específicos que deben observarse en el escrito del juicio de 

inconformidad está la presentación ante el Consejo General del Instituto Federal 

Electoral, el cual debe estar acompañado de las pruebas correspondientes, si se 

impugna por nulidad toda la elección presidencial. Además, la presentación de 

dicha impugnación corresponde al representante del partido político o coalición 

registrado ante dicho Consejo General. El plazo para presentar el juicio de 

inconformidad es dentro de los cuatro días posteriores a la presentación del 

informe que presente el Secretario Ejecutivo del Consejo General sobre la 

sumatoria de los resultados  consignados en las actas de cómputo distrital de la 

elección para Presidente de los Estados Unidos Mexicanos. Dichos juicios de 

inconformidad pueden tener por efecto la nulidad de tal elección. Estos 

aspectos están previstos en los artículos 50, párrafo 1, inciso a); 52, párrafo 5; 54, 

párrafo 2; 55, párrafo 2, y 57 de la Ley General del Sistema de Medios de 

Impugnación en Materia Electoral y 189, fracción I, inciso a), de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial de la Federación. 

 

Dentro de las reglas generales en materia de nulidades se prevé que aquellas 

pueden afectar la votación emitida en una o varias casillas y, en consecuencia, los 

resultados del cómputo de la elección impugnada o la elección para Presidente de 

los Estados Unidos Mexicanos y que los efectos de la nulidad decretadas por el 

Tribunal Electoral se retrotraen exclusivamente a la votación o elección para la 

que expresamente se haya hecho valer el juicio de inconformidad (artículo 71 de la 

Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral). 
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2. La motivación parlamentaria en la reforma constitucional y la experiencia 
de la elección presidencial del 2006 
 

En la Iniciativa con proyecto de decreto para reformar diversas disposiciones de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia electoral, la 

cual fue presentada por diversos legisladores de la LX Legislatura del H. Congreso 

de la Unión, del 31 de agosto de 2007, se proponen las disposiciones 

constitucionales prácticamente como quedaron en el texto vigente. En el Dictamen 

de las comisiones unidas de Puntos Constitucionales, de Gobernación; de Radio, 

Televisión y Cinematografía, y de Estudios Legislativos de la Cámara de 

Diputados del H. Congreso de la Unión, que contiene el Proyecto de Decreto de 

reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia 

electoral, la cual data del 11 de septiembre de 2008, expresamente se advirtió 

que: 

 
“... la antes transcrita propuesta es de aprobarse en virtud de que atiende a una 
preocupación respecto a los límites interpretativos que cabe o no señalar, desde la 
propia Constitución, a toda autoridad de naturaleza jurisdiccional. Coincidimos en la 
necesidad de que, sin vulnerar la alta función y amplias facultades otorgadas por la 
Carta Magna al TEPJF, este deba ceñir sus sentencias, en caso de nulidad a las 
causales que expresamente le señalan las leyes, sin poder establecer por vía de 
jurisprudencia, causales distintas. En el momento oportuno, la ley habrá de ser 
reformada para llenar el vacío hoy presente respecto de las causas de nulidad de la 
elección presidencial...”7 

 

De manera similar en el Dictamen de las comisiones unidas de Puntos 

Constitucionales, y de Gobernación de la LX Legislatura de la Cámara de 

Diputados del H. Congreso de la Unión, con Proyecto de Decreto que reforma los 

artículos 6°, 41, 85, 99, 108, 116 y 122; adiciona el artículo 134, y deroga un 

párrafo al artículo 97 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

del 13 de septiembre de 2007, se sostuvo que: 

 

                                                 
7 Vid., Proceso de reforma constitucional electoral 2007, Boletín del Centro de Capacitación 
Judicial Electoral, año 1, México, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, mayo de 
2008, p. 48. 
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“Con estas reformas se perfecciona el sistema de nulidades electorales, cerrando la 
puerta a la creación de causales no previstas en la ley, que tanta polémica provocó en 
años pasados. Por otra parte se llena el vacío existente desde 1996 respecto a la 
posibilidad de que la Sala superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación declare la nulidad de la elección presidencial. La ley señalará las causales 
de nulidad aplicables a dicha elección.”8 

 

Las preocupaciones anteriores de las fuerzas políticas representadas en el H. 

Congreso de la Unión, finalmente, se vieron reflejadas en un mandato expreso 

hacia la Sala Superior y las regionales, cuando se establece que sólo podrá 

declararse la nulidad de una elección por las causales expresamente establecidas 

en la ley (artículos 99, fracción II, segundo párrafo, de la Constitución federal y 

184, fracción II, tercer párrafo, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación).  

 

Esta disposición se extiende a los órganos jurisdiccionales de las entidades 

federativas, porque se ordena a los constituyentes y las legislaturas locales, así 

como a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, fijar las causas de nulidad de 

las elecciones de gobernador, diputados locales y ayuntamientos, así como Jefe 

de Gobierno, diputados a la Asamblea Legislativa y jefes delegacionales [artículo 

116, fracción IV, inciso m), y 122, apartado C, Base Primera, fracción V, inciso f), 

de la Constitución federal]. 

 

Como se advierte existe una preocupación por la certeza y objetividad, por cuanto 

a que las causas de nulidad, en principio, deben regirse por un sistema taxativo o 

limitativo en el que los elementos normativos estén previstos en una norma 

jurídica perfecta (hipótesis normativa y sanción), con la proscripción de un sistema 

interpretativo que colme las falencias del sistema jurídico nacional. 

 

Sin embargo, la preocupación de los parlamentarios no tuvo un desarrollo óptimo 

en la legislación secundaria. Según el texto de los dictámenes, a la par de que, sin 

ambages, se reconocía expresamente la posibilidad de que la Sala Superior 

anulara la elección presidencial, es en la instrumentación o reglamentación de la 
                                                 
8 Íbidem, p. 167. 
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reforma constitucional cuando se establecerían las causales de nulidad de la 

elección presidencial. Como se ha advertido, el desarrollo puede considerarse 

insuficiente, porque no se estableció un supuesto genérico, como sucede con otro 

tipo de elecciones (diputados y senadores) y se anota en el artículo 78 de la Ley 

General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral. 

 

La causa de nulidad genérica de la elección presidencial es un aspecto opinable 

que ha generado dudas en la importante y definitoria experiencia del 2006, como 

lo destaca Juan Antonio Cruz Parcero, cuando refiere que para muchos la 

imprevisión legal sobre la nulidad de la elección presidencial generó problemas 

interpretativos que se reflejaron en el Dictamen relativo al cómputo final de la 

elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, Declaración de validez 

de la elección y de Presidente Electo,9 En similar sentido, Marco Antonio Zavala 

Arredondo ha señalado que la reforma electoral debía atender lo relativo al rol que 

deben desempeñar las autoridades electorales en los procesos para adoptar sus 

determinaciones y justificarlas, en especial, en lo relativo a la calificación de las 

elecciones, así como al rango de discrecionalidad de la autoridad para resolver las 

controversias.10 

 

Igualmente, Lorenzo Córdova Vianello advierte que existe quien sostiene que es 

imposible anular una elección presidencial; sin embargo, el mismo autor sentencia 

que no es admisible esa limitación, porque la nulidad es una garantía extrema, 

para la subsistencia del sistema democrático, al desconocer la validez de los votos 

que fueron emitidos en forma irregular y la gravedad de ciertas circunstancias, 

como sugiere la causa abstracta de nulidad.11 

                                                 
9 “Los errores y las omisiones del Tribunal Electoral. Análisis argumentativo del Dictamen de la 
elección presidencial”, Isonomía. Revista de Teoría y Filosofía del Derecho, México, Instituto 
Tecnológico Autónomo de México, abril de 2007, no. 26, p. 105. 
10 “Entre la certeza y la discrecionalidad, la mejor ruta es la ley”, Isonomía. Revista de teoría y 
filosofía del derecho, México, Instituto Tecnológico Autónomo de México, abril de 2007, no. 26, pp. 
132-133. 
11 “La calificación de la elección presidencial de 2006 y la causa abstracta de nulidad”, Dictamen 
relativo al Cómputo final de la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, 
Declaración de validez de la elección de Presidente Electo,  México, Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, 2008, pp. 87-88. La misma posición es sostenida por José Antonio 
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3. Principios, bases y reglas constitucionales para las elecciones federales y 
la causa abstracta de nulidad en la elección presidencial 
 

Aunque sería factible interpretar el ordenamiento jurídico nacional de manera 

sistemática y funcional, a fin de que también se considere que la nulidad de la 

elección presidencial no está limitada a tres supuestos específicos (nulidad por 

irregularidades ocurridas en un porcentaje mínimo de casillas o su no instalación, 

así como inelegibilidad), es clara la dificultad de la empresa, sobre todo cuando se 

tiene presente la existencia de disposiciones expresas y tan explícitas, como la 

previsión del artículo 99, fracción II, párrafo tercero, de la Constitución federal y 

reiterada en el 186, fracción II, párrafo tercero, de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación, y la prevista para los efectos de los juicios de 

inconformidad [artículo 56, párrafo 1, inciso g), de la Ley General del Sistema de 

Medios de Impugnación en Materia Electoral]. Aunque se reconoce la posibilidad 

de declarar la nulidad de la elección presidencial, lo cierto es que ello se sujeta a 
los supuestos previstos en el Título Sexto del Libro Segundo de dicho 
ordenamiento jurídico. 

 

Como se ha visto, no es sencillo depositar en un órgano jurisdiccional por entero la 

responsabilidad de interpretar e integrar el ordenamiento jurídico para establecer 

la existencia de una causa de nulidad genérica de la elección presidencial fuera de 

los supuestos expresamente previstos en la ley, fundamentalmente ante la reserva 

de los actores políticos y cuya exigencia de certeza está informada en lo que, 

claramente, identifican como la experiencia.  

 

                                                                                                                                                     
Crespo, como se puede corroborar en 2006: Hablan las actas. Las debilidades de la autoridad 
electoral mexicana, México, Debate, 2008, p. 143; Arturo Zárate, Por qué se enredo la elección 
presidencial de 2006? Una contienda vista desde dentro del IFE y del Tribunal Electoral, México, 
Miguel Ángel Porrúa, 2007, pp. 93-106, y el más exhaustivo análisis que aparece en el documento 
de Jenaro Villamil y Julio Scherer Ibarra, Los medios y los jueces. La guerra sucia de 2006, México, 
Grijalbo, 2006, pp. 135-213. En cuanto a la publicación de José Antonio Crespo es conveniente 
tener presente el estudio de José de Jesús Orozco Henríquez, “Respuesta a dos falacias”, en 
Nexos, México, octubre de 2008, n. 270, pp. 107-109. 
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Sin embargo, lo verdaderamente lastimoso de la cuestión reside en que, a pesar 

de la enseñanza basada en el precedente (nulidad de la elección de gobernador 

del Estado de Tabasco, en aplicación de la causa abstracta de nulidad, e 

irregularidades ocurridas en la elección presidencial de 2006 que no estaban 

expresamente identificadas como causas de nulidad),12 no se hubiere asumido la 

deficiencia normativa para enfrentarla y remediarla, por lo que se está condenado 

a repetir los mismos yerros bajo esquemas normativos deficientes que se decía 

estaban superados. 

 

Es claro que las reglas del juego democrático a que están sujetos los 

precandidatos, los candidatos, los partidos políticos nacionales y las coaliciones 

están dadas por los principios y reglas constitucionales que se desarrollan, 

reglamentan e instrumentan en la ley secundaria.13 No existen disposiciones 

constitucionales programáticas o declarativas sino normas constitucionales 

vinculantes u obligatorias (una Constitución normativa y dirigente, en tanto norma 

fundamental),14 cuya observancia es inexcusable y no está a la libre y entera 

disposición de quienes deben respetarlas como partícipes de los procesos de 

renovación de la representación popular.15 De ahí la pertinencia de criterios 

judiciales como el contenido en la tesis de jurisprudencia que tiene por rubro y 

texto: 

NULIDAD DE ELECCIÓN. CAUSA ABSTRACTA (Legislación de Tabasco y 
similares).—Los artículos 39, 41, 99 y 116 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y 9o. de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Tabasco, establecen principios fundamentales como: el sufragio universal, libre, 
secreto y directo; la organización de las elecciones a través de un organismo público y 
autónomo; la certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y objetividad como 
principios rectores del proceso electoral; el establecimiento de condiciones de equidad 
para el acceso de los partidos políticos a los medios de comunicación social; el control 

                                                 
12 Vid., Andrés Manuel López Obrador, La mafia nos robó la Presidencia. Sólo le han quitado una 
pluma a nuestro gallo, México, Grijalbo, 2007, pp. 195-255. Cfr., Pliego Carrasco, Fernando, El 
mito del fraude electoral en México, México, Pax, México, 2007. 
13 José de Jesús Orozco Henríquez, Justicia electoral y garantismo jurídico, México, Porrúa, 2006, 
pp. 255-339. 
14 Vid., Eduardo García de Enterría, La Constitución como norma y el Tribunal Constitucional, 3ª 
ed., Madrid, Civitas, 1991. 
15 Vid., María del Carmen Alanis Figueroa, “Sistema de nulidades en las elecciones”, en La reforma 
a la justicia electoral en México. Reunión Nacional de Juzgadores Electorales, México, Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2008, pp. 382-387. 
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de la constitucionalidad y legalidad de los actos y resoluciones electorales, así como 
que en el financiamiento de los partidos políticos y sus campañas electorales debe 
prevalecer el principio de equidad. Estos principios deben observarse en los comicios, 
para considerar que las elecciones son libres, auténticas y periódicas, tal y como se 
consagra en el artículo 41 de dicha Constitución, propias de un régimen democrático. 
Esta finalidad no se logra si se inobservan dichos principios de manera generalizada. 
En consecuencia, si alguno de esos principios fundamentales en una elección es 
vulnerado de manera importante, de tal forma que impida la posibilidad de tenerlo 
como satisfecho cabalmente y, como consecuencia de ello, se ponga en duda 
fundada la credibilidad o la legitimidad de los comicios y de quienes resulten electos 
en ellos, es inconcuso que dichos comicios no son aptos para surtir sus efectos 
legales y, por tanto, procede considerar actualizada la causa de nulidad de elección 
de tipo abstracto, derivada de los preceptos constitucionales señalados. Tal violación 
a dichos principios fundamentales podría darse, por ejemplo, si los partidos políticos 
no tuvieran acceso a los medios de comunicación en términos de equidad; si el 
financiamiento privado prevaleciera sobre el público, o bien, si la libertad del sufragio 
del ciudadano fuera coartada de cualquier forma, etcétera. Consecuentemente, si los 
citados principios fundamentales dan sustento y soporte a cualquier elección 
democrática, resulta que la afectación grave y generalizada de cualquiera de ellos 
provocaría que la elección de que se trate carecería de pleno sustento constitucional 
y, en consecuencia, procedería declarar la anulación de tales comicios, por no 
haberse ajustado a los lineamientos constitucionales a los que toda elección debe 
sujetarse.16 

En efecto, es claro que para poder considerar como válida una elección 

deben observarse ciertos mínimos relativos al desarrollo del proceso 

electoral federal y la producción del resultado electoral. La ausencia de los 

mismos, en forma significativa y decisiva, no puede conducir a la validación 

del proceso, a través de la declaración respectiva, sino a una decisión de 

signo contrario: La nulidad del proceso y sus resultados. Así, se prevé en la 

tesis relevante que tiene por rubro y texto: 

ELECCIONES. PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES Y LEGALES QUE SE DEBEN 
OBSERVAR PARA QUE CUALQUIER TIPO DE ELECCIÓN SEA CONSIDERADA 
VÁLIDA.—Los artículos 39, 41, 99 y 116 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos consagran los principios que toda elección debe contener para que 
se pueda considerar como válida. En el artículo 39 se establece, en lo que importa, 
que el pueblo tiene en todo tiempo el inalienable derecho de alterar o modificar la 
forma de su gobierno; el artículo 41, párrafo segundo, establece que la renovación de 
los poderes Legislativo y Ejecutivo se realizará mediante elecciones libres, auténticas 
y periódicas; en el artículo 99 se señala que todos los actos y resoluciones definitivos 
y firmes de las autoridades competentes de las entidades federativas para organizar y 
calificar los comicios podrán ser impugnados ante la Sala Superior del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación; por su parte, el artículo 116 establece, 
en lo que importa, que las constituciones y leyes de los estados garantizarán que las 
elecciones de los gobernadores de los estados se realicen mediante sufragio 
universal, libre, secreto y directo, y que serán principios rectores de las autoridades 

                                                 
16 Vid., Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 200-201.  
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estatales electorales, los de legalidad, imparcialidad, objetividad, certeza e 
independencia. De las disposiciones referidas se puede desprender cuáles son los 
elementos fundamentales de una elección democrática, cuyo cumplimiento debe ser 
imprescindible para que una elección se considere producto del ejercicio popular de la 
soberanía, dentro del sistema jurídico-político construido en la Carta Magna y en las 
leyes electorales estatales, que están inclusive elevadas a rango constitucional, y son 
imperativos, de orden público, de obediencia inexcusable y no son renunciables. 
Dichos principios son, entre otros, las elecciones libres, auténticas y periódicas; el 
sufragio universal, libre, secreto y directo; que en el financiamiento de los partidos 
políticos y sus campañas electorales prevalezca el principio de equidad; la 
organización de las elecciones a través de un organismo público y autónomo; la 
certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y objetividad como principios rectores 
del proceso electoral, el establecimiento de condiciones de equidad para el acceso de 
los partidos políticos a los medios de comunicación social, el control de la 
constitucionalidad y legalidad de los actos y resoluciones electorales. La observancia 
de estos principios en un proceso electoral se traducirá en el cumplimiento de los 
preceptos constitucionales antes mencionados.17 

 

A dichos principios que están vigentes desde la reforma constitucional del 22 de 

agosto de 1996, debe agregarse otros cuyo cumplimiento es imprescindible y que 

surgen al amparo de la reforma constitucional del 13 de noviembre de 2007, o 

bien, se precisaron, todo de la siguiente forma: 

 

a) La existencia del derecho de réplica; 

 

b) La no intervención de las autoridades electorales en los asuntos internos de los 

partidos políticos al margen de lo previsto en la Constitución federal y la ley; 

 

c) El establecimiento de nuevas fórmulas para el otorgamiento del financiamiento 

público en forma reducida; 

 

e) El establecimiento de límites a las erogaciones en los procesos internos de 

selección de candidatos; 

 

f) El carácter del Instituto Federal Electoral como autoridad única para la 

administración del tiempo que corresponde al Estado en radio y televisión 

                                                 
17 Vid., Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 525-527. 
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destinado a sus propios fines y al ejercicio del derecho de los partidos políticos, 

tanto en los procesos electorales federales como en los locales; 

 

g) Los tiempos y los horarios de acceso a los partidos políticos nacionales durante 

las precampañas, las campañas y para sus actividades ordinarias; 

 

h) Prohibición absoluta para que los partidos políticos contraten o adquieran 

tiempo por cualquier modalidad en la radio y la televisión, así como para cualquier 

persona física o moral para que contrate propaganda en dichos medios de 

comunicación  que esté dirigida a influir en las preferencias electorales de los 

ciudadanos, ni a favor o en contra de los partidos políticos o los candidatos a 

cargos de elección popular; 

 

i) La prohibición para transmitir en territorio nacional mensajes contratados en el 

extranjero que estén dirigidos a influir en las preferencias electorales; 

 

j) Prohibición para que, en la propaganda política o electoral, los partidos políticos 

denigren a las instituciones y a los propios partidos políticos, o se calumnie a las 

personas; 

 

k) La suspensión de la difusión en los medios de comunicación social de toda 

propaganda gubernamental, durante el tiempo de las campañas federales y 

locales y hasta la conclusión de la respectiva jornada comicial; 

 

l) Los plazos legales para la realización de los procesos partidistas de selección y 

postulación de candidatos cargos de elección popular, así como las reglas para las 

precampañas y las campañas electorales; 

 

m) La inexistencia de los secretos bancario, fiduciario y fiscal en materia de 

fiscalización de las finanzas de los partidos políticos nacionales; 
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n) La facultad de las salas del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación para resolver la no aplicación de leyes sobre la materia electoral 

contrarias a la constitución federal; 

 

o) La aplicación con imparcialidad de los recursos públicos que estén bajo la 

responsabilidad de todo servidor público, sin influir en la equidad en la contienda 

electoral, y 

 

p) El carácter institucional y con fines informativos, educativos y de orientación 

social de la propaganda gubernamental, sin que incluya nombres, imágenes, 

voces o símbolos que impliquen promoción personalizada de cualquier servidor 

público. 

 

En lo que interesa al tema de la presente tesis, con la incorporación de nuevas 

bases, principios o reglas en materia electoral, o bien, su precisión, se estableció 

un diseño para el régimen sustantivo en la materia electoral.  

 

En el mismo conjunto de la reforma constitucional se determinó que la infracción 

de tal preceptiva provocaría la imposición de sanciones (artículos 41, base III, 

apartado D, y 134, párrafo noveno), en el entendido de que para el caso de lo 

relativo a medios de comunicación se incluiría la orden de cancelación de las 

transmisiones en radio y televisión. 

 

Aunque también se modificó lo dispuesto en el artículo 116, fracción IV, y 122, 

apartado C, base primera, fracción V, inciso f), de la Constitución federal, por lo 

que respecta al ámbito de los Estados y el Distrito Federal, tales aspectos no son 

motivo de análisis en el presente ejercicio, porque rebasan el tema de esta tesis. 

 

Sin embargo, como se subrayó, la reforma constitucional no tuvo un impacto en la 

legislación secundaria, a través de la previsión de un supuesto expreso de nulidad 

de la elección de carácter genérico en la elección presidencial.  
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Es decir, los principios, bases y reglas que están orientadas a preservar la equidad 

en el financiamiento para los partidos políticos y el acceso a los medios de 

comunicación, así como la imparcialidad de los servidores públicos, no 

encontraron una adecuada cobertura en el régimen de nulidades.  

 

En cambio, se hizo un especial énfasis en el derecho administrativo sancionador 

electoral, como se puede apreciar en los artículos 39, párrafo 1; 49, párrafo 4; 341, 

342; 343, párrafo 1, inciso b); 344; 345, párrafo 1, incisos a), b) y d); 346, párrafo 

1, inciso b); 347; 349; 350; 352, párrafo 1, inciso b); 353; 354, párrafo 1, incisos a), 

b), c) d), e) f), h), y 380, párrafo 1, incisos a), c), f), g), j) y k), del Código Federal 

de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

 

Esta situación atiende más a una política legislativa represiva o punitiva que 

correctiva o reparadora.  

 

En efecto, no se debe perder de vista que el régimen administrativo sancionador 

está orientado por la aplicación de sanciones restrictivas de derechos y no por la 

anulación o corrección del acto irregular. Entre las sanciones que se prevén están 

las de amonestación pública; multas que van entre quinientos días hasta cien mil 

días de salario mínimo general vigente para el Distrito Federal, incluso, hasta con 

el doble de dicha última cifra; multa en un monto igual al del monto ejercido en 

exceso en materia de rebase de topes a los gastos de campaña; reducción de 

hasta el cincuenta por ciento de las ministraciones de financiamiento público; 

interrupción de la transmisión de la propaganda política o electoral; suspensión 

parcial de las prerrogativas; cancelación del registro de un partido político nacional 

o de una agrupación política nacional; pérdida del derecho del precandidato 

infractor a ser registrado como candidato o la cancelación del registro como 

candidato; la subsanación de los mensajes no transmitidos conforme con las 

pautas aprobadas por el Instituto Federal Electoral; suspensión de la transmisión 

del tiempo comercializable o destinado a patrocinios correspondiente a una hora y 
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hasta el que concierna por treinta y seis horas y la transmisión de un mensaje de 

la autoridad en el que se informe al público de la suspensión, entre otras. 

 

Es claro que las sanciones pueden tener un efecto preventivo en razón de que, a 

través de la aplicación de la medida disciplinaria, se inhiba la conducta irregular de 

otros actores políticos (prevención general) y la del mismo infractor (prevención 

específica).  

 

Sin embargo, en el desarrollo del proceso electoral y sus resultados electorales, 

las sanciones de dicha naturaleza no depuran ni corrigen el acto ilícito, no tienen 

incidencia reparadora en el proceso electoral federal o sus resultados, ni permiten 

que se restituya en el ejercicio de un derecho político electoral vulnerado. Los 

efectos de la nulidad, en principio, son la invalidación o destrucción retroactiva de 

los efectos del acto irregular.18 

 

Es decir, la nulidad de la elección implica que el proceso electoral de que se trate 

y sus resultados son privados de todo efecto jurídico, para que se reponga el 

procedimiento.19 Esto es, de acuerdo con el texto vigente del artículo 56, párrafo 1, 

incisos e) y h), de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en 

Materia Electoral, las sentencias que resuelvan el fondo de los juicios de 

inconformidad tienen como efectos en materia de nulidad, el de declararla en el 

caso de las elecciones de diputados y senadores, así como en la de Presidente de 

la República, y, además, el de revocar la expedición de la constancias de mayoría 

y de asignación.  

 

Lo anterior sin dejar de señalar que para declarar la nulidad de la elección 

presidencial, como efecto de una sentencia que recaiga en el juicio de 

                                                 
18 Lutzesco, Georges,  Teoría y práctica de las nulidades, trs. Manuel Romero Sánchez y Julio 
López de la Cerda, México, Porrúa, 2000, pp. 352-353, y García de Enterría, Eduardo y Fernández 
Ramón, Tomás, Curso de derecho administrativo, t. I, 9° ed., Madrid, Civitas, 1999, pp. 626 y ss. 
19 Archila, Luis Arturo, “Nulidad de elecciones”, Diccionario electoral, San José, C. R., coed. 
Instituto Interamericano de Derechos Humanos y Agencia Española de Cooperación Internacional, 
2000, pp. 875-883. 
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inconformidad, según se dispone en la ley, se deben actualizar los supuestos 

previstos en el Título Sexto del Libro Segundo de la Ley General del Sistema de 

Medios de Impugnación en Materia Electoral. 

 

Igualmente, se dispone que la elección extraordinaria deberá emitirse dentro de 

los cuarenta y cinco días siguientes a la conclusión de la última etapa del proceso 

electoral, sin que a través de dichas convocatorias se puedan restringir los 

derechos que se reconocen a los ciudadanos mexicanos y a los partidos políticos 

nacionales, ni alterar los procedimientos y formalidades que se establecen, en el 

entendido de que se pueden ajustar los plazos establecidos en el código de la 

materia, de conformidad con la fecha señalada en la convocatoria (artículos 20, 

párrafo 1, y 21, párrafos 1 y 2, del Código Federal de Instituciones y 

Procedimientos Electorales). 

 

Sin embargo, en la parte de las nulidades específicas (las circunscritas a 

supuestos muy concretos) o genéricas (las que utilizan formulaciones normativas 

abstractas o términos muy amplios pero que están previstos legalmente) de las 

causas de nulidad tipificadas (porque en ambos casos existe una disposición 

normativa que las prevé y no debe acudirse a un método de creación judicial para 

su establecimiento), como consecuencia de la reforma legal publicada el 1° de 

julio de 2008 en el Diario Oficial de la Federación, para la elección presidencial 

sólo se prevén supuestos muy limitados de carácter específico, porque: 

 

a) Alguna o algunas de las causas de nulidad previstas en el artículo 75, 

párrafo 1, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en 

Materia Electoral, se acrediten en por lo menos el veinticinco por ciento de 

las casillas instaladas en el territorio nacional y, en su caso, no se hayan 

corregido durante el recuento de los votos; 

b) En el territorio nacional no se instale el veinticinco por ciento o más de las 

casillas y, consecuentemente, la votación no hubiere sido recibida, y 

c) El candidato ganador de la elección resulte inelegible. 
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Como se puede advertir, las construcciones lingüísticas de dicha disposición legal 

se ciñen a las casillas, prácticamente, a eventos que se circunscriben a un espacio 

concreto (el de las secciones electorales) y momentos precisos (la jornada 

electoral y el espacio anterior a los resultados electorales; por ejemplo, el traslado 

de los paquetes electorales). En tanto que el otro aspecto normativo de dicho 

precepto legal está limitado a la inelegibilidad del candidato a Presidente de los 

Estados Unidos Mexicanos que resulte ganador (es decir, que no se cumpla con 

los extremos del artículo 82 constitucional). Sin embargo, como deriva de la 

experiencia reciente del 2006 no existe correspondencia entre una respuesta 

normativa y las demandas de los actores políticos, porque lo relativo a la forma en 

que se desarrolló el proceso electoral y sus incidencias quedaron sin una 

cobertura normativa, dado el carácter estrecho de las causas de nulidad de la 

elección presidencial tipificadas. 

 

En consecuencia, no debe rechazarse la llamada causa abstracta de nulidad,20 

porque, como lo indica su nombre y lo destacan los magistrados Leonel Castillo 

González y Mauro Miguel Reyes Zapata: 

 
“…se descubre a través de operaciones lógicas de abstracción del contenido de los 
preceptos que regulan a una elección, a través de la substracción de los elementos 
accidentales, lo cual permite que queden en relieve las bases esenciales, sin cuya 
concurrencia, no es válido considerar que se ha celebrado una elección democrática, 
auténtica y libre. Estas operaciones se conjugan con el análisis subsuntivo de todos y 
cada uno de los componentes del proceso electoral en sí mismos y en su 
interacción.”21 

 

Es decir, atañe a la extracción o abstracción de los principios que rigen en un 

proceso democrático y que están previstos en la Constitución federal. No se trata 

de una entelequia o cuestión etérea que sea incomprensible o inasequible para el 

intelecto, porque es resultado de una interpretación sistemática y funcional del 
                                                 
20 Vid., María Macarita Elizondo Gasperín, Metamorfosis de la causal abstracta de nulidad de 
elección en México (El juez constitucional electoral y la meta causal), Chihuahua, México, Tribunal 
Electoral del Estado de Chihuahua, 2008. 
21 “Notas tendentes a la construcción del concepto de causa abstracta de nulidad de una elección”, 
s/l, los autores, s/a, pp. 5-6. 
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ordenamiento jurídico nacional, a fin de establecer los mínimos que permiten 

sostener o reconocer validez a un proceso electoral, cuando a pesar de que 

existan irregularidades se puedan considerar como menores o no invalidantes, y 

corresponde a la finalidad de que se tutelen los principios constitucionales, para 

que, en el caso de que las irregularidades sí sean trascendentes o determinantes, 

se prive de efectos a un proceso electoral que no puede ser reconocido como 

válido. Una determinación contraria implicaría un contrasentido al propio Estado 

constitucional y democrático de derecho. 

 

Al respecto, existen posiciones discrepantes, como la sostenida por el magistrado 

José Alejandro Luna Ramos, quien expresa que, como resultado de las reformas 

constitucional y legal, se precisaron: 

 
“… „la causa de nulidad‟… pierde totalmente vigencia bajo un tipo de derogación 
tácita, ya que al quedar establecida la limitación constitucional y legal mencionada, la 
declaración de nulidad sólo podrá realizarse bajo alguno de los supuestos que están 
establecidos en forma específica en la ley aplicable.”22 

 

4. El nuevo modelo para la impugnación de la elección presidencial 
 

Como se explicó, la reforma constitucional y, en consecuencia, la legal se 

preocuparon más por la modificación de los aspectos sustantivos (derechos y 

obligaciones de los diversos actores políticos), inclusive, orgánicos (Instituto 

Federal Electoral) y sanciones (infracciones por violaciones a los principios, bases 

y reglas constitucionales), pero no se modificó, en lo sustancial, el régimen de 

nulidades. Empero, se realizaron ciertas modificaciones y adiciones a la Ley 

General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral que están 

orientadas a dar certeza y objetividad al sistema de medios de impugnación 

federal en materia de la elección presidencial, pero, sin completarlo. 

 

                                                 
22 “Nulidades en materia electoral”, estudios sobre la reforma electoral de 2007. Hacia un nuevo 
modelo, México, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2008, p. 518. 
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En efecto, se estableció el incidente sobre la pretensión de nuevo escrutinio y 

cómputo de las elecciones federales o locales, a partir de la experiencia 

jurisdiccional en la elección presidencial de 2006.  

 

En tal incidente se establecieron los supuestos en que procedía. Uno de ellos es 

cuando debiendo efectuarse porque así esté previsto legalmente, se hubiere 

omitido su realización, y el otro cuando no se prevea tal incidente en la legislación 

local.  

 

Además, se dispuso que cabía corregir o subsanar las inconsistencias con otros 

datos o elementos que obraran en el expediente o que pudieran requerirse por las 

salas sin necesidad de recontar los votos, y que no cabía el incidente en el caso 

de las casillas en las que se hubiere realizado el nuevo escrutinio y cómputo en la 

sesión de cómputo respectiva (artículo 21 Bis de la Ley General del Sistema de 

Medios de Impugnación en Materia Electoral). En este caso, considero que 

subsiste la necesidad de ampliar el concepto de inconsistencias a aquellas que 

derivan no sólo de los rubros fundamentales sino a todos aquellos que directa o 

indirectamente tengan que ver con las boletas y los votos, como se analizó en la 

primera parte de este trabajo. 

 

En el caso del juicio de inconformidad se estableció un nuevo supuesto de 

procedencia, además, del de nulidad de votación recibida en la casilla y el de error 

aritmético, para ampliarlo al de nulidad de toda la elección de Presidente de los 

Estados Unidos Mexicanos [artículo 50, párrafo 1, inciso a), de la Ley General del 

Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral]. Sin embargo, como su 

correspondencia con lo previsto en el capítulo de nulidades es limitada porque se 

refiere a nulidad de votación recibida en casilla, no instalación de las mismas e 

inelegibilidad del candidato ganador, la deficiencia que se vivió en la elección del 

2006 subsiste. El núcleo de la cuestión no se atendió: Diversas irregularidades 

que muchas veces desbordaban el ámbito de las casillas o que precedían a la 
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jornada electoral e incidían en el desarrollo del proceso electoral federal y sus 

resultados. 

 

A través de la previsión de los requisitos especiales de la demanda de juicio de 

inconformidad (artículo 52, párrafo 2, de la Ley General del Sistema de Medios de 

Impugnación en Materia Electoral), se resolvió el problema de la identidad de la 

autoridad electoral ante la cual se debe presentar la demanda de juicio de 

inconformidad y ofrecer y aportar las pruebas. Lo anterior, a diferencia de la 

indefinición legal que ocurrió en 2006, cuando no había certeza del momento del 

ofrecimiento y aportación de las pruebas sobre un supuesto genérico, e 

indebidamente se remitió el ofrecimiento de las mismas a la declaración de validez 

de la elección presidencial y ahí, a su vez, se determinó que varias de ellas no 

eran susceptibles de requerirse porque la declaración de validez tenía un carácter 

administrativo.  

 

En efecto, en dicha disposición jurídica se advierte que si se impugna por nulidad 

de la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, la demanda debe 

presentarse ante el Consejo General del Instituto Federal Electoral, acompañada 

de las pruebas correspondientes.  Sin embargo, debe tenerse en cuenta que los 

supuestos de procedencia del juicio de inconformidad están circunscritos a la 

cuestión de las causas de nulidad específicas (casillas e inelegibilidad), lo cual 

deja en duda la posibilidad de hacer valer cuestiones relacionadas con la causa de 

nulidad genérica. 

 

En forma consecuente, se prevén los efectos de la sentencia de fondo del juicio de 

inconformidad, porque se dispone que puede declararse la nulidad de la elección 

presidencial, cuando se actualicen los supuestos previstos en el Título Sexto del 

Libro Segundo de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en 

Materia Electoral [artículo 56, párrafo 1, inciso h)], y la posibilidad de que, en la 

sección de ejecución, por efecto de la acumulación de las sentencias dictadas en 

los distintos juicios de inconformidad, se actualicen los supuestos de nulidad de la 
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elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos previstos en la ley, a 

pesar de que no se hubiere solicitado en ninguno de los juicios resueltos 

individualmente (artículo 57, párrafo 2), como se sabe, los juicios de inconformidad 

se presentan en contra de los cómputos distritales o por error aritmético, o bien, 

por nulidad de la elección presidencial, pero sin que exista una referencia a un tipo 

expreso de nulidad de carácter genérico. 

 

Es decir, continúa vigente el mismo cuestionamiento sobre la indeterminación de 

las atribuciones de la Sala Superior en materia de nulidad de la elección de 

Presidente de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

Uno de los aspectos más delicados en el juicio de inconformidad para impugnar la 

elección de Presidente de la República por nulidad de todo el proceso, es que no 

se establecen con amplitud los tipos de pruebas que se pueden ofrecer y aportar 

en el juicio (por ejemplo, la pericial puede ofrecerse y admitirse siempre que no 

esté vinculada con el proceso electoral y sus resultados, artículo 14, párrafo 7, de 

la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral). No 

hay reglas específicas sobre las facultades directivas de la Sala Superior en 

materia de declaración de validez de la elección y mucho menos de las cargas 

probatorias de las partes en dicha fase del proceso. 

 

Una interpretación funcional y sistemática no se considera conveniente para 

establecer cuáles son las reglas procesales que van a operar o seguirse para no 

declarar la validez de la elección presidencial, así como para determinar el alcance 

de las atribuciones de la Sala Superior para integrar una causa de nulidad de la 

elección por violación a los principios constitucionales o causa abstracta, sobre 

todo por la trascendencia de la determinación y los cuestionamientos que puede 

generar por parte de los actores políticos. No es aconsejable que se integre el 

marco jurídico para superar las deficiencias normativas en un aspecto tan delicado 

de la calificación de la elección presidencial, tales aspectos deberían estar 
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reglados de una manera específica y a través de normas formal y materialmente 

legislativas. 

 

Los otros aspectos de la reforma legal a la ley adjetiva federal aunque importantes 

tampoco son útiles para aclarar si es posible impugnar la elección presidencial por 

una cuestión genérica.  

 

Una primera disposición corresponde a la legitimación y personería en la 

impugnación de la elección presidencial, la cual recae en los partidos políticos 

nacionales o las coaliciones, así como la representación corresponde al 

representantes de aquellos que estén registrados ante el Consejo General del 

Instituto Federal Electoral (artículo 54, párrafo 2, de la Ley General del Sistema de 

Medios de Impugnación en Materia Electoral). Otra atañe al plazo para la 

presentación de la demanda de juicio de inconformidad, el cual es de los cuatro 

días posteriores a la presentación del informe que el domingo siguiente a la 

jornada electoral presenta el Secretario Ejecutivo del Consejo General del Instituto 

Federal Electoral al propio Consejo, sobre la el resultado de la suma de los 

resultados consignados en las copias certificadas de las actas de cómputo distrital 

de la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, por partido y 

candidato (artículos 55, párrafo 2, de la Ley General del Sistema de Medios de 

Impugnación en Materia Electoral y 310 del Código Federal de Instituciones y 

Procedimientos Electorales). 

 

En el documento denominado Análisis de temas para la reforma constitucional en 

materia electoral de abril de 2010, el cual fue preparado en el Tribunal Electoral 

del Poder Judicial de la Federación, se propone modificar el párrafo tercero de la 

fracción II del artículo 99 de la Constitución federal, para incorporar el carácter 

jurisdiccional de la declaración de validez de la calificación de validez de la 

elección y de presidente Electo respecto del candidato que hubiese obtenido el 

mayor número de votos. En la exposición de motivos se advierte que tal precisión 

obedece al proceso de evolución que enmarca la calificación de la elección 
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presidencial, la cual tiene como finalidad “no sólo que esta determinación la realiza 

un órgano jurisdiccional, sino fundamentalmente que tiene el carácter de definitivo 

e inatacable, al ser emitida por la máxima autoridad jurisdiccional en materia 

electoral del país”. 

 

Con dicha modificación al texto constitucional, en caso de que prosperara la 

propuesta de reforma del Tribunal Electoral, no se remediaría la indefinición en 

materia de la causa de nulidad genérica de la elección y los aspectos procesales 

para arribar a dicha decisión que se han destacado en el presente documento. 

 

5. Los precedentes recientes de la Sala Superior y la nulidad por violación a 
principios constitucionales 

En los juicios de revisión constitucional electoral con número de expediente SUP-

JRC-604/2007 y SUP-JRC-165/2008, la Sala Superior estableció la llamada causa 

de nulidad de una elección por violación a principios constitucionales. De dichos 

precedentes destaca el caso de la elección del ayuntamiento municipal de 

Yurécuaro, Estado de Michoacán, en el cual la Sala Superior reconoció la 

importancia de reconocer la capacidad legitimadora de las elecciones por el 

respeto a disposiciones constitucionales que son de orden público. En el segundo 

de los precedentes, la misma Sala Superior advirtió que lo previsto en la 

Constitución federal, sobre la previsión expresa de las causas de nulidad de la 

elección en modo alguno implica una prohibición a esta Sala Superior, en tanto 

tribunal de jurisdicción constitucional, para:  

“... analizar si una elección como proceso en su conjunto es violatoria de normas 
constitucionales, dado que la atribución que tiene asignado este órgano jurisdiccional 
en la norma fundamental conlleva el garantizar que los comicios se ajusten no 
solamente a la legalidad sino también a la propia constitución, de modo que sólo en 
los casos en los cuales se prevea de manera expresa como causa de nulidad de una 
elección, según la regulación específica que se contenga en la ley secundaria, 
atendiendo al mandamiento del artículo 99 citado, podrá decretarse la nulidad; en 
cambio, cuando realice un estudio para constatar que el proceso electoral cumple con 
los principios constitucionales, podrá determinar que la elección es válida o reconocer 
su invalidez, para los efectos de mantenerla subsistente o no respecto de la 
renovación de los cargos públicos. 
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Puede acontecer que las inconsistencias o irregularidades alegadas, aun cuando no 
estén previstas en una ley electoral de segundo orden jerárquico, constituyan la 
conculcación directa a una disposición Constitucional, en la cual se determine cómo 
deben ser las elecciones para calificarlas como democráticas y ejercicio eficaz del 
poder soberano que dimana del pueblo, si se atiende al hecho de que en la Carta 
Magna se regulan también las condiciones, requisitos, mandatos, garantías o 
principios que deben observarse en la elección de los poderes públicos. 

De esta suerte, si se presentan casos en los cuales las irregularidades acaecidas en 
un proceso electoral son contrarios a una disposición constitucional, evidentemente 
ese acto o hecho, de afectar o viciar en forma grave y determinante al proceso 
comicial atinente, podría conducir a la invalidez de la elección por ser contraria a la 
norma suprema. 

Si llega a presentarse esta situación, es claro que el proceso sería inconstitucional y 
esa circunstancia devendría suficiente para tornarlo ilícito, al contravenir el sistema 
jurídico nacional, con lo cual no podría generar efecto válido alguno. 

En esas condiciones, se impone como conclusión, que las disposiciones legales de 
orden secundario o de nivel jerárquico inferior a la Constitución, no son la única fuente 
o vía para regular los supuestos permisivos, prohibitivos, dispositivos o declarativos 
que rigen las cuestiones electivas. 
... 
Acorde con todas estas bases, es válido concluir que los actos o resoluciones 
electorales que sean contrarios a las disposiciones de la Ley Suprema e impacten en 
los procesos comiciales, constituyen causa de invalidez de éstos, porque al vulnerar 
esas disposiciones quedan fuera del marco jurídico fundamental y ello conduce a que, 
mediante la declaración correspondiente, se determine su ineficacia. 
 
Fortalece la conclusión anterior el hecho de que las leyes pueden estar expresadas de 
distintas maneras, bien en forma prohibitiva, como al determinar que ciertas conductas 
no están permitidas; en modo permisivo al autorizar la realización de los actos; o de 
manera dispositiva, al determinar cómo deben ser las cosas, ya sean las actuaciones 
de las autoridades o los actos jurídicos electorales. 
 
Las leyes o normas dispositivas establecen el deber ser, ya sea conceptualmente o 
descriptivamente, al prever los elementos o condiciones que se han de satisfacer en la 
emisión del acto (lato sensu), en estos supuestos, las normas conllevan 
implícitamente la consecuencia jurídica, porque al definir un acto o prever sus 
componentes, permiten al operador de la norma realizar un comparativo del acto 
ejecutado y constatar si corresponde al previsto o autorizado en la ley, de modo que 
sólo si colma sus componentes podrá ser reconocido como legal y producir sus 
consecuencias. 
 
... 
 
Por tanto, deviene inconcuso que un acto no puede ser entendido como elección a la 
que se refiere la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuando no se 
ajusta a los elementos previstos en ella, ni es dable reconocerle efectos jurídicos, sino 
por el contrario debe ser privado de efectos, a lo cual puede identificarse como causa 
de invalidez por violaciones constitucionales. 
... 
Con base en lo expuesto, procede a examinar las irregularidades aducidas como 
causa de invalidez de una elección, sin una calificación a priori de los motivos de 
inconformidad como inoperantes, cuando no se encuentren previstas literalmente 
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como tales en una norma secundaria, porque dichos argumentos pueden ser 
estudiados, al existir la posibilidad de conformar una causa de invalidez de un proceso 
electoral por ser violatorio a normas constitucionales. 
 
Para estos supuestos deben darse los siguientes elementos: 
a) La exposición de un hecho que se estime violatorio de algún principio o precepto 
constitucional; 
b) La comprobación plena del hecho que se reprocha; 
c) El grado de afectación que la violación al principio o precepto constitucional haya 
producido dentro del proceso electoral; y 
d) Determinar si la infracción respectiva resulta cualitativa o cuantitativamente 
determinante para invalidar la elección de que se trate. 
...” 

 

6. Razones para establecer una causa genérica para la nulidad de la elección 
presidencial 
 

Las razones por las cuales debe adicionarse el régimen jurídico de las elecciones 

federales para establecer la causa de nulidad genérica de la elección presidencial 

son las siguientes: 

 
A. Vigencia del Estado constitucional y democrático de derecho. Es necesario 

establecer reglas jurídicas claras que conduzcan a reestablecer la vigencia del 

Estado constitucional y democrático de derecho, cuando los actos de las 

autoridades administrativo-electorales y de los distintos actores políticos que 

participan en los procesos electorales federales no cumplen o cumplen de manera 

deficiente, pero, en todo caso, determinante, con las condiciones mínimas o 

contenido esencial de  las normas constitucionales para garantizar: 

 

i) La realización de elecciones libres, auténticas y periódicas; 

ii) El sufragio universal, igual, libre, secreto y directo; 

iii) La libre e igual participación de los ciudadanos y los partidos políticos 

nacionales en los procesos electorales; 

iv) El pluralismo político; 

v) Las condiciones equitativas para la competencia electoral, y 

vi) La vigencia de los principios rectores de la función electoral (legalidad, 

certeza, objetividad, imparcialidad e independencia). 
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B. Condiciones de certeza, objetividad y constitucionalidad. El conocimiento 

de las reglas jurídicas preestablecidas relacionadas con los aspectos sustantivos, 

procesales y orgánicos de las causas de nulidad de la elección presidencial, por 

parte de los ciudadanos, los partidos políticos nacionales, las coaliciones, los 

observadores electorales, las autoridades federales, locales y municipales y la 

sociedad, en general, permitirá que unos ejerzan sus derechos y otros cumplan 

con sus obligaciones en forma adecuada y puntual, al tener el interés genuino de 

impedir que se actualice dicha causal, en la medida en que previamente conozcan 

sus elementos normativos. De esta forma, se puede otorgar mayor legitimidad a 

una medida privativa de efectos jurídicos para ciertos actos irregulares, 

contrariamente a la cuestionable aceptación que para algunos puede generar el 

reconocimiento jurisdiccional de una causa abstracta de nulidad en un proceso 

electoral federal como lo es el presidencial. 

 
C. Sistema integral para el control jurisdiccional de la regularidad electoral. 
El establecimiento de supuestos jurídicos para la nulidad de la elección de 

Presidente de los Estados Unidos Mexicanos contribuirá a la instauración de un 

sistema integral para el efectivo control jurisdiccional de la regularidad electoral, en 

todos los procesos electorales de todos los cargos de elección popular federales 

(diputados y senadores al Congreso de la Unión, así como Presidente de los 

Estados Unidos Mexicanos). En el presente es injustificada la imprevisión de una 

causa de nulidad genérica de la elección presidencial.  

 
D. Efecto preventivo general. La posibilidad de que se anule la elección si se 

vulneran, en forma determinante, las condiciones mínimas que deben observarse 

en la preparación de los procesos electorales, la jornada electoral y los resultados, 

puede actuar como elemento inhibitorio o disuasivo para los atores políticos e, 

incluso, las autoridades, a efecto de que se abstengan de realizar conductas 

ilícitas o irregulares durante el desarrollo de los procesos electorales o en 

momentos anteriores que incidan en sus resultados, a pesar de que se sostiene 
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que es jurídicamente viable decretar la nulidad de la elección presidencial en el 

marco jurídico vigente. 

 
E. Limitación del arbitrio judicial en materia electoral federal. Al establecer 

expresamente los elementos normativos que pueden dar lugar a la nulidad de la 

elección electoral, así como los parámetros respectivos, se podrá limitar el arbitrio 

judicial de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, para que no se incurra en situaciones arbitrarias. 

 
F. Medida de ultima ratio y extrema para situaciones plenamente acreditadas 
y graves. Por las serias consecuencias que implica la nulidad de la elección de 

Presidente de los Estados Unidos Mexicanos es necesario prever los elementos 

normativos que deben actualizarse para decretarla, a fin de asegurar que se 

reserve como una medida de ultima ratio, en aquellas situaciones irregulares que 

sean inadmisibles y suficientes, plenamente acreditadas. 

 
G. Control jurisdiccional de la constitucionalidad sujeto a garantías 
procesales. Al preverse que la nulidad de la elección de Presidente de los 

Estados Unidos Mexicanos sólo puede ser consecuencia de un proceso judicial 

ante un órgano jurisdiccional competente y previamente establecido, en el que 

sean observadas las garantías mínimas del proceso, se reconoce la natural 

progresión del contencioso electoral federal en México. La importancia de la 

reforma constitucional y legal, radica en que el devenir de los sistemas de 

administración de justicia en la materia transitó por el político y, posteriormente, el 

mixto (político, administrativo y jurisdiccional), para entronizar en el plenamente 

jurisdiccional. Con ello se impide que este adquiera el carácter de control oficioso. 

Debe recordarse que la anterior integración de la Sala Superior, en el Dictamen 

relativo al cómputo final de la elección de Presidente de los Estados Unidos 

Mexicanos y la Declaración de validez de la elección y de Presidente Electo, 

concluyó que dicha atribución era de “orden administrativo-electoral”, por lo cual 

no estaba sujeto a la ley adjetiva federal, por no ser de carácter contencioso, el 
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cual no tenía por objeto la tramitación, substanciación y resolución de un litigio 

entre partes, y tampoco estaba sujeto a reglas procesales relativas a los medios 

de impugnación, especialmente, las relativas a los derechos procesales de las 

partes. 

 
H. Administración de justicia completa, a través del juicio de inconformidad. 
El juicio de inconformidad, en tanto control de la regularidad electoral de tipo 

concreto y a instancia de parte o por vía de acción, cumpliría en forma completa 

con sus dos finalidades. La primera, garantizar los principios de constitucionalidad 

y legalidad y, la otra, dar definitividad a las distintas etapas de todos y cada uno de 

los procesos electorales. En forma cabal procedería para impugnar las 

determinaciones de las autoridades administrativo-electorales de la federación que 

violen normas constitucionales o legales relativas a las elecciones de Presidente 

de los Estados Unidos Mexicanos, de diputados y de senadores al Congreso de la 

Unión, durante la etapa de resultados y declaración de validez de las elecciones 

federales, por hechos que tienen lugar en la jornada electoral e, incluso, sin 

perjuicio del principio de definitividad y en forma excepcional, por circunstancias 

que ocurran en momentos anteriores. 

 

En efecto, tratándose de la elección presidencial, actualmente, sólo está prevista, 

en única instancia, la procedencia del juicio de inconformidad ante la Sala Superior 

del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, cuando se impugnan los 

resultados consignados en las actas de cómputo distrital de dicha elección, por 

causas de nulidad de la votación recibida en casilla o por error aritmético, así 

como por inelegibilidad. Esta situación no tiene justificación en un sistema integral 

para el control de la regularidad electoral por vía judicial. 

 

Los efectos del juicio de inconformidad deben comprender: a) La nulidad de la 

votación recibida en una casilla que podría dar lugar a la simple modificación del 

acta de cómputo distrital; b) La nulidad de la elección presidencial y, en 

consecuencia, la no declaración de validez de la elección y de presidente electo, o 
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bien, la no declaración de presidente electo, por inelegibilidad, y c) La corrección 

de los cómputos distritales, por error aritmético. 

 

Si en la elección de presidente no son impugnados los cómputos, en tiempo y 

forma, se considerará válida, definitiva e inatacable, porque debe presumirse que 

los actos y resoluciones de las autoridades electorales son realizados de 

conformidad con lo dispuesto en la Constitución federal y la ley. 
 

Sólo las irregularidades graves plenamente acreditadas y determinantes son las 

que pueden dar lugar a la nulidad de la elección, porque, en caso de que no lo 

sean, deben preservarse los actos jurídicos como válidamente celebrados. 

Además, como ocurre en los demás casos previstos actualmente, no es factible 

que se comuniquen las causas de nulidad hechas valer para una elección a otra. 

Esto es, la nulidad sólo tiene efectos respecto de la elección para la cual se haga 

valer y no puede comunicárselos a otra distinta. Se busca preservar un acto que 

involucra el ejercicio del derecho humano de voto activo de los ciudadanos a fin de 

elegir a sus representantes populares. En este caso, también operan los principios 

que rigen en el sistema federal de que nadie puede beneficiarse de sus propios 

actos ilícitos. 
 
7. Elementos básicos de la causa genérica de nulidad de la elección 
presidencial 
 
La causa de nulidad de una elección de carácter genérico está prevista en el 

artículo 78 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 

Electoral y limita su ámbito material de validez a la elección de diputados y 

senadores por el principio de mayoría relativa, pero es posible establecer un texto 

con características semejantes para la elección presidencial, en este sentido cabe 

incluir los siguientes elementos: 

 

i) La actualización de violaciones. Es decir, es preciso que ocurran infracciones 

jurídicas, porque ciertas obligaciones de hacer o no hacer sean incumplidas, o 
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bien, cuando no se realicen ciertas condiciones o requisitos constitucionales o 

legales durante los procesos electorales; 

 

ii) Las violaciones deben ser sustanciales. En virtud de que el elemento 

cualitativo no es suficiente con la verificación de cualquier tipo de infracción para 

que se pueda tener por actualizada una causa de nulidad de la elección, porque 

aquellas deben tener características sustantivas, en forma tal que su realización 

lleve a concluir que la elección no fue democrática, esto es, auténtica, libre y 

periódica; 

 

iii) Las violaciones deben ser generalizadas. Este aspecto normativo puede 

considerarse con carácter cuantitativo porque el quebranto jurídico debe ser 

frecuente. Es decir, las violaciones deben ser una nota distintiva o común en la 

elección, no aspectos aislados o excepcionales; 

 

iv) Las violaciones deben incidir en la jornada electoral. Este elemento 

temporal no está limitado a la precisa etapa de la jornada electoral, sino que 

deben quedar comprendidos todos los hechos, los actos y las omisiones que 

repercutan o produzcan sus efectos el día de la jornada electoral, sin importar que 

los mismos se concierten o se ejecuten en un momento anterior, como lo sería la 

etapa de preparación de las elecciones o, incluso, las precampañas que sucedan 

en fecha anticipada al inicio del proceso electoral; 

 

v) Las violaciones deben trascender a la circunscripción nacional. La 

referencia espacial lleva a concluir que los hechos constitutivos de la causa de 

nulidad genérica no debe limitarse a una cierta región o demarcación sino 

extenderse a un ámbito más amplio, en consideración a que la elección 

comprende todo el territorio nacional e, incluso, el voto de los mexicanos en el 

extranjero. En este caso, el grado de generalización debe comprender la mayor 

parte del ámbito territorial que abarca tal demarcación electoral; 
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vi) Las violaciones deben ser determinantes para el resultado de la elección. 

Este elemento cualitativo también se caracteriza porque implica que las 

violaciones por sus características intrínsecas o numéricas tengan la suficiencia 

necesaria para incidir o influir en el resultado de la elección. Dicho en otros 

términos, deben afectar los principios constitucionales que tienen que regir en todo 

proceso electoral democrático, en forma tal que, en su ausencia, los resultados 

hubieran sido distintos, y 

 

vii) Las violaciones deben estar plenamente acreditadas. Los elementos 

probatorios, por sí mismos o adminiculados en su conjunto, deben ser tales que 

permitan tener por acreditados los extremos fácticos no sólo de las mismas 

violaciones sino de todas sus características (sustantivas, cuantitativas, 

temporales, espaciales y suficiencia determinante). Esto último sin desconocer 

que la realización de irregularidades electorales implica la comisión de 

infracciones o, incluso, delitos que sus autores tratan de ocultar y que por ello es 

difícil la demostración de tales irregularidades, lo cual da una gran relevancia a la 

prueba indiciaria. 

 

En consecuencia, es necesario modificar el texto del artículo 78 de la Ley General 

del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, para lo cual puede 

atenderse a la siguiente propuesta: 

 
Artículo 78. 1. Las Salas del Tribunal Electoral podrán declarar la nulidad de una elección de 
diputados o senadores, o bien, de la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, 
cuando se hayan cometido en forma generalizada violaciones sustanciales en la jornada 
electoral, en el distrito o entidad de que se trate, o bien, en la circunscripción nacional, se 
encuentren plenamente acreditadas y se demuestre que las mismas fueron determinantes para 
el resultado de la elección, salvo que las irregularidades sean imputables a los partidos 
promoventes o sus candidatos. 

 

  

 



Conclusiones 

 

Primera. El dictamen de la elección presidencial formal y materialmente debe 

considerarse como una determinación de carácter jurisdiccional, porque de 

reputarse como una actividad administrativo-electoral se establecerían zonas de 

inmunidad para el control jurisdiccional de la constitucionalidad en dicha elección.  

 

Segunda. Dicha consideración sobre el carácter jurisdiccional del dictamen de la 

elección presidencial obliga a la Sala Superior a proveer sobre la admisión de las 

pruebas que resulten conducentes y requerir aquellas otras que sean procedentes. 

 

Tercera. Para considerar dicho carácter jurisdiccional de la calificación de la 

elección presidencial debe atenderse a la evolución del contencioso electoral en 

México que pasó del mixto con dominancia del político a uno mixto con 

prevalencia del jurisdiccional, así como considerar al carácter de la Sala Superior 

como Tribunal Constitucional, en tanto máxima autoridad jurisdiccional en la 

materia y órgano especializado del Poder Judicial de la Federación. 

 

Cuarta. De esa forma, se reconoce que las disposiciones jurídicas que rigen el 

proceso electoral para la elección de presidente tienen el carácter de públicas y 

son de observancia general. 

 

Quinta. Con independencia de que el marco jurídico vigente en la elección 

presidencial de 2006 fuera genérico, la Sala Superior tenía facultades 
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interpretativas e integradoras del sistema jurídico que eran suficientes para 

resolver las cuestiones que se le venían planteando en la calificación de dicha 

elección. 

 

Sexta. Era jurídicamente inviable realizar el recuento total de la votación recibida 

en cada casilla, en el proceso electoral de 2006, según lo dispuesto en el entonces 

vigente orden jurídico federal en materia electoral. 

 

Séptima. Tampoco procedía ese recuento total, porque no se había solicitado por 

los actores y la Sala Superior no podía proceder de manera oficiosa. Además, en 

otros casos los medios de impugnación habían resultado improcedentes. 

 

Octava. Fue correcta la determinación de la Sala Superior de dilucidar las 

inconsistencias detectadas en las actas de las casillas electorales, a través de 

otros datos que se desprendieran de las documentales de la propia casilla. 

 

Novena. Cabía realizar la apertura de un mayor número de paquetes o 

expedientes electorales si se incluía el análisis de los rubros auxiliares y no sólo 

de los fundamentales, porque no necesariamente para la identificación de los 

primeros se trataba de votos ya que también figuraba el dato de las boletas y no 

resultaba razonable exigirle a los actores políticos que hubieren planteado una 

inconsistencia ante los consejos distritales federales sobre un criterio restrictivo 

que fue fijado ex post Facttum. 
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Décima. Fue un acierto el que la Sala Superior estableciera reglas para atender el 

incidente sobre la pretensión de nuevo escrutinio y cómputo. 

 

Décimo primera. La reforma legal de 2008 al sistema de recuento no prevé la 

posibilidad de que sea total en la elección presidencial, porque se debe efectuar 

por distritos electorales uninominales. 

 

Décimo segunda. De acuerdo con una interpretación sistemática y funcional de la 

normativa relativa, un candidato diverso al que quedó en segundo lugar está 

legitimado para solicitar el recuento en un distrito electoral uninominal. 

 

Décimo tercera. En casos de votaciones cerradas, la Suprema Corte de los 

Estados Unidos de América y la Sala Superior aplicaron criterios antitéticos para el 

recuento de la votación. La primera fue restrictiva porque negó el recuento y los 

magistrados electorales aplicaron criterios garantistas para efectuar la apertura de 

los paquetes electorales en la sede jurisdiccional. 

 

Décimo cuarta. En el procedimiento de calificación de los votos reservados a 

través de las sentencias de los juicios de inconformidad se delineó un 

procedimiento que reservó la determinación sobre la validez de los votos 

cuestionados a la Sala Superior, lo cual fue correcto. Es conveniente que algunos 

de tales criterios sean previstos legalmente. 
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Décimo quinta. La reforma constitucional de 2007 y la legal de 2008 no atienden 

a los principales cuestionamientos realizados al proceso de calificación de la 

elección presidencial de 2006, porque no se establece una causa genérica de 

nulidad de la elección, y la reforma se orientó a la previsión de cuestiones 

sustantivas y no de su cobertura jurídica, a través de una causa genérica. 

 

Décimo sexta. Las reformas legales en materia de nulidad de la elección 

presidencial tienen un carácter específico y una cobertura estrecha, porque su 

ámbito material de validez se limita a eventos ocurridos en torno a las casillas 

electorales, así como a la inelegibilidad del candidato ganador.  

 

Décima séptima. El nuevo modelo para la impugnación de la elección 

presidencial resultante de la reforma jurídica es consecuente con los tipos 

normativos de nulidad específica.  

 

Décimo octava. De prevalecer el actual régimen para la calificación de la elección 

presidencial, la Sala Superior debe considerar dicho proceso como de naturaleza 

contencioso-jurisdiccional e inclusive aplicar la causa abstracta de nulidad de la 

elección presidencial, porque, en una situación contraria, se incurriría en los 

mismos defectos e inconsecuencias de la pasada calificación de la elección de 

2006. 

 

Décimo novena. La deficiente previsión legal de las facultades directivas no debe 

ser un impedimento para que la Sala Superior asuma el carácter de Tribunal 
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Constitucional, máxima autoridad en la materia y órgano especializado del Poder 

Judicial de la Federación, a fin de resolver en forma plenaria en el proceso de 

calificación de la elección presidencial. 

 

Vigésima. Los elementos básicos del tipo normativo relativo a la causa genérica 

de nulidad de la elección presidencial son la actualización de violaciones 

sustanciales y generalizadas que incidan en la jornada electoral (sin importar que 

ocurran en el desarrollo del proceso electoral) y trasciendan a la circunscripción 

nacional, las cuales deben ser determinantes para el resultado de la elección. 
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